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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Panorama general 

1. Desde su último examen en 2006, el Uruguay ha continuado adoptando medidas para agilizar e informatizar los trámites aduaneros y, de este modo, facilitar el comercio internacional.  Habiendo realizado un progreso considerable en este sentido, hay lugar sin embargo para mejorar ciertos aspectos de los procedimientos aduaneros, tales como reducir el porcentaje de productos sujetos a inspección física y documental, a través de una mayor profundización del sistema de análisis de riesgo, y reducir y unificar los diversos requisitos de registro.  De la misma manera, la obligatoriedad de utilizar los servicios de un agente de aduanas para la realización de los diferentes trámites de importación podría dar lugar a un incremento de los costos vinculados con la importación.  La Dirección Nacional de Aduanas del Uruguay determina el valor en aduana siguiendo lo estipulado por el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC y la legislación nacional uruguaya, que aplica los principios de este Acuerdo, estando pendiente a la fecha su notificación ante la OMC.  
2. Desde 1995, el Uruguay aplica el Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR, con excepciones que representan alrededor del 13,5 por ciento de las posiciones arancelarias.  Todos los aranceles son ad valorem.  Los niveles arancelarios se han mantenido, en general, relativamente estables durante el período objeto de examen, aunque el promedio aritmético de los aranceles NMF en 2011, del 9,4 por ciento, fue ligeramente superior al 9,3 por ciento de 2005.  Esto se debió en gran parte al cambio de nomenclatura que dio lugar a un mayor número de líneas, pero también a un incremento en el arancel promedio de algunos productos como los lácteos, el calzado y el material de transporte.  El promedio del arancel aplicado NMF fue del 9,6 por ciento para los productos agrícolas (definición de la OMC) y del 9,3 por ciento para los productos no agrícolas.  Entre los grupos de productos con promedios arancelarios mayores a la media en 2011 caben destacar el calzado, los textiles y las confecciones, y las preparaciones alimenticias.  La estructura arancelaria del Uruguay muestra una cierta, aunque moderada, progresividad, a pesar de que, en promedio, la dispersión arancelaria es relativamente baja, con un coeficiente de variación del 0,8.  Entre los grupos de productos que muestran una mayor progresividad arancelaria cabe destacar los textiles y las confecciones, los productos de la madera, los minerales no metálicos, y los alimentos y bebidas.  

3. El Uruguay ha consolidado su universo arancelario completo en la OMC, a niveles de entre el 6 y el 55 por ciento, en un total de 23 tramos.  El arancel consolidado medio es del 30,7 por ciento;  en el caso de los productos agrícolas (definición de la OMC), el promedio es del 35,2 por ciento, y para los productos no agrícolas, del 30,0 por ciento.  Por lo general, los aranceles aplicados están considerablemente por debajo de las consolidaciones, con la excepción de 35 líneas para las que el arancel aplicado era en 2011, igual al consolidado.  

4. En agosto de 2011, el Uruguay otorgaba preferencias arancelarias a las importaciones originarias de la Argentina, el Brasil y el Paraguay en el marco del MERCOSUR;  y del Estado Plurinacional de Bolivia, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Perú y la República Bolivariana de Venezuela con arreglo a diversos Acuerdos de Complementación Económica (ACE).  Para los bienes no comprendidos en esos acuerdos rige el mecanismo general de preferencias de alcance regional (PAR) de la ALADI.  El Uruguay otorga además preferencias a los países con los cuales el MERCOSUR ha suscrito acuerdos de libre comercio, tales como Egipto e Israel.  El MERCOSUR suscribió también un Acuerdo de Preferencias Fijas con la India.  El arancel preferencial aplicado por el Uruguay varía según el socio comercial y va desde un promedio cercano a cero para el Estado Plurinacional de Bolivia y Chile, hasta el 9,3 por ciento (apenas por debajo del promedio NMF) aplicado a la India.

5. La legislación uruguaya permite que los titulares de actividades industriales puedan hacer uso de los mecanismos de importación en admisión temporaria, toma de stock y régimen devolutivo (drawback) por un período máximo de 18 meses.  Durante el período objeto de examen, el Uruguay eliminó algunas cargas que afectaban a las importaciones, como la comisión del 2,5 por ciento del valor c.i.f cobrada por el Banco de la República Oriental del Uruguay, y la Contribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS), la cual recaía tanto sobre las importaciones como sobre los productos industrializados nacionales.  También redujo, aunque moderadamente, los tipos del IVA.  Sin embargo, el Uruguay continúa aplicando una tasa consular a las importaciones;  la eliminación de esta tasa, prevista para el 1° de enero de 2011, fue cancelada y la tasa se mantuvo en un nivel del 2 por ciento del valor c.i.f. de la importación.  

6. Aunque se ha realizado un esfuerzo para reducir las cargas aplicables a la importación, sobre todo el Impuesto Específico Interno (IMESI), éstas continúan siendo importantes e incrementan los costos de importación.  El régimen del IMESI y sus tasas han sido objeto de varias modificaciones desde el último Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay.  Los bienes que están sujetos a tasas de IMESI más elevadas son las bebidas alcohólicas, para las que la tasa máxima es del 85 por ciento, el tabaco (70 por ciento) y los productos derivados del petróleo (133 por ciento).  En algunos casos, el IMESI se cobra sobre valores fictos fijados por el Poder Ejecutivo.  Para los productos de la industria del tabaco, el precio ficto se calcula como el precio de venta multiplicado por un factor que varía entre 1,66 (tabacos) y 5,40 (cigarrillos).  

7. El Uruguay no ha hecho un uso activo de las medidas de contingencia durante el período objeto de examen.  No se iniciarión investigaciones sobre medidas compensatorias ni sobre salvaguardias.  No se han mantenido medidas antidumping desde 2006, desde la fecha en que expiró el plazo de aplicación de los derechos antidumping impuestos por tres años a la importación de aceite comestible refinado puro de origen vegetal procedente de la Argentina.  En 2010, el Uruguay introdujo disposiciones para evitar las prácticas elusivas de las medidas antidumping, creando un mecanismo por el que pueden aplicarse medidas antielusión con posterioridad a la fijación de una medida antidumping como resultado de la determinación de una investigación solicitada a pedido de parte interesada o realizada ex oficio por las autoridades.  En 2010 se inició una investigación antidumping y no ha habido notificaciones en los temas de salvaguardias y medidas compensatorias desde julio de 2003. 

8. El Uruguay solicita licencias de importación no automáticas para la importación de algunos productos como vehículos automotores, azúcar y ácido acético.  Además, diversos productos requieren autorización previa de una entidad gubernamental por razones sanitarias o fitosanitarias, de seguridad o de protección del medio ambiente.  Hasta agosto de 2011, el Uruguay ha presentado sólo seis notificaciones sobre proyectos de reglamentos técnicos a la OMC y una notificación sobre una medida ya adoptada.  Los ministerios y organismos encargados de la elaboración de reglamentos técnicos pueden iniciar la elaboración de un reglamento técnico de oficio o a petición de un tercero.  Si se considera que el reglamento técnico propuesto tendrá efectos en el comercio, se envía el proyecto a la OMC para que los Miembros puedan formular observaciones al respecto.  Los reglamentos técnicos siguen en general directrices regionales o internacionales y se aplican de igual modo a los productos nacionales y a los importados.  El Uruguay ha realizado un total de 16 notificaciones (hasta fines de noviembre de 2011) al Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, 7 de estas notificaciones se efectuaron desde el último examen de sus políticas comerciales en 2006.  En general, se requieren certificados sanitarios y fitosanitarios según el nivel de riesgo, expedidos por el país de origen, para animales, vegetales, y para productos de origen animal y vegetal.  Además, los productos pueden someterse a otros requisitos, como la autorización previa o prescripciones de registro.

9. El Uruguay concede incentivos fiscales a las exportaciones en virtud de diferentes regímenes;  la devolución de impuestos indirectos a las exportaciones requiere que el producto exportado contenga un mínimo del 20 por ciento de insumos domésticos.  El monto a devolver se calcula como porcentaje del valor f.o.b. de las exportaciones.  La Ley No 18.083 modificó el régimen tributario en el Uruguay lo que llevó a recalcular las tasas de devolución de tributos a las exportaciones.  Los reembolsos pueden variar entre el 2 y el 4 por ciento del valor f.o.b. del producto exportado, según la carga de impuestos indirectos de los insumos nacionales incorporados en el producto. 

10. El Uruguay notificó a la OMC su régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz como medida que contiene subvenciones, y solicitó una extensión del período de transición para la concesión de subvenciones a la exportación de conformidad con el parráfo 4 del artículo 27 del Acuerdo SMC.  El Uruguay solicitó y obtuvo la prórroga de este período de transición, concedida hasta el 31 de diciembre de 2009, hasta el final de 2013, con un período final de eliminación gradual de dos años, que finalizará no más tarde del 31 de diciembre de 2015.  El Uruguay mantiene compromisos en la OMC con respecto a las subvenciones a la exportación de ciertos productos agropecuarios, y ha notificado que, en la práctica, no ha concedido subvenciones. 

11. El Uruguay mantiene un régimen de zonas francas desde 1987.  En las zonas francas puede desarrollarse cualquier tipo de actividad, comercial, industrial o de servicios, sin limitación alguna.  Las empresas que operan en una zona franca gozan de exención de todos los tributos nacionales, salvo las contribuciones de los empleadores a la seguridad social para el personal.  Los usuarios de las zonas francas pueden importar bienes, servicios y materias primas sin derechos de importación ni impuestos, con independencia de su origen.  Los bienes producidos en zonas francas pueden ser vendidos en el territorio aduanero del Uruguay sin restricción, previo pago de todos los derechos de aduana e impuestos.

12. Los impuestos a las exportaciones están prohibidos por ley, con la excepción de aquellos aplicables a las exportaciones de cueros crudos, salados, piquelados y wet-blue (partida SA 4101 y subpartidas SA 4104.11 y 4104.19), las cuales están sujetas a un impuesto a la exportación del 5 por ciento.  Las exportaciones de arroz con cualquier grado de elaboración y sus derivados estuvieron sujetas a una retención del 5 por ciento sobre su valor f.o.b. entre febrero de 2004 y julio de 2008, para financiar los Fondos de Financiamiento y Recomposición de la Actividad Arrocera.  Estos fondos fueron suprimidos en 2008, quedando eliminada la retención sobre las exportaciones de arroz.  Las exportaciones de carne bovina, ovina, suina, equina, de aves y de animales de caza menor están sujetas a un impuesto del 1 por ciento de su valor f.o.b. con el objeto de financiar el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS).  El aporte para el FIS se aplica también a la venta en el mercado interno de carne vacuna y ovina para el consumo y de carne bovina y suina destinada a la industria.  Las exportaciones de ciertos otros productos agropecuarios están sujetas a impuestos o gravámenes tasas que se perciben para financiar ciertos organismos agropecuarios.

13. Un logro importante desde el último examen en 2006 ha sido la adopción de la Ley de Libertad de Comercio y Preservación de la Libre Competencia (Ley No 18.159) y su reglamento (Decreto No 404/007).  La Ley No 18.159, que entró en vigor en agosto de 2007, regula las fusiones y adquisiciones, prohíbe las prácticas anti competitivas y el abuso de posición dominante, crea una nueva autoridad de competencia, establece procedimientos para la investigación de prácticas anticompetitivas, incrementa las sanciones y mejora la transparencia.  Asimismo, se creó la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, que opera desde 2009 y tiene funciones normativas, investigativas, sancionatorias y de control previo de concentraciones económicas. 

14. La Ley de Protección y Promoción de Inversiones No 16.906, de 7 de enero de 1998, reglamentada por el Decreto No 455/007, de 26 de noviembre de 2007, establece el marco general de incentivos y promoción de la inversión en el Uruguay, a través principalmente de franquicias fiscales.  Durante el período examinado se introdujeron reformas al sistema de incentivos a la inversión a través del Decreto No 455/007, el cual modificó la reglamentación de las inversiones y amplió los incentivos otorgados a las empresas, estableciendo un nuevo régimen de incentivos a la inversión.  La legislación uruguaya contempla la posibilidad de otorgar incentivos a actividades que, entre otras cosas, faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones o fomenten la utilización de mano de obra e insumos locales, incorporen progreso técnico, fomenten la actividad de las PYME, contribuyan a la descentralización geográfica y utilicen tecnologías más limpias.

15. El Estado continúa manteniendo una participación importante en la economía uruguaya, particularmente en el sector de los servicios.  Las empresas propiedad del Estado operan en sectores clave como la energía eléctrica, los combustibles, el agua potable y el saneamiento.  Asimismo, participan en las telecomunicaciones, el transporte aéreo y ferroviario, los puertos marítimos y los servicios financieros.  En conjunto, estas empresas contribuyeron con un 6,6 por ciento del PIB en 2010.  Algunas empresas estatales prestan actividades calificadas como servicio público, otras operan en régimen de monopolio legal o mantienen una posición dominante en el mercado respectivo.  El Uruguay notificó a la OMC que la única empresa comercial del Estado existente es la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland, la cual tiene el monopolio sobre la importación y refinación de petróleo crudo y derivados del petróleo, excepto lubricantes y asfalto, y sobre la importación y exportación de combustibles.

16. El Uruguay no es signatario del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  El régimen de adquisiciones y contrataciones públicas se rige esencialmente por el Texto Ordenado de la Ley de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF).  Es un régimen principalmente descentralizado, aunque la reglamentación general es la misma para todos los organismos compradores del Estado que se rigen por el derecho público, con algunas salvedades específicas.  Desde hace varios años las compras de alimentos y medicamentos se efectúan de manera centralizada.  Durante la última década, el Uruguay ha adoptado medidas para incrementar la eficiencia y la transparencia de los procedimientos de compras estatales y reforzar la institucionalidad del sistema.  Al mismo tiempo, el Uruguay ha recurrido al sistema de contratación pública como herramienta de promoción de la industria nacional.  Esto se realiza a través de la concesión de márgenes de preferencia.  En 2008, se redujo el margen de preferencia del 10 por ciento al 8 por ciento, aunque se incrementó su alcance, al decidirse aplicarlo sobre el precio y no sólo sobre el componente nacional como se hacía antes;  se disminuyó además el porcentaje de integración nacional requerido para que un producto sea considerado nacional, del 40 al 35 por ciento.  En 2010, se creó el Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, que concede preferencias del 8 al 16 por ciento en el caso de las micro y pequeñas empresas, y del 4 al 12 por ciento en el caso de las medianas empresas.  

17. Desde su último examen en 2006, el Uruguay no ha introducido mayores modificaciones a su legislación en materia de patentes y marcas de fábrica o de comercio, o derechos de autor, ya que la mayoría de esos cambios fueron introducidos previamente al año 2000.  Sin embargo, se introdujeron ciertas modificaciones legales con respecto a la protección de variedades vegetales.  Se permiten las importaciones paralelas de productos patentados, pero no de aquéllas protegidas por derechos de autor.
2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Procedimientos, documentación y registro 
18. La Dirección Nacional de Aduanas (DNA) en el MEF, es la institución encargada de la administración de los procedimientos de importación.  Durante el período objeto de examen, la legislación aduanera uruguaya ha experimentado algunas modificaciones y se ha simplificado la documentación aduanera.  
19. Las autoridades indicaron que, en el marco del proyecto de modernización de la DNA, se está trabajando en el Documento Único Aduanero (DUA) Digital, el cual consiste en una plataforma de servicios basados en tecnologías que permiten la desmaterialización del DUA y los documentos de soporte.  Existen una serie de iniciativas relacionadas con este proyecto, entre ellas la consolidación de todas las disposiciones relativas a importación, exportación y tránsito en un único cuerpo normativo y su difusión a través de una herramienta electrónica, y la utilización del Documento Aduanero Electrónico, que contiene imágenes de su equivalente en papel;  y puede firmarse electrónicamente a través de certificados emitidos por el Correo Uruguayo en el marco de un Convenio suscrito entre la DNA y la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC).
 
20. El régimen de importación está regulado por el Código Aduanero del Uruguay (aprobado por el Decreto-Ley No 15.691, de 27 de noviembre de 1984).
  La codificación de los procedimientos está contenida en el Decreto No 173/2005, de 6 de junio de 2005 (que dispone la incorporación al ordenamiento jurídico interno de la Decisión 50/004 del Consejo Mercado Común del MERCOSUR que aprueba la "Norma Relativa al Despacho Aduanero de Mercaderías"), y en el Decreto No 312/998, de 3 de noviembre de 1998.
  
21. Aunque no existen requisitos de registro para los importadores aparte de su obligación de inscribirse en el Registro Único de Contribuyentes, existen prescripciones de registro referentes a determinados productos (cuadro III.1).  El registro de los medicamentos y demás productos afines, materias primas, medicamentos semielaborados y cosméticos de uso humano tiene validez por cinco años;  los demás registros no tienen límite de tiempo.  Además de lo anterior, la importación de varios productos está sujeta a prescripciones de registro por razones sanitarias o fitosanitarias (véase la sección 2) ix)).

Cuadro III.1

Requisitos de registro para los importadores y sus productos

	Producto
	Requisito
	Entidad registradora/
emisora 
	Fundamento legal

	Insecticidas, acaricidas, nematicidas, rodenticidas, bactericidas, fungicidas, y fitorreguladores y productos de similar uso agrícola
	Registro del producto;
autorización de comercialización 
	Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP)
	Decreto No 149, de 5 de marzo de 1977

	Medicamentos y demás productos afines, materias primas, medicamentos semielaborados y cosméticos de uso humano  (incluye protectores solares clasificados como cosméticos)
	Registro del importador;  registro del producto a granel (semielaborado) en el caso de medicamentos y exclusivamente terminado en el caso de cosméticos;  certificado de autorización del país de origen 
	División de Productos de Salud, Departamento de Medicamentos y de Alimentos, Cosméticos y Domisanitarios del Ministerio de Salud Pública
	Decreto-Ley No 15.443, de 5 de julio 1983;  Decreto No 521, de 22 de noviembre de 1984;  Decreto No 324, de 12 de octubre de 1999 (para medicamentos), y Decreto No 95/90, de 1990 (para cosméticos).  El registro de productos farmacéuticos registrados y elaborados en un Estado parte productor, similares a productos registrados en el Estado parte receptor en el ámbito del MERCOSUR se rige por las normas aprobadas en la Resolución No 23/95 GMC  

	Equipos médicos y dispositivos terapéuticos, reactivos de diagnóstico
	Registro del importador y del producto;  autorización del país de origen
	Departamento de Tecnología Médica del Ministerio de Salud Pública
	Decreto No 165, de 8 de junio de 1999

	Cristales oftálmicos (o sus sucedáneos plásticos) coloreados o no, de uso terapéutico o protector
	Registro del importador
	Departamento de Tecnología Médica del Ministerio de Salud Pública
	Decreto No 474, de 30 de julio de 1968

	Bebidas (bebidas sin alcohol, aguas minerales y sodas, otras bebidas sin alcohol)
	Registro del importador y del producto
	Servicio de Regulación Alimentaria o de Bromatología de la Intendencia Municipal respectiva para bebidas con edulcorantes nutritivos y aguas y Departamento de Alimentos del  Ministerio de Salud Pública en caso de bebidas con edulcorantes no nutritivos y aguas envasadas
	Decreto No 184, de 3 de junio de 2004

	Productos domisanitarios
	Registro del importador y del producto; certificado de autorización del país de origen
	Departamento de Alimentos, Cosméticos y Domisanitarios del Ministerio de Salud Pública
	Decreto No 307, de 2 de agosto de 2001

	Equipos médicos que emitan radiaciones ionizantes
	Registro del importador y del producto
	Departamento de Tecnología del Ministerio de Salud Pública y en la DINATEN del Ministerio de Industria, Energía y Minería
	Decreto No 53/004, de 12 de febrero de 2004

	Pinturas, barnices, tintas gráficas y masterbtaches
	Registro del importador y obligación de etiquetado
	Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA)/DINAMA
	Ley No 17.775/2004, Decreto No 69/11, de 15 de febrero de 2011.  Según redacción de 26 de agosto de 2011

	Envases terminados o preconformados o sus materias primas
	Registro del importador
	MVOTMA/DINAMA
	Ley No 17.849/2004


Fuente:
Secretaría de la OMC.

22. Para el despacho de aduana es necesaria la intervención de un despachante de aduana.  En virtud del Artículo 82 del Código Aduanero, los despachantes de aduana están facultados para tramitar todas las operaciones de carácter aduanero, de acuerdo a las normas dispuestas por la Ley No 13.925, de 17 de diciembre de 1970, y sus modificatorias.  De conformidad con lo establecido en el Decreto No 312/998, de 3 de noviembre de 1998, las operaciones de importación de mercancías deberán declararse ante la DNA mediante el DUA.  Con la información suministrada por el importador, el despachante de aduana llena el formulario electrónico del DUA y la Declaración de Valor en Aduana (DVA), y los envía a la DNA.  Una vez que ha recibido el número de registro del DUA, el despachante de aduana paga los impuestos adeudados en el Banco de la República Oriental del Uruguay (BROU), que informa del pago a la DNA.  El despachante de aduana recibe entonces un mensaje de la DNA, que sobre la base de parámetros preestablecidos (análisis del riesgo) asigna un canal de inspección, pudiendo ser esta asignación aleatoria.  El tiempo promedio de despacho es de seis horas.
23. De acuerdo con el Decreto No 173/005, de 6 de junio de 2005, existen tres canales de inspección:  rojo, naranja y verde.  En el caso del canal verde, las mercancías se liberan inmediatamente, sin la realización de análisis documental ni verificación física alguna;  en el caso del canal naranja las mercancías son objeto de análisis documental y de resultar éste conforme, la mercadería es liberada (en caso contrario, estará sujeta a la presentación de cierta documentación adicional, o inclusive puede determinarse la verificación física);  y en el caso del canal rojo las mercancías son objeto de control de la documentación e inspección física.  Cualquiera que sea el canal de selección indicado, la declaración y el declarante podrán ser objeto de fiscalización a posteriori, incluso con respecto a la valoración aduanera.  Las autoridades indicaron que en 2010 el porcentaje de las importaciones que pasaron por el canal rojo fue del 19 por ciento, comparado con un 57 por ciento en 2006, mientras que el 10 por ciento pasaron por el canal naranja y el 71 por ciento por el canal verde.  
24. Para completar el proceso de trámites de importación el DUA original debe ir acompañado de los siguientes documentos, también originales:  factura comercial definitiva; copia del título de transporte (conocimiento de embarque, marítimo, aéreo, o terrestre);  factura de flete y seguros pagados (en caso de que la condición de entrega de la mercadería no los estipule y no estén declarados en el título de transporte);  lista de empaque (packing list) (según el caso);  certificado de origen si corresponde;  y cualquier otro documento, resolución, certificado o autorización necesario para la importación (como por ejemplo, certificados fitosanitarios o zoosanitarios) o para aplicar un tratamiento preferencial por motivos tributarios o no tributarios.  La tasa de Servicio Automatizado establecida por el Artículo 170 de la Ley No 16.320, de 1° de noviembre de 1992 y el Decreto No 367/92 es el 0,2 por ciento del valor c.i.f. de las mercancías importadas, con un máximo de 50 dólares EE.UU.  
25. Para ciertas mercaderías perecederas, se aplica un mecanismo de Despacho Urgente.
  En el caso de que se decida realizar un despacho urgente pueden aportarse documentos provisorios.  Por ejemplo, basta con aportar la justificación de que la factura del flete y seguro y la factura comercial existen y corresponden con los datos declarados;  no es necesario presentar físicamente estos documentos al momento de la importación.  Los documentos y datos faltantes deben ser completados dentro de un plazo de 15 días siguientes a la fecha de la presentación de los documentos provisorios.
26. Para ciertos productos alimenticios, textiles y vehículos automóviles, así como diversas mercancías en tránsito, rigen procedimientos aduaneros y/o requisitos de documentación especiales (cuadro III.2).  Algunos de esos productos, como los aceites, azúcar refinado con destino industrial, productos textiles, y calzados también están sujetos a licencias de importación (cuadro III.9).

Cuadro III.2
Requisitos especiales para trámites aduaneros o de documentación

	Producto
	Requisito especial
	Fundamento legal

	Aceites
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo
	Decreto No 275/001, de 17 de julio de 2001

	Aceite comestible refinado de origen vegetal
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo y deben tomarse muestras para análisis

Garantía aplicable a la importación de aceite comestible refinado puro, originario o procedente de la Argentina, en $EE.UU. 0,32 por litro (eliminada el 15 de febrero de 2002)
	Decreto No 469/001, de 30 de noviembre de 2001

	Azúcar refinado con destino industrial
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo, y el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU) debe examinar el producto
	Decreto No 57/006, de marzo de 2006 y Decreto No 284/011, de julio de 2011.

	Whisky
	Régimen de tránsito aduanero especial, incluso el uso de un formulario especial y garantía del 140% de su valor en aduana
	O/D No 79/996, de 6 de septiembre de 1996; Decreto No 353/996, de 5 de septiembre de 1996;  Decreto No 471/996, de 5 de diciembre de 1996

	Cigarros, cigarrillos y tabaco (NMC 24.02)
	Régimen de tránsito aduanero especial, incluso el uso de un formulario especial y la garantía del 100% de su valor en aduana.
	O/D No 79/996, de 6 de septiembre de 1996; Decreto No 353/996, de 5 de septiembre de 1996;  Decreto No 471/996, de 5 de diciembre de 1996

	Gas natural
	Todos los DUA de Importación o Tránsito se tramitan en la Administración de Aduana de Colonia

Los despachos se hacen a mes vencido y los despachantes y firmas importadoras tienen un plazo de 10 días corridos para presentar los DUA correspondientes al mes inmediato anterior
	Orden del día de la DNA (O/D) No 160/002, de diciembre de 2002

	Productos textiles originarios de países no integrantes del MERCOSUR (desde el 1º de febrero de 2001)
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo;  extracción de muestras para análisis técnico (para ciertos productos)

Derechos de Importación Específicos (entre enero de 2001 y junio de 2002)
	Decreto No 394, de 27 de diciembre de 2000;  O/D No 54/000, de 23 de noviembre de 2000

	Calzados (capítulo 64 de la NCM)
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo.  La importación está sujeta a la extracción de muestras cuando la Dirección Nacional de Industrias (DNI) así lo disponga
	Decreto No 265, de 11 de julio de 2001;  y Decreto No 251/005, de 15 de agosto de 2005

	Fonogramas
	Certificado expedido por la Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU), para demostrar que cumplen las normas relativas al derecho de autor, a menos que tengan ya un contrato con la AGADU, con excepción de: material fonográfico para uso exclusivo de radiodifusión (con un máximo de tres ejemplares cada fonograma) por empresas de radiodifusión; y las encomiendas postales internacionales sin fines comerciales de un valor de hasta 50,00 $EE.UU.
	Decreto No 134/995, de 28 de marzo de 1995, derogado por Decreto No 154/004, de 3 de mayo de 2004

	Celulares
	Código DJAC como documento asociado al DUA, donde se detalle el número identificador y la serie de cada aparato
	Decreto No 131/003, de 9 de abril de 2003;  Comunicado de la DNA No 2/003, de 22 de abril de 2003

	Vehículos usados
	Prohibición de importar vehículos usados.  Puede darse excepción mediante Certificado de necesidad del MIEM y del MTOP
	Artículo 1 de la Ley No 18.802, de 17 de agosto de 2011, que prorroga lo establecido en el Artículo 1 de la Ley No 17.887, de 19 de agosto de 2005, prorrogada por el artículo único de la Ley No 18.532, de 14 de agosto de 2009 


Fuente:
Secretaría de la OMC.

27. Los contenciosos aduaneros se rigen por normas generales:  la Ley No 15.524, de 9 de enero de 1984 (Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) y el Decreto No 500/91, de 1° de diciembre de 1991.
28. El Uruguay ha adoptado normativa común a otros países del MERCOSUR en lo relativo al despacho aduanero.  El Decreto No 173/005, de 6 de junio de 2005, dispuso la incorporación al ordenamiento jurídico interno de la Decisión CMC No 50/004 que aprueba la "Norma Relativa al Despacho Aduanero de Mercaderías".
ii) Valoración en aduana 
29. El Uruguay aplica, desde enero de 2001, el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  El Uruguay se benefició del período de cinco años concedido a los países en desarrollo para aplicar las disposiciones de ese Acuerdo y de un plazo adicional de un año para aplicar como base del valor en aduana el valor reconstruido.  El Uruguay notificó su legislación nacional (Decreto No 574/994, de 29 de diciembre de 1994) y respondió en 2001 a las preguntas de la Lista de cuestiones sobre valoración en aduana.
  
30. La DNA determina el valor en aduana siguiendo lo estipulado por el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC y la legislación nacional uruguaya, que recoge los principios de este Acuerdo.  La DNA puede aplicar una valoración basada en un valor distinto del valor de transacción cuando existen dudas acerca de la clasificación de un producto o su valoración.
  En este caso se aplica la Decisión 6.1 (Decisión Relativa a los Casos en que las Administraciones de Aduanas Tengan Motivos para Dudar de la Veracidad o Exactitud del Valor Declarado) del Comité Técnico de Valoración en Aduana de la OMC.  Las autoridades indicaron que el 98 por ciento de los casos se aplica el valor de transacción. 

31. Para el cálculo del valor en aduana, el Uruguay aplica la Decisión 3.1 (Trato de los Intereses en el Valor en Aduana de las Mercancías Importadas) del Comité Técnico de Valoración en Aduana de la OMC, relativa a la no inclusión en el cálculo del valor en aduana de los intereses de financiación cuando estos se distingan del precio realmente pagado o por pagar y se consideren normales de acuerdo con las tasas vigentes.  Se aplican disposiciones especiales para la determinación del valor en aduana de los soportes informáticos, para los cuales sólo se tiene en cuenta el valor del soporte informático (con exclusión de los datos o instrucciones).

32. Para determinar el valor en aduana de la mercadería usada en el caso de los bienes de capital, informática y telecomunicaciones se emplea el valor de transacción cuando los bienes han sido objeto de una venta inmediata anterior a la importación.  Si no ha habido venta anterior, el valor en aduana es el precio realmente pagado o por pagar (o el valor en estado nuevo, cuando el importador no puede acreditar el precio realmente pagado o por pagar), ajustado según la depreciación sobre la base de la fecha de compra, del siguiente modo:  un 20 por ciento hasta dos años;  un 30 por ciento entre dos y cuatro años;  un 40 por ciento entre cuatro y seis años;  y un 50 por ciento por más de seis años.
  Según el Decreto No 373/995, de 5 de octubre de 1995, para los demás bienes usados, la base para determinar el valor en aduana es el valor de un bien similar en estado nuevo.
iii) Normas de origen 
33. El Uruguay ha notificado a la OMC como normas de origen preferenciales el régimen general de normas de origen de la ALADI, las normas de origen de los Acuerdos de Alcance Parcial de la ALADI y el régimen de normas de origen del MERCOSUR en sus acuerdos con terceros fuera del ámbito de la ALADI.
  El Uruguay ha notificado a la OMC que no tiene normas de origen no preferenciales.
  
34. De acuerdo con las Resoluciones de la ALADI No 78, de 24 de noviembre de 1987 y No 252, de 4 de agosto de 1999, las normas de origen generales de la ALADI se aplican a los acuerdos suscritos en el marco de la misma, que no definan sus propias normas de origen.  Conforme a esas normas, se confiere el origen a los productos:  i) si han sido elaborados en el territorio de uno de los signatarios utilizando exclusivamente materiales propios o de otros signatarios;  ii) cuando se han utilizado materiales de países no participantes, y se ha producido un cambio de partida arancelaria;  o, iii) cuando no pudiendo cumplirse el criterio de cambio de partida arancelaria, el valor c.i.f. de los insumos de materiales originarios de terceros países no exceda del 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final.  En el caso de las operaciones de ensamble o montaje, el valor c.i.f. de los insumos originarios de terceros países no puede exceder del 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final, salvo cuando se trata de países de menor desarrollo (esos países son el Estado Plurinacional de Bolivia, el Ecuador y el Paraguay), para los cuales el límite es del 60 por ciento.
35. En el marco del MERCOSUR, existen normas de origen generales y específicas.
  Conforme a las normas generales, se confiere origen a los productos:  a) obtenidos o producidos totalmente en el MERCOSUR;  b) cuando ha habido un cambio de partida arancelaria, en el caso que se utilicen materiales originarios de terceros países (pudiendo utilizar materiales de la misma partida que el producto exportado si los mismos no exceden el 10 por ciento del valor f.o.b. de la mercadería);  o c) cuando el valor f.o.b. del producto final no contiene más del 40 por ciento de insumos de terceros países (valor c.i.f.).  Este porcentaje es el mismo para las operaciones de ensamblaje.  En ambos casos, las exportaciones uruguayas a otros países del MERCOSUR están sujetas temporariamente a un trato preferencial, tolerándose un 50 por ciento de insumos de terceros países.  El comercio de algunos productos lácteos, aceites vegetales, preparaciones de carne y pescado, preparaciones de hortalizas frutas y alimenticias, químicos, textiles y confecciones, calzado, acero, y productos de telecomunicaciones e informáticos, está sujeto a normas de origen específicas. 
36. La Decisión MERCOSUR/CMC/DEC. No 16/07
, Régimen de origen del MERCOSUR, (65º Protocolo Adicional) introdujo modificaciones al régimen de origen.  El objetivo de estas modificaciones fue contemplar las diferencias en las estructuras productivas, resultantes de las asimetrías de tamaño económico y estimular las exportaciones intrazona.

37. La Decisión CMC/DEC. No 16/07 dispuso que las exportaciones del Paraguay y el Uruguay hacia los demás Estados Partes no puedan estar sujetas a condiciones de origen menos favorables que las exportaciones de otros países.  En caso de que una situación de este tipo se suscitara, el Uruguay o el Paraguay pueden presentarla ante la CCM, la cual deberá elevar a la brevedad posible las modificaciones pertinentes que deban introducirse al Régimen de Origen del MERCOSUR para asegurase de dar cumplimiento a esto.  Como resultado de la aplicación de este principio, las Directivas CCM No 14/10 y 16/11 flexibilizaron los requisitos de origen de varias posiciones.

38. Para facilitar la aplicación del Régimen de Origen MERCOSUR tanto para las autoridades competentes como para los operadores comerciales, el Consejo del Mercado Común aprobó la Decisión CMC No 01/09, mediante la cual se consolida en un solo instrumento todas las normas referidas al Régimen de Origen MERCOSUR.  Esta Decisión está aún pendiente de aprobación por todos los países miembros. 

39. Además del MERCOSUR, otros acuerdos concertados por el Uruguay en el marco de la ALADI tienen normas de origen propias.  En los Acuerdos del MERCOSUR con Chile (ACE No 35) y el Estado Plurinacional de Bolivia (ACE No 36), se utiliza como criterio general de determinación de origen el cambio de clasificación arancelaria.  De no ser esto posible, el origen se confiere si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no supera el 40 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final.  En este Acuerdo, existen normas de origen especiales para los productos de los Capítulos 28 y 29 del Sistema Armonizado (SA), así como para productos de telecomunicaciones y de informática, entre otros, determinadas de acuerdo con procesos de producción específicos.  En el Acuerdo con Bolivia, en el caso de las operaciones de ensamblaje, aunque se produzca el cambio de partida arancelaria se debe seguir la norma del 40 por ciento.  
40. El Acuerdo (automotor) del MERCOSUR con México (ACE No 55) define las normas de origen para el sector automotor.  El Acuerdo del MERCOSUR con el Perú (ACE No 58), confiere origen a las siguientes mercancías:  las enteramente obtenidas en el territorio de una parte signataria;  las elaboradas en el territorio de una parte signataria exclusivamente a partir de materiales originarios de cualquiera de las partes signatarias;  y las elaboradas en el territorio de una parte signataria que incorporen materiales no originarios de una parte signataria del Acuerdo.  En este último caso, se emplea como criterio general el cambio de clasificación arancelaria.  Cuando no es aplicable este criterio, o en el caso de las mercancías que resulten de un proceso de ensamblaje o montaje, se confiere el origen si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no excede del 50 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final durante los primeros tres años, el 45 por ciento durante el cuarto, quinto y sexto año y el 40 por ciento a partir del séptimo año de la vigencia del Acuerdo.  El Acuerdo también contiene Requisitos de Origen para algunos productos de los capítulos SA 50, 51, 52, 53, 55, 64 y 87, y prevé la acumulación regional, incluidos los materiales originarios del Estado Plurinacional de Bolivia y los restantes países miembros de la Comunidad Andina.

41. En el ámbito de Acuerdo de Complementación Económica Nº 54, que define el marco de la relación entre el MERCOSUR y México, se ha firmado en 2003 un acuerdo de libre comercio entre Uruguay y México (Acuerdo de Complementación Económica No 60).  La sección No 4 define las normas de origen que se deben aplicar al comercio y la sección No 5 define los procedimientos aduaneros para el control y verificación del origen.  Dicho acuerdo contiene una definición para productos enteramente obtenidos y un anexo con reglas de origen explicitadas para todo el universo de bienes, donde se establecen cambios de partida arancelaria, requerimientos de valor agregado en las partes signatarias o una combinación de los anteriores.

42. En el Acuerdo entre el MERCOSUR y Colombia, el Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela (ACE No 59) se definen las normas de origen con reglas diferentes según el país signatario.  Se concede el origen para los productos obtenidos íntegramente en un país signatario;  los productos elaborados con materiales no originarios de países signatarios como consecuencia de un proceso de transformación (incluido el ensamblaje o montaje) en un país signatario, que dé lugar a un cambio de partida arancelaria o, si el valor c.i.f. de los materiales no originarios no excede, en el caso del Uruguay, del 50 por ciento hasta 2011 (los siete primeros años del Acuerdo) y del 45 por ciento a partir de 2012;  y los productos obtenidos exclusivamente de materiales originarios de países signatarios.  El Acuerdo también estipula normas de origen específicas para la industria del automóvil y algunos otros productos, según el país signatario, que tienen precedencia sobre las normas de origen generales.  En el caso del comercio bilateral del Uruguay con los socios, se aplican normas de origen específicas a ciertos productos agropecuarios, del petróleo, azufre, textiles y calzado, entre otros.
43. El capítulo 4 del Tratado de Libre Comercio entre el MERCOSUR y el Estado de Israel contiene las reglas de origen aplicables en el marco de dicho tratado.  Se concede el origen para los productos obtenidos íntegramente en Israel o MERCOSUR;  los productos obtenidos exclusivamente de materiales originarios de países signatarios;  y los productos elaborados con materiales no originarios de países signatarios si, como consecuencia de un proceso de transformación en un país signatario, se produce un cambio de partida arancelaria a cuatro dígitos del SA o el valor c.i.f. de los materiales no originarios no excede del 50 por ciento (60 por ciento para el Paraguay)
 del valor ex fábrica del producto exportado.

44. También existe normativa de origen no vigente con SACU y Egipto, en el marco de los acuerdos suscritos con estos países.

45. La Asesoría de Política Comercial del MEF está encargada de la emisión de certificados de origen de los acuerdos MERCOSUR.  Los certificados de origen del sector automotor deben ser emitidos por la Dirección Nacional de Industrias del MIEM.  Sin embargo, se ha delegado en parte la emisión de estos certificados a tres entidades del sector privado:  la Cámara de Industrias del Uruguay;  la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay;  y la Cámara Mercantil de Productos del País.  Los certificados de origen tienen en general una validez de 180 días, y de dos años en el caso del acuerdo entre el Uruguay y México (ACE No 60).  
iv) Aranceles 
a) Estructura arancelaria

46. El arancel aplicado por el Uruguay tiene 11.345 líneas (a un nivel de 10 dígitos) y sus tipos oscilan entre el 0 y el 55 por ciento (cuadro III.3).  El Decreto MEF s/n, de 27 de diciembre de 2006, puso en vigencia, a partir del 1º de enero de 2007, el Arancel de Aduanas del Uruguay basado en la Nomenclatura Común del MERCSOSUR (NCM) actualizada con la Nomenclatura del Sistema Armonizado (SA) de Designación y Codificación de Mercancías 2007.
  Todos los aranceles son ad valorem y se perciben sobre el valor c.i.f. del producto importado.  El Uruguay concede al menos el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  No impone derechos de importación estacionales, temporales ni variables. 
Cuadro III. 3
Estructura de los aranceles NMF, 2011

(Porcentaje)

	
	
	2011

	1.
	Total del número de líneas
	11.345

	2.
	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	3.
	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	5.
	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	14,8

	6.
	Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	10,5

	7.
	"Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)a
	0,2

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)b
	26,8

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos aplicados. 

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento. 

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades.

47. El promedio aritmético de los aranceles NMF en 2011 fue del 9,4 por ciento, ligeramente superior al 9,3 por ciento de 2005 debido en gran parte al cambio de nomenclatura resultante en un mayor número de líneas, y a un incremento en el arancel promedio de algunos productos como los lácteos, el calzado y el material de transporte.  El promedio del arancel NMF aplicado fue del 9,6 por ciento para los productos agrícolas (definición de la OMC) y del 9,3 por ciento para los productos no agrícolas (véase el cuadro III.4).  Entre los grupos de productos con promedios arancelarios relativamente altos en 2011 cabe destacar las armas y municiones;  el calzado, los sombreros y demás tocados;  los textiles y el vestido;  y las preparaciones alimenticias.  La estructura arancelaria del Uruguay muestra una dispersión relativamente baja, con un coeficiente de variación del 0,8.

Cuadro III.4
Análisis resumido del Arancel NMF del Uruguay, 2011
	Designación de los productos
	No de líneas
	Promedio
(%)
	Tramo
(%)
	Coeficiente de variación
	Promedio de los tipos finales consolidadosa

	Total
	11.345
	9,4
	0 - 55
	0,8
	30,7

	SA 01-24
	1.521
	10,2
	0 - 55
	0,5
	35,2

	SA 25-97
	9.824
	9,2
	0 - 35
	0,8
	30,0

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	-  Productos agropecuarios (OMC)
	1.399
	9,6
	0 - 55
	0,6
	34,5

	-  Animales y productos de origen animal
	263
	9,1
	0 - 16
	0,5
	37,1

	-  Productos lácteos
	44
	18,2
	12 - 28
	0,3
	46,8

	-  Café y té, cacao, azúcar, etc.
	200
	13,7
	0 - 35
	0,4
	33,9

	-  Flores cortadas, plantas
	56
	5,3
	0 - 14
	0,7
	29,1

	-  Frutas, legumbres y hortalizas
	216
	10,3
	0 - 55
	0,4
	34,2

	-  Cereales
	41
	6,6
	0 - 12
	0,7
	45,7

	-  Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	134
	8,3
	0 - 25
	0,6
	34,3

	-  Bebidas y líquidos alcohólicos
	63
	17,1
	0 - 20
	0,2
	32,2

	-  Tabaco
	18
	11,7
	0 - 20
	0,7
	28,6

	-  Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	364
	6,4
	0 - 14
	0,6
	31,9

	Productos no agropecuarios (OMC) (incluido el petróleo)
	9.946
	9,3
	0 - 35
	0,8
	30,1

	-  Productos no agropecuarios (OMC) (excluido el petróleo)
	9.920
	9,3
	0 - 35
	0,8
	30,1

	Cuadro III.4 (continuación)

	   - Pescado y productos de pescado
	377
	10,1
	0 - 16
	0,3
	35,0

	   - Productos minerales, piedras preciosas y 
metales preciosos
	521
	8,0
	0 - 20
	0,7
	32,5

	   - Metales
	857
	11,0
	0 - 20
	0,5
	33,6

	   - Productos químicos y productos fotográficos
	3.242
	7,0
	0 - 18
	0,8
	24,1

	   - Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	443
	15,2
	0 - 35
	0,5
	33,9

	   - Madera, pasta de madera, papel y muebles
	432
	10,2
	0 - 18
	0,6
	29,2

	   - Textiles y vestido
	1.203
	17,0
	0 - 35
	0,3
	34,4

	   - Equipo de transporte
	225
	10,1
	0 - 23
	0,9
	32,2

	   - Maquinaria no eléctrica
	1.224
	3,7
	0 - 20
	1,8
	32,6

	   - Maquinaria eléctrica
	664
	9,3
	0 - 20
	0,9
	32,9

	   - Productos no agropecuarios n.e.p.
	732
	10,9
	0 - 20
	0,8
	32,8

	- Petróleo
	26
	0,4
	0 - 6
	3,6
	35,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	565
	6,8
	0 - 16
	0,6
	33,5

	Explotación de minas
	131
	3,2
	0 - 10
	0,6
	35,0

	Industrias manufactureras
	10.648
	9,6
	0 - 55
	0,8
	30,4

	Por capítulos del SA
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	687
	9,2
	0 - 28
	0,4
	36,6

	  02  Productos del reino vegetal
	388
	7,7
	0 - 14
	0,5
	34,7

	  03  Grasas y aceites
	85
	10,4
	0 - 25
	0,5
	34,0

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	361
	14,8
	0 - 55
	0,4
	33,8

	  05  Productos minerales
	208
	2,4
	0 - 6
	0,8
	35,0

	  06  Productos de las industrias químicas y de las industrias conexas
	3.025
	6,7
	0 - 18
	0,8
	24,2

	  07  Plástico y caucho
	492
	10,7
	0 - 18
	0,6
	25,1

	  08  Pieles y cueros
	330
	11,9
	2 - 20
	0,6
	34,4

	  09  Madera y manufacturas de madera
	140
	7,3
	0 - 14
	0,6
	20,5

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	259
	10,6
	0 - 16
	0,5
	33,9

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	1.246
	16,1
	0 - 20
	0,3
	34,6

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	101
	24,2
	0 - 35
	0,3
	32,1

	  13  Manufacturas de piedra
	273
	10,9
	0 - 20
	0,4
	34,0

	  14  Piedras preciosas, etc.
	72
	9,6
	0 - 18
	0,7
	34,7

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	830
	11,6
	0 - 20
	0,5
	33,5

	  16  Máquinas y aparatos
	1.913
	5,8
	0 - 20
	1,3
	32,8

	  17  Material de transporte
	238
	9,8
	0 - 23
	0,9
	32,3

	  18  Instrumentos de precisión
	487
	8,4
	0 - 20
	1,0
	31,8

	  19  Armas y municiones
	20
	20,0
	20 - 20
	0,0
	34,4

	  20  Manufacturas diversas
	181
	17,6
	0 - 20
	0,2
	33,8

	  21  Objetos de arte, etc.
	9
	4,0
	4 - 4
	0,0
	35,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	1.312
	6,7
	0 - 20
	0,6
	34,2

	Productos semielaborados
	4.034
	8,5
	0 - 35
	0,7
	26,5

	Productos totalmente elaborados
	5.999
	10,5
	0 - 55
	0,8
	32,7


a
Se consignan tipos consolidados según la clasificación SA 2002 y tipos aplicados según la clasificación SA 2007, por lo que puede haber diferencias en el número de líneas incluidas en los cálculos.

b
CIIU (Rev.2), excluida la electricidad (1 línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades del Uruguay.

48. Un 12,9 por ciento de las líneas arancelarias están libres de aranceles.  La proporción de líneas arancelarias que no están libres de aranceles a las que se aplican tipos del 5 por ciento o inferiores representa el 23,3 por ciento de todas las líneas (gráfico III.1).  Casi un 55 por ciento de las líneas están sujetas a tipos inferiores al 10 por ciento, y el 25,8 por ciento de las líneas a tipos superiores al 15 por ciento (crestas arancelarias internacionales).  Sólo se aplican aranceles del 35 por ciento o superiores a los siguientes rubros:  dos productos del azúcar sujetos a un derecho del 35 por ciento, 25 productos del sector calzado a un derecho del 35 por ciento y los duraznos en almíbar, sujetos al tipo más elevado, del 55 por ciento.  
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Fuente: Calculos de la Secretaria de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades del Uruguay.




49. El arancel da muestras de progresividad, ya que las importaciones de materias primas están sujetas a un arancel más bajo (6,7 por ciento) que los productos semielaborados (8,5 por ciento) y los totalmente elaborados (10,5 por ciento) (véase el cuadro III.4).  Entre los grupos de productos que muestran una mayor progresividad arancelara, cabe destacar los textiles y las confecciones, los productos de la madera, los minerales no metálicos, y los alimentos y bebidas (gráfico III.2).

50. En 2010, los derechos de importación recaudados ascendieron a un total de 8.478 millones de pesos uruguayos (471 millones de dólares EE.UU.) y representaron el 5,1 por ciento de los ingresos fiscales totales, y el 5,7 por ciento del valor c.i.f de las importaciones de bienes.

51. El Uruguay aplica desde 1995 el AEC del MERCOSUR, con excepciones.  Las excepciones, que representan un 13,5 por ciento de las posiciones arancelarias, pueden traducirse en la aplicación de aranceles superiores o inferiores al AEC, teniendo en cuenta los compromisos en materia de consolidaciones arancelarias contraídos en el marco de la OMC.  Los productos procedentes de extrazona sujetos al régimen general de importación tributan una Tasa Global Arancelaria (TGA) equivalente al AEC;  para las excepciones la TGA es la tasa correspondiente.  La Decisión CMC No 56/10 permite al Uruguay mantener un número determinado de excepciones nacionales al AEC, además de las listas sectoriales comunes:  de bienes de capital, y de bienes de informática y telecomunicaciones (véase infra).  Además, la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 18/09 autoriza a cualquier miembro a aplicar un tipo arancelario diferente del AEC hasta por dos años, de manera consistente con sus obligaciones en la OMC, cuando haya sido autorizado por el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC, o por efecto de negociaciones con arreglo al Artículo XXVIII del GATT de 1994.
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52. Según lo dispuesto por las Decisiones CMC No 68/00 y Nº 31/03 y sus modificatorias (la última de las cuales es la Decisión CMC Nº 58/10) los Estados Partes del MERCOSUR pueden mantener una lista de códigos
 de la NCM temporariamente exceptuados del AEC, que es variable por país en término de plazo y número de códigos.  Para el caso del Uruguay dichas excepciones corresponde a 225 códigos de la NCM y estarán vigentes hasta el 31 de diciembre de 2017.
  La lista de excepciones está contenida en el Anexo 3 del Decreto s/n, de 27 de diciembre de 2006, y fue actualizada por los Decretos No 261/008, 271/009 y 192/010.  
53. De acuerdo con las Decisiones CMC Nos 69/00, 05/01, 02/03, 33/03, 34/03, 33/05, 39/05, 40/05, 58/07, 61/07, 58/08, 59/08 y 57/10, el Uruguay, como los demás Estados Parte del MERCOSUR, puede aplicar transitoriamente alícuotas diferentes a la del AEC para los bienes incluidos en una lista de bienes de capital (lista BK) y una lista de bienes de informática y telecomunicaciones (BIT).  
54. Mediante la decisión CMC No 57/10 se autorizó al Uruguay a mantener, para los productos indicados como BIT que se corresponden a 388 códigos NCM, hasta el 31 de diciembre de  2018 una alícuota del 2 por ciento para importaciones extrazona.  Además, la misma Decisión autorizó al Uruguay a fijar una lista de códigos sujetos a una alícuota de 0 por ciento, en el caso de productos que consten en listas presentadas en el ámbito de la Comisión de Comercio del MERCOSUR.  Considerando que todas las medidas anteriores tienen un carácter provisorio, el CMC está buscando establecer una estrategia permanente para tratar las importaciones de BIT de fuera del MERCOSUR.  Con esta finalidad, la Decisión CMC No 58/08 estableció un Grupo Ad Hoc que deberá presentar en el primer semestre de 2014 una propuesta de régimen común para la importación de BIT no producidos en el MERCOSUR, con objeto de que éste entre en vigor a partir del 1° de enero de 2016. 

55. Con respecto a los productos de la lista BK, que se corresponden a 1.196 códigos NCM, las Decisiones CMC Nos 34/03, 40/05, 58/08 y 57/10 prorrogaron, sucesivamente, la entrada en vigencia del Régimen Común de Importación de Bienes de Capital no producidos en el MERCOSUR hasta el 1º de enero de 2013, para la Argentina y el Brasil, y hasta el 1º de enero de 2015, para el Paraguay y el Uruguay.  De esta manera, los regímenes de importación de BK de cada Estado Parte permanecerán vigentes hasta dicha fecha (incluida, en el caso del Uruguay, la vigencia de una alícuota de 0 por ciento para las importaciones de extrazona de los bienes especificados en el Decreto No 004/003 y sus modificatorias).  Además, el Paraguay y el Uruguay podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, aplicar la alícuota de 2 por ciento para las importaciones de bienes de capital de origen extrazona.
56. A agosto de 2011, el sector azucarero y el sector automotor no habían sido incorporados aún a la Unión Aduanera del MERCOSUR y estaban sujetos, en cada Estado Parte, a un régimen propio.  Para los productos del sector azucarero rige la TGA indicada en el Anexo II del Decreto MEF s/n, de fecha 27 de diciembre de 2006.  El Uruguay aplica aranceles del 5 por ciento (azúcar cruda) extrazona, mientras que el azúcar cruda de la región tiene un arancel del 0 por ciento.  Las importaciones de azúcar refinada (NCM 1701) están sujetas a un arancel del 35 por ciento, independientemente de su origen, existiendo una excepción en caso de que se trate de azúcar con destino industrial.  En este caso, el arancel puede ser de 0 por ciento siempre y cuando sea originario del MERCOSUR y obtenga un certificado de necesidad en las condiciones establecidas por Decreto.  Para los productos del sector automotor rigen las TGA intra y extrazona establecidas mediante el Decreto MEF No 468/09, que modificó las TGA indicadas en el Anexo II del Decreto s/n de 27 de diciembre de 2006, remplazándolas por TGA que oscilan entre el 0 y el 20 por ciento, de acuerdo con el producto.
  El comercio de bienes del sector automotor entre el Uruguay y el Brasil se rige por el Sexagésimo Octavo Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica No 2 y sus modificatorias.  El comercio de bienes del sector automotor entre Uruguay y Argentina se rige por el Acuerdo de Complementación Económica Nº 57.

57. La legislación MERCOSUR contempla la posibilidad de reducción del AEC en caso de desabastecimiento.  La Resolución No 69/00 del Grupo Mercado Común (GMC), modificada por la Resolución GMC No 08/08,  permite a los Estados Partes aplicar a los productos que se enfrentan a situaciones de desabastecimiento reducciones temporarias al AEC con plazos de vigencia definidos y limitadas a contingentes.  Las reducciones no pueden aplicarse en forma simultánea a más de 15 códigos NCM para los casos encuadrados en el Artículo 2, inciso 1, y 30 códigos NCM para los casos encuadrados en el artículo 2, incisos 2, 3, 4 y 5 de dicha Decisión, no computándose en dichos límites reducciones arancelarias como consecuencia de situaciones de calamidad o riesgo de la salud pública.
58. En diciembre de 2009, los miembros del MERCOSUR a través de la Resolución MERCOSUR/CMC/DEC. No 39/11 decidieron adoptar acciones puntuales en el ámbito arancelario por razones de desequilibrios comerciales derivados de la coyuntura económica internacional.  Estas consisten en autorizar a los Estados Partes a elevar, de forma transitoria, las alícuotas del impuesto de importación por encima del AEC para las importaciones originarias de extrazona.  Las alícuotas del impuesto de importación a ser aplicadas conforme lo autoriza el párrafo anterior, no podrán ser superiores al máximo consolidado por los Estados Partes en la OMC.  Las elevaciones de las alícuotas del derecho de importación referidas en el Artículo 1 no podrán superar en cada Estado Parte la cantidad de 100 posiciones arancelarias NCM.  Los pedidos de adopción de las medidas deben ser sometidos a la consideración de los demás Estados Partes, los cuales podrán presentar una objeción fundamentada dentro de los 15 días de ser notificadas las medidas.  De no ser así, las medidas serán automáticamente aprobadas por la Comisión de Comercio del MERCOSUR y podrán ser aplicadas por un período de hasta doce meses, contados a partir de la fecha de entrada en vigencia de la norma en el ordenamiento jurídico del Estado Parte beneficiario.  Sin embargo, las medidas referidas para cada código de la NCM, podrán ser prorrogadas por plazos renovables de hasta doce meses, en caso de persistir las circunstancias que motivaron su adopción.
b)
Consolidaciones arancelarias

59. En la Ronda Uruguay, el Uruguay consolidó todas las líneas arancelarias de los capítulos 1 a 97 de la clasificación del SA a niveles de entre el 6 y el 55 por ciento, en un total de 23 tramos.  El arancel consolidado medio es del 30,7 por ciento;  en el caso de los productos agrícolas (definición de la OMC), el promedio es del 35,2 por ciento, y para los productos no agrícolas, del 30,0 por ciento.  En las partidas en las que puede hacerse una comparación, a pesar de las diferentes versiones del SA utilizadas para los aranceles consolidados y los aplicados (SA 2002 y SA 2007 respectivamente), no se ha detectado que ningún tipo aplicado supere su nivel consolidado.  Se detectaron 35 líneas para la que el arancel aplicado era, en 2011, igual al consolidado (cuadro III.5).

Cuadro III.5
Líneas arancelarias para las que el arancel aplicado NMF es igual al consolidado, 2011

	Código SA
	Descripción del producto 
	Nivel NMF y consolidado (%)

	0404100000
	Lacto suero, aunque esté modificado, incluso concentrado o con adición de azúcar u otro edulcorante
	20

	1701910000
	Los demás azucares - - Con adición de aromatizante o colorante
	35

	1701990000
	Los demás azucares
	35

	2008701000
	Duraznos (melocotones), incluidos los griñones y nectarinas -- En agua edulcorada, incluido el jarabe
	55

	2208200000
	Alcohol etílico sin desnaturalizar.  Aguardiente de vino o de orujo de uvas
	20

	2208302000
	Whisky - En recipientes con capacidad inferior o igual a 2 l
	20

	2208309000
	Whisky - Los demás
	20

	2208400000
	Ron y demás aguardientes procedentes de la destilación, previa fermentación, de productos de la caña de azúcar
	20

	2208500000
	Gin y ginebra
	20

	2208600000
	Vodka
	20

	2208700000
	Licores
	20

	6401100000
	Calzado con puntera metálica de protección
	35

	6401920000
	Los demás calzados - - Que cubran el tobillo sin cubrir la rodilla
	35

	6402190000
	Los demás calzados
	35

	6402200000
	Calzado con la parte superior de tiras o bridas fijas a la suela por tetones (espigas)
	35

	Cuadro III.5 (continuación)

	6403190000
	Los demás calzados de deporte
	35

	6403200000
	Calzado con suela de cuero natural y parte superior de tiras de cuero 
	35

	6403400000
	Los demás calzados, con puntera metálica de protección
	35

	6404110000
	Calzado de deporte; calzado de tenis, baloncesto, gimnasia, entrenamiento y calzados similares
	35

	6404190000
	Los demás calzados con suela de caucho o plástico
	35

	6404200000
	Calzado con suela de cuero natural o regenerado
	35

	6405101000
	Los demás calzados, con suela de caucho o plástico y parte superior de cuero regenerado
	35

	6405102000
	Los demás calzados, con suela de cuero natural o regenerado y parte superior de cuero regenerado
	35

	6405109000
	Los demás calzados
	35

	6405200010
	Con suela de yute
	35

	6405200090
	Los demás
	35

	6405900000
	Los demás calzados
	35

	7604210010
	Perfiles huecos de aluminio, con acabado superficial
	20

	7604210090
	Los demás perfiles huecos de aluminio
	20

	7604292021
	Barras, laminados, de peso inferior a 10 g. por metro lineal, recubiertos de material plástico 
	20

	7604292029
	Los demás barras
	20

	7604292090
	Los demás
	20

	8479893100
	Limpiaparabrisas
	18

	8479893200
	Acumuladores
	18

	8517110000
	Teléfonos de auricular inalámbrico combinado con micrófono
	20


Fuente:
Secretaría de la OMC

60. En la Ronda Uruguay, el Uruguay consolidó la Comisión de servicios sobre las operaciones de importación como "otros derechos y cargas" a un nivel del 3 por ciento sobre el valor c.i.f.
  Además del arancel, el Uruguay aplica una tasa consular (véase la sección 2) v)).

c)
Admisión en condiciones de favor

61. Desde el anterior examen, se ha definido un marco legal para la admisión en condiciones de favor, la cual se regía anteriormente por Decretos.  La Ley No 18.184, de 27 de octubre de 2007 dispone que los titulares de actividades industriales puedan hacer uso de los mecanismos de importación en admisión temporaria, toma de stock y régimen devolutivo (drawback).  La Ley No 18.184 dispone también que estos regímenes promocionales puedan aplicarse por un período máximo de 18 meses.

62. El régimen de admisión temporaria de mercancías está reglamentado por el Código Aduanero (Ley No 15.691, de 7 de diciembre de 1984), y por el Decreto No 505/009, de 3 de noviembre de 2009, que sustituyó al Decreto No 380/004, de 22 de octubre de 2004.  De acuerdo con el Código Aduanero y el Decreto No 505/009, la importación en régimen de admisión temporaria, por un máximo de 18 meses, está libre de todo tributo.  El Decreto No 505/009 reglamenta tanto la admisión temporaria pasiva (sin transformación) como activa (con transformación o elaboración).  El régimen de admisión temporaria también es aplicable a las máquinas y equipos de cualquier origen que ingresen temporalmente para su reparación, mantenimiento o actualización.
63. Los productos que pueden beneficiarse del régimen de admisión incluyen:  materias primas e insumos intermedios;  partes, piezas, motores, equipos y materiales;  envases y material para empaque;  matrices, moldes y modelos;  productos que se consumen en el proceso productivo sin incorporarse al producto terminado, pero que intervienen directamente en la elaboración y en contacto con el producto a exportar;  elementos, equipos o materiales necesarios para el soporte de software, programaciones o información relativa a las tecnologías de información;  máquinas y equipos de cualquier origen, que ingresen temporalmente para su reparación, mantenimiento o actualización.
 
64. La admisión temporaria de mercancías para su transformación y elaboración debe ser autorizada por el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU), el cual efectúa el control técnico pertinente.  La importación definitiva, si se realiza durante los primeros 12 meses del plazo inicial de la admisión temporaria no requiere de autorización.  La importación definitiva al territorio aduanero uruguayo de los bienes que se beneficien de admisión temporaria puede realizarse durante los 12 primeros meses de su admisión temporaria mediante el pago de todos los derechos y tributos de importación con las actualizaciones, multas y recargos que correspondan.  No obstante, en los casos en que la importación definitiva se realiza fuera del plazo anterior o cuando se trata de una reexportación en el mismo estado en que fueron introducidas las mercaderías, se requiere una autorización expedida por el MIEM, la cual debe solicitarse al LATU, el cual, luego de inspección conjunta con la DNA deberá dar su visto bueno.
  En este caso, los bienes son verificados por la DNA a través del canal rojo y están sujetos al pago de los derechos y tributos de importación que correspondan.  Lo mismo ocurre cuando se da una reexportación de las mercaderías en su estado original.  Las autoridades indicaron que existe una buena interacción entre el LATU y la DNA, y que el proceso tiene un alto grado de automatización.  De acuerdo con el Decreto No 505/009, la importación de bienes en admisión temporaria luego de los 12 primeros meses, así como la reexportación sin transformación de las mercaderías deben considerarse como de carácter excepcional y una reiteración de la solicitud se considera una desviación del régimen, y puede ser denegada por el MIEM.

65. El Decreto No 505/009 también reglamenta el régimen denominado "toma de stock".  Este régimen permite la reposición de bienes importados en régimen general por la importación de bienes similares, libres de gravámenes, cuando los mismos hayan sido utilizados como insumos en la elaboración de productos exportados, con consiguientes creación de valor agregado y ocupación de mano de obra.  Se entiende por bienes similares aquellos bienes que tengan iguales características técnicas y nivel de calidad y la misma clasificación arancelaria que los utilizados para elaborar el producto exportado.  Para beneficiarse del régimen es preciso presentar al LATU y a la DNA los siguientes documentos:  el DUA de importación definitiva y el DUA de exportación.  El LATU verifica la documentación y emite un permiso de toma de stock, determinando los volúmenes de mercancías sujetos a reposición. Según lo estipulado en el Decreto No 505/009, la importación de bienes para reposición de stock debe realizarse dentro de un plazo de cinco años contados desde la importación definitiva.  La importación en carácter de reposición, deberá hacerse por hasta la misma cantidad utilizada y en una única operación, así como dentro del plazo de los 18 meses contados a partir de la fecha de autorización de la operación de toma de stock por parte del LATU.
66. Por último, el Decreto No 505/009 norma también el régimen devolutivo o drawback, a través del cual los exportadores pueden reclamar la restitución de tributos y gravámenes abonados al importar en régimen general todos aquellos bienes que, por definición, puedan importarse en admisión temporaria que se hayan utilizado como insumos en la producción del bien exportado.  Esto también se aplica a las nacionalizaciones de mercaderías realizadas en régimen de admisión temporaria y a las importaciones que hubieran dado lugar a la toma de stock.  El reclamo en el marco del régimen de drawback se hace con posterioridad a la exportación de las mercaderías correspondientes.  Las importaciones objeto del reclamo no pueden tener una antigüedad superior a los cinco años desde su desaduanamiento y deben ser verificadas por el LATU para poder beneficiarse del régimen.  Las exportaciones en régimen de drawback deben realizarse dentro de los 18 meses contados a partir de la fecha de aprobación de la operación por el LATU;  en casos excepcionales este plazo podrá prorrogarse por 18 meses más, previa aprobación del Poder Ejecutivo. 

67. La Ley de Protección y Promoción de Inversiones No 16.906, de 7 de enero de 1998, y el Decreto No 455/007, de 26 de noviembre de 2007, regulan el sistema de promoción de inversiones que otorga la potestad de admisiones en condiciones favorables en tanto se cumpla con los requisitos establecidos por la ley. 
68. También existen exenciones arancelarias para los bienes destinados a las industrias forestal, naval, automotriz, de comunicaciones y turística (véase la sección 4) iii).
  La Ley de Pesca (Ley No 13.833, de 29 de diciembre de 1969) también dispone la exoneración de derechos sobre las maquinarias y equipos para el desarrollo de la actividad pesquera.  La maquinaria agrícola se beneficia del régimen de admisión temporaria establecido por el Decreto No 232/991, de 2 de mayo de 1991 (véase el capítulo IV 2)).
  
69. De acuerdo con el Código Aduanero Uruguayo, los bienes y servicios importados desde las zonas francas están exonerados de todos los derechos de importación (véase la sección 3) iv) b)).
 
d)
Preferencias

70. En agosto de 2011, el Uruguay otorgaba preferencias arancelarias a las importaciones originarias de la Argentina, el Brasil y el Paraguay en el marco del MERCOSUR;  y del Estado Plurinacional de Bolivia, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Perú y la República Bolivariana de Venezuela con arreglo a diversos ACE (véase también el capítulo II).  Para los bienes no comprendidos en esos acuerdos rige el mecanismo general de preferencias de alcance regional (PAR) de la ALADI.  El Uruguay otorga además preferencias a los países con los cuales el MERCOSUR ha suscrito acuerdos de libre comercio, tales como la India e Israel.

71. A través del mecanismo de las preferencias de alcance regional de la ALADI (PAR No 4), sus miembros (la Argentina, el Estado Plurinacional de Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela) otorgan una reducción arancelaria preferencial del 20 por ciento a las importaciones procedentes de los demás miembros de igual nivel de desarrollo, una reducción menor a las importaciones procedentes de miembros con desarrollo relativamente mayor, y una reducción mayor a las importaciones de países de menor desarrollo relativo.
  El Uruguay, como país miembro de desarrollo intermedio, otorga, por lo tanto, reducciones del 28, 20 y 12 por ciento a los demás miembros según su desarrollo económico.  La lista de excepciones de los países miembros de desarrollo intermedio puede contener hasta 960 partidas.  Los principales capítulos donde se concentran las exclusiones del Uruguay, ordenados por cantidad de líneas arancelarias excluidas, son: algodón, papel y cartón, fibras sintéticas, máquinas, aparatos y material eléctrico, manufacturas de hierro o acero y plástico y sus manufacturas.
  
72. En virtud del Acuerdo de cooperación e intercambio de bienes en las áreas cultural, educacional y científica (AR No 7), el Uruguay otorga preferencias para la importación de bienes culturales, educacionales y científicos de los demás países signatarios.
 

73. En el marco del Acuerdo MERCOSUR-Chile (ACE No 35), en 2011 el Uruguay otorgaba entrada libre de aranceles a todas las mercancías de origen chileno con excepción de los productos el incluidos en el Anexo 8 (azúcar), para los que la desgravación arancelaria concluye en 2012;  y el Anexo 9 (trigo, morcajo y tranquillón), que gozan de una preferencia inferior al 100 por ciento hasta 2014.  Según cálculos de la Secretaría de la OMC, el arancel promedio aplicable a las importaciones chilenas en 2011 era del 0,0 por ciento (debido a redondeo, cuadro III.6).

74. En virtud del Acuerdo MERCOSUR-Bolivia (ACE No 36), la importación de la mayor parte de los productos agropecuarios, prendas de vestir y bienes de capital, está libre de derechos desde 2006.  Con respecto a productos como textiles y vestido, maquinaria y equipo, y vehículos de motor, incluidos en el Anexo 5 del Acuerdo, las reducciones arancelarias llegaron al 100 por ciento en 2011, quedando fuera de la preferencia del 100 por ciento unas pocas líneas de productos agropecuarios incluidos en el Anexo 6 (referentes a productos de los capítulos 12 al 23) y que deben desgravarse completamente en 2014.  En 2011, el arancel promedio al que estaban sujetas las importaciones procedentes del Estado Plurinacional de Bolivia era de un 0,0 por ciento (debido a redondeo).

Cuadro III.6
Análisis recapitulativo de los aranceles preferenciales, 2011

	Promedio (%)

	Designación de los productos
	NMF
	Arg.
	Est. Plurin. de Bol.
	Bra.
	Chile
	Col.
	Ecu.
	India
	Isr.
	Méx.
	Perú
	Rep. Boliv. de Ven.

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total
	9,4
	0,1
	0,0
	0,0a
	0,0
	1,9
	1,1
	9,3
	3,4
	0,6
	1,6
	2,3

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SA 01-24
	10,2
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,3
	1,3
	10,2
	3,3
	3,4
	0,5
	2,6

	SA 25-97
	9,2
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,8
	1,0
	9,2
	3,4
	0,1
	1,8
	2,3

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	9,6
	0,1
	0,0
	0,1
	0,0
	2,3
	1,4
	9,6
	3,0
	2,6
	1,0
	2,6

	 - Animales y 
productos de origen animal
	9,1
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,8
	1,9
	9,1
	2,9
	3,3
	0,3
	2,7

	 - Productos lácteos
	18,2
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	6,8
	6,8
	18,2
	5,7
	6,4
	0,0
	6,8
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	 - Café y té, cacao, azúcar, etc.
	13,7
	0,4
	0,0
	0,4
	0,0
	3,7
	2,7
	13,7
	4,3
	3,5
	1,3
	3,6

	 - Flores cortadas, plantas
	5,3
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,1
	0,3
	5,3
	1,4
	1,2
	0,8
	1,6

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	10,3
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,0
	0,5
	10,3
	3,3
	1,8
	0,8
	2,7

	 - Cereales
	6,6
	0,0
	0,0
	0,0
	0,4
	0,9
	2,0
	6,6
	2,2
	3,3
	0,0
	1,5

	 - Semillas oleaginosas, grasas 
y aceites y sus productos
	8,3
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,2
	1,5
	8,3
	2,7
	3,3
	0,1
	2,4

	 - Bebidas y líquidos alcohólicos
	17,1
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	4,4
	3,2
	17,0
	5,3
	6,3
	2,1
	4,9

	 - Tabaco
	11,7
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,4
	0,3
	11,7
	3,7
	3,5
	0,7
	3,2

	 - Los demás productos 
agropecuarios n.e.p.
	6,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,8
	0,1
	6,4
	1,8
	0,8
	1,7
	1,5

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	9,3
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,8
	1,0
	9,3
	3,5
	0,3
	1,7
	2,3

	 - Productos no 
agropecuarios (excluido el petróleo)
	9,3
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,8
	1,0
	9,3
	3,5
	0,3
	1,7
	2,3

	   - Pescado y productos de 
pescado
	10,1
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,3
	0,0
	10,1
	3,8
	4,2
	0,0
	2,1

	   - Productos minerales, piedras 
preciosas y metales preciosos
	8,0
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,8
	0,4
	8,0
	2,7
	0,0
	0,2
	2,3

	   - Metales
	11,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,5
	0,7
	11,0
	3,7
	0,0
	0,8
	3,0

	   - Productos químicos y 
productos fotográficos
	7,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,9
	0,1
	7,0
	2,3
	0,0
	0,2
	1,2

	   - Cuero, caucho, calzado y 
artículos de viaje
	15,2
	0,8
	0,0
	0,0
	0,0
	4,5
	1,5
	15,2
	7,4
	0,7
	2,0
	4,7

	   - Madera, pasta de madera, 
papel y muebles
	10,2
	0,3
	0,0
	0,0
	0,0
	2,4
	1,1
	10,2
	3,9
	0,0
	1,6
	2,8

	   - Textiles y vestido
	17,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	3,8
	5,2
	17,0
	6,9
	0,3
	11,0
	4,7

	   - Equipo de transporte
	10,1
	0,1
	0,0
	0,2
	0,0
	3,3
	2,1
	10,1
	6,2
	2,9
	0,3
	3,9

	   - Maquinaria no eléctrica
	3,7
	0,1
	0,0
	0,1
	0,0
	0,4
	0,3
	3,7
	1,3
	0,0
	0,3
	0,9

	   - Maquinaria 
eléctrica
	9,3
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,8
	0,4
	9,3
	3,3
	0,0
	0,1
	2,5

	   - Productos no agropecuarios 
n.e.p.
	10,9
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,1
	0,2
	10,9
	3,5
	0,0
	0,1
	2,5

	 - Petróleo
	0,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,4
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	6,8
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,1
	0,3
	6,7
	2,2
	1,9
	0,8
	1,4

	Explotación de minas
	3,2
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,3
	0,0
	3,2
	0,7
	0,0
	0,0
	0,8

	Industrias manufactureras
	9,6
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	1,9
	1,1
	9,5
	3,5
	0,5
	1,7
	2,4

	Por secciones de SA
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos 
del reino animal
	9,2
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,0
	1,0
	9,2
	3,2
	3,9
	0,0
	2,2

	  02  Productos del reino vegetal
	7,7
	0,0
	0,0
	0,0
	0,1
	1,3
	0,5
	7,7
	2,5
	2,4
	0,4
	1,8

	  03  Grasa y aceites
	10,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,8
	2,0
	10,4
	3,6
	3,9
	0,1
	3,1

	  04  Preparaciones alimenticias, 
etc.
	14,8
	0,2
	0,0
	0,2
	0,0
	4,0
	2,5
	14,8
	4,5
	3,5
	1,6
	4,3

	  05  Productos minerales
	2,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,2
	0,0
	2,4
	0,5
	0,0
	0,0
	0,6

	  06  Productos de las ind. 
químicas y de las ind. 
conexas
	6,7
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,8
	0,1
	6,6
	2,2
	0,0
	0,1
	1,1

	  07  Plástico y caucho
	10,7
	0,7
	0,0
	0,0
	0,0
	2,3
	0,8
	10,7
	3,8
	0,0
	1,2
	2,3

	  08  Pieles y cueros
	11,9
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,8
	0,1
	11,9
	5,8
	0,0
	1,5
	3,2

	  09  Madera y manufacturas de 
madera
	7,3
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,7
	0,1
	7,3
	3,3
	0,0
	0,0
	1,9

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	10,6
	0,5
	0,0
	0,0
	0,0
	2,6
	1,5
	10,6
	4,0
	0,0
	2,2
	3,2

	  11  Materias textiles y sus 
manufacturas
	16,1
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	3,4
	5,0
	16,1
	6,5
	0,3
	11,1
	4,4

	  12  Calzado, sombreros y demás 
tocados
	24,2
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	9,8
	5,6
	24,2
	12,6
	3,6
	1,8
	10,0
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	  13  Manufacturas de piedra
	10,9
	0,2
	0,0
	0,0
	0,0
	2,5
	0,8
	10,9
	3,7
	0,0
	0,3
	3,2

	  14  Piedras 
preciosas, etc.
	9,6
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,4
	0,1
	9,5
	3,1
	0,0
	0,0
	2,6

	  15  Metales comunes y sus 
manufacturas
	11,6
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	2,7
	0,8
	11,6
	3,9
	0,0
	0,8
	3,2

	  16  Máquinas y aparatos
	5,8
	0,1
	0,0
	0,1
	0,0
	0,9
	0,3
	5,8
	2,0
	0,0
	0,2
	1,5

	  17  Material de transporte
	9,8
	0,1
	0,0
	0,2
	0,0
	3,2
	2,0
	9,8
	5,9
	2,8
	0,3
	3,7

	  18  Instrumentos de precisión
	8,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,5
	0,0
	8,4
	2,5
	0,0
	0,1
	2,1

	  19  Armas y municiones
	20,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	5,4
	0,0
	20,0
	6,7
	0,0
	0,0
	5,4

	  20  Manufacturas diversas
	17,6
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	3,7
	1,3
	17,6
	6,0
	0,0
	0,8
	3,3

	  21  Objetos de arte, etc.
	4,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,2
	0,0
	4,0
	1,0
	0,0
	0,0
	1,1

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	6,7
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,0
	0,2
	6,7
	2,3
	1,8
	0,7
	1,4

	Productos semielaborados
	8,5
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	1,6
	1,1
	8,5
	3,0
	0,1
	1,6
	2,0

	Productos totalmente elaborados
	10,5
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	2,2
	1,2
	10,5
	4,0
	0,7
	1,8
	2,8


a
Se excluyen 921 líneas de contingente arancelario.
b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).
Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades.

75. El Acuerdo del MERCOSUR con Colombia, el Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela (ACE No 59) prevé desgravaciones progresivas y automáticas, aplicables sobre los aranceles vigentes, con excepción de los productos incluidos en el Anexo I, para los que la desgravación se aplica únicamente sobre los aranceles consignados en ese Anexo.  Existen productos excluidos del Acuerdo, productos con preferencias parciales y productos con preferencias suspendidas.  Las líneas arancelarias excluidas en este acuerdo se corresponden fundamentalmente:  en el caso de Colombia a azúcar, cacao, alcoholes y caucho;  en el caso de Venezuela a azúcar y alcoholes;  y en el caso del Ecuador a aceites, carne, lácteos, residuos de industrias alimenticias y hortalizas, entre otros productos.  En el caso de los productos sensibles, se alcanza el 100 por ciento de desgravación como máximo en el 2018.  En 2011, las importaciones uruguayas provenientes de Colombia, el Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela estaban sujetas a aranceles cuyo promedio simple era de 1,9 por ciento, 1,1 por ciento y 2,1 por ciento, respectivamente. 
76. En virtud del Acuerdo MERCOSUR-Cuba (ACE Nº 62), que entró en vigor para Uruguay en septiembre de 2008, el Uruguay otorga preferencias en unas 1.241 líneas (que comprenden diversos productos de 78 capítulos diferentes del SA) con márgenes de preferencia que van entre 33 y 100 por ciento.  Las autoridades indicaron que 90 por ciento de las líneas con desgravación alcanzaron el 100 por ciento de preferencia en 2011.  

77. El Uruguay mantiene un Acuerdo Bilateral con México (ACE No 60), que se aplica a todos los productos con excepción de los bienes automotores para los cuales rigen las disposiciones del ACE No 55, y el petróleo, que está exceptuado de la liberalización.  Conforme al ACE No 60, todos los productos quedaron liberalizados al entrar en vigor el régimen, salvo los que figuran en la lista de excepciones (Anexo 3-03(4) para el Uruguay), que se refieren principalmente a productos agropecuarios y vestimenta.  Los márgenes de preferencia para los productos incluidos en este Anexo son fijos y fluctúan entre el 0 y el 80 por ciento dependiendo del código.  El arancel medio simple al que están sujetas las importaciones procedentes de México es de 0,6 por ciento en 2011.  En lo relativo a los productos del sector automotor, el Acuerdo entre el MERCOSUR y México (ACE No 55), que entró en vigor en enero de 2003, sentó las bases para el establecimiento gradual del libre comercio en el sector automotor al 30 de junio de 2011.  Esto se concretizó anticipadamente, el 1° de abril de 2011, para los productos incluidos en los literales a) y b) del Acuerdo por Tercer Protocolo Adicional al Apéndice IV.  En lo que respecta a los códigos incluidos en los literales c y d, se estableció un período de transición hasta el 2020 y para los códigos incluidos en el literal h (autopartes) tras un período de transición desde la entrada en vigor de este Acuerdo y hasta la fecha que acuerden las Partes, las disposiciones establecidas en los Apéndices Bilaterales regularán el comercio entre las Partes Signatarias. 

78. El Uruguay concede preferencias arancelarias al Perú en el marco del ACE No 58 entre el MERCOSUR y el Perú, que prevé la liberalización del comercio según diferentes cronogramas para diferentes productos.  La liberalización en el caso de los productos enumerados en el Apéndice A, estaba prevista para la entrada en vigencia del Acuerdo, y para otros productos, en 2009 (Apéndice B5), 2011 (Apéndice B6), y 2017 (Apéndices D7 y D8).  En 2011, las exportaciones peruanas enfrentaban un arancel promedio del 1,6 por ciento en el Uruguay:  las exportaciones agropecuarias (definición OMC) estaban sujetas a un arancel del 1 por ciento en promedio, y las no-agropecuarias a un arancel del 1,7 por ciento.  Dentro de estas últimas, las exportaciones de textiles y confecciones estaban sometidas a las mayores tasas arancelarias, con un  promedio del 11 por ciento.

79. En el ámbito extra-ALADI, se otorgan, desde el 23 de diciembre de 2009, preferencias a Israel sobre la totalidad del universo de productos en el marco del Acuerdo de Libre Comercio (ALC) firmado entre Israel y el MERCOSUR
 y a la India (desde junio de 2009)
, en el ámbito del Acuerdo de Preferencia de Comercio (APC) con este país.  El arancel promedio enfrentado por las importaciones de Israel en 2011 era del 3,4 por ciento (3 por ciento para los productos agropecuarios según definición de la OMC y 3,5 por ciento para los no-agropecuarios), con mayor apertura de parte del Uruguay en áreas como los cereales, los productos químicos y la maquinaria y equipo, y menor apertura en lo relativo a textiles y confecciones y material de transporte.  En el caso de la India, el arancel promedio era del 9,3 por ciento, apenas inferior al arancel promedio NMF, debido al número reducido de líneas cubierto por el acuerdo.  Además, el Uruguay tiene negociadas preferencias arancelarias todavía no efectivas, a agosto de 2011, en el marco de dos acuerdos comerciales:  el APC MERCOSUR-SACU y el ALC MERCOSUR-Egipto (capítulo II) 5)), que están pendientes de ratificación por parte de todos los miembros del MERCOSUR.
80. A nivel multilateral el Uruguay es signatario, como parte del MERCOSUR, del Acuerdo sobre el Sistema General de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (SGPC).  En virtud de este acuerdo se otorgan y reciben preferencias arancelarias entre los países Miembros que adhieren a cada una de las rondas de negociación.  Las preferencias vigentes actualmente en Uruguay, en el marco de este acuerdo, corresponden a las establecidas por la Ley No 17.944, de 27 de diciembre de 2005.  En diciembre de 2010 se firmó un nuevo Protocolo entre países miembros del SGPC (Ronda de San Pablo), con mayor cobertura en materia de preferencias otorgadas, que aún se encuentra en trámite de ratificación parlamentaria.

81. En términos generales, en los acuerdos preferenciales suscritos por el Uruguay, ya sea independientemente o a través de su participación en el MERCOSUR, los productos agrícolas (definición de la OMC) están sujetos a aranceles de un promedio más elevado que los productos no agrícolas.  Los productos lácteos, así como las bebidas y los líquidos espirituosos, están sujetos a la protección más alta entre los productos agrícolas en la mayoría de los acuerdos preferenciales;  entre los productos no agrícolas, los sectores más protegidos son los textiles y el vestido, el cuero y el calzado y el material de transporte. 

e)
Contingentes arancelarios

82. El Uruguay no aplica contingentes arancelarios a las importaciones NMF.
83. El Uruguay utiliza sin embargo, contingentes arancelarios para conceder preferencias.  Por ejemplo, se emplean contingentes arancelarios preferenciales en algunos de los Acuerdos de Complementación Económica, en varios casos durante períodos de transición.  Al año 2011, los cupos vigentes por parte de Uruguay refieren a la importación de una posición arancelaria de pelos de alpaca cardados, en el caso del ACE No 58, a la importación de automóviles en el caso del ACE No 2 firmado con el Brasil y a la importación de productos procedentes de Áreas Aduaneras Especiales del Brasil y la Argentina, de acuerdo con la normativa del MERCOSUR.  
v) Otras cargas que afectan a las importaciones 

84. Durante el período objeto de examen, el Uruguay eliminó algunas cargas que afectan a las importaciones, como la comisión cobrada por el BROU y la COFIS, que recaía sobre las importaciones y los productos industrializados nacionales, y redujo, aunque modestamente, los tipos del IVA.  En general, y aunque se ha realizado un esfuerzo para reducir las cargas a la importación, éstas, sobre todo el IMESI, continúan siendo importantes y terminan incrementando considerablemente en algunos casos los costos de importación.  Si a esto se le agrega una tasa de IVA relativamente elevada, el consumidor termina pagando muchas veces un precio final considerablemente más alto que el costo c.i.f. de la importación.  Por ejemplo, para un vehículo automotor proveniente de fuera del MERCOSUR, el precio los diferentes impuestos pueden representar el 75 por ciento del valor c.i.f. del vehículo.  
a)
Cargas aplicadas exclusivamente a las importaciones

85. El Uruguay aplica algunas cargas exclusivamente a las importaciones, a saber, la tasa consular, las tasas que cobran los despachantes de aduana (véase la sección 2) i)) y las autoridades portuarias, y una tasa única sobre las importaciones de papel de diario.  Durante el período objeto de examen se introdujo legislación para eliminar la tasa consular y la comisión sobre las importaciones cobrada por el BROU.  Sin embargo, la eliminación de la tasa consular, prevista para el 1° de enero de 2011, fue cancelada y la tasa restablecida a un nivel de 2 por ciento (véase infra).  

86. En 2002, en virtud del Artículo 585 de la Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001, y el Artículo 37 de la Ley No 17.453, de 28 de febrero de 2002, se reimplantó el cobro de la tasa consular, que se había eliminado en 1991, a razón del 2 por ciento del valor c.i.f. de las importaciones.  Quedaron exoneradas del pago de esta tasa las importaciones de bienes de capital destinados a los sectores industrial, agropecuario y pesquero y las de petróleo crudo.
  Los Decretos No 349/004 y No 558/005 dispusieron que se fijara la tasa consular en el 0 por ciento a partir de julio de 2007, debido a compromisos internacionales.  Sin embargo, el Decreto No 231/007, de 29 de junio de 2007, dispuso mantener la alícuota de la tasa consular en el 2 por ciento hasta el 30 de junio de 2008 y luego reducirla al 1 por ciento hasta el 31 de diciembre de 2008.  El Decreto No 308/008, de 24 de junio de 2008, modificó nuevamente estas alícuotas, fijándolas en 2 por ciento del 1° de julio de 2008 al 30 de junio de 2009 y en 1 por ciento del 1° de julio al 31 de diciembre de 2009.  La Ley No 18.301, de 3 de junio de 2008 (Artículo 4) derogó las disposiciones legales que prevén el cobro de la comisión del derecho consular.  Sin embargo, el Artículo 834 de la Ley de Presupuesto Nacional 2010-2014 derogó a su vez el Artículo 4 de la Ley No 18.301 y restableció la vigencia del Artículo 585 de la Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001, y el Artículo 37 de la Ley No 17.453, de 28 de febrero de 2002, con lo que quedó sin efecto la eliminación de la tasa consular.  El Decreto No 410/010, de 30 de diciembre de 2010 fijó la alícuota de la tasa consular en 2 por ciento.  En 2010 las sumas percibidas por tasa consular alcanzaron a 1.793 millones de pesos uruguayos (90,57 millones de dólares EE.UU.) y representaron un 0,76 por ciento del total de ingresos fiscales.  

87. Desde el último examen de política comercial del Uruguay, se ha eliminado la comisión cobrada por el BROU por los servicios prestados en relación con las operaciones comerciales de importación.  Esta comisión era del 3 por ciento del valor c.i.f. de los productos importados al momento del examen anterior, y de 2,5 por ciento antes de su reducción/eliminación.
  Los Decretos No 349/004, de 29 de septiembre de 2004, y No 558/005, de 29 de diciembre de 2005 redujeron esta tasa al 0 por ciento a partir del 1º de julio de 2007, indicando que esto se hacía debido a compromisos internacionales.  La Ley No 18.301, de 3 de junio de 2008 derogó las disposiciones legales que prevén el cobro de la comisión del BROU a partir del 1° de enero de 2011.  

88. Se percibe una tasa única del 16 por mil sobre el valor c.i.f. de las importaciones de papel de diario efectuadas por empresas periodísticas del Departamento de Montevideo y otras empresas  dedicadas a ese tipo de importación;  según las autoridades no existe la producción nacional de este tipo de papel y por eso la legislación no prevé la aplicación de este impuesto a la producción nacional.  Conforme a la Ley No 13.641, de 27 de diciembre de 1967, modificada por la Ley No 15.189, de 29 de septiembre de 1981, los ingresos se utilizan para financiar ciertos programas de seguridad social y el Fondo Complementario de la Industria Periodística.
b)
Impuesto al Valor Agregado

89. El Impuesto al Valor Agregado (IVA) se percibe desde 1972 sobre los bienes y servicios tanto nacionales como importados.  El IVA, que está regulado por el Decreto No 39/990, de 31 de enero de 1990, el Decreto No 220/998, de 12 de agosto de 1998 y el Decreto No 207/007, de 18 de junio de 2007, grava la circulación interna de bienes y servicios, las importaciones y la agregación de valor originada en la construcción realizada sobre inmuebles.
  En virtud del Decreto No 207/007, de 18 de junio de 2007, la tasa básica es del 22 por ciento sobre la mayoría de los bienes y servicios, y la tasa mínima del 10 por ciento a productos esenciales como alimentos y medicamentos, el transporte terrestre y los servicios prestados por los hoteles y los complejos turísticos nacionales.

90. Las exportaciones y los productos agropecuarios están sujetos al régimen de tasa cero, por el cual se devuelve el crédito fiscal.
  Además, están exentas del IVA las enajenaciones de moneda extranjera, metales preciosos, cesiones de crédito, propiedades inmuebles excluida primera venta con mejoras, maquinaria agrícola y sus accesorios, combustibles derivados del petróleo excepto fuel oil, leche, insumos agropecuarios, libros, periódicos, revistas, material educativo y agua.  Adicionalmente, existe una exoneración para la prestación de determinados servicios, incluyendo intereses de títulos públicos y privados y de depósitos, arrendamientos de inmuebles, operaciones bancarias excepto los intereses sobre préstamos al consumo, retribuciones personales por servicios vinculados a actividades culturales, entre otros.  De acuerdo a los Decretos No 70/002, de 28 de febrero de 2002, No 446/004, de 22 de diciembre de 2004, No 403 /010 y No 20/011, de 19 enero 2011, los vinos están sujetos a un IVA a la tasa del 22 por ciento, habiéndose eliminado el anterior sistema basado sobre valores fictos.

91. El IVA es recaudado por la DGI del MEF.  Las declaraciones juradas deben presentarse mensualmente;  los créditos a favor del contribuyente se trasladan hacia el mes o ejercicio siguiente sin ajuste por inflación.  Los exportadores reciben certificados de crédito por el monto de IVA compras, los que pueden ser utilizados para la cancelación de otras deudas impositivas o endosadas, en su caso, a favor de los proveedores de los exportadores.

92. El IVA sobre los productos nacionales se percibe sobre el importe total neto contratado o facturado, y sobre los productos importados sobre el valor normal de aduana más el arancel.  Si la importación se efectúa a nombre propio y por cuenta ajena, o por no contribuyentes, la referida suma se incrementa en un 50 por ciento.
  
93. Aparte del IVA sobre compras (del 22 o 10 por ciento) aplicado al momento de la importación, los importadores de mercancías sujetas al IVA deben abonar un pago anticipado del IVA de ventas en el momento del despacho.  Dicho anticipo se determina aplicando a la suma del valor en aduana más el arancel, una alícuota del 10 por ciento para el caso de importaciones de bienes gravados por la tasa básica, y de 3 por ciento para los productos gravados con la tasa mínima.
  Este pago se descontará posteriormente, al ser realizada la venta.  Esta medida se considera necesaria para combatir la evasión tributaria y el comercio informal.
  Desde el 1º de junio de 2004 las importaciones de vestimenta y calzado (capítulos 61, 62 y 64 del SA) están sujetas al pago anticipado establecido sobre los valores fictos fijados por el MEF.
  Por el Decreto No 98/007, de 21 de marzo de 2007, las importaciones de materias primas que se incorporan en el ciclo de producción industrial pueden beneficiarse del pago diferido del anticipo del IVA.  
94. La legislación uruguaya establece la devolución del IVA si los productos importados están destinados a la producción de máquinas agrícolas y sus accesorios y/o a la producción agropecuaria y de materias primas, en los casos en que los productos nacionales estén también exonerados del IVA, o de diarios, periódicos y libros.  De acuerdo a lo previsto por la Ley No 16.906 (Ley de Inversiones), de 7 de enero de 1998, y por el Decreto No 39/990, se devuelve el IVA pagado sobre la importación o adquisición de maquinaria y equipo destinados a actividades industriales.

95. En 2010, el IVA recaudado representó un 52,7 por ciento del total de la recaudación tributaria ingresos fiscales.  La recaudación del IVA sobre las ventas internas representó el 31 por ciento de los ingresos fiscales, mientras que el IVA sobre las importaciones representó el 21,3 por ciento del total, y el IVA mínimo sobre las PYMES el 0,4 por ciento.

c)
Impuesto Específico Interno

96. El Impuesto Específico Interno (IMESI) es un impuesto al consumo aplicable a la primera venta a nivel de fabricantes o importadores respecto de los productos nacionales e importados. 
  El IMESI se impone sobre una gran gama de productos con tasas diferenciales.  La tasa varía por cada artículo gravado y es fijada generalmente por el gobierno dentro de parámetros establecidos por la ley.  Las exportaciones no están gravadas.  El régimen del IMESI y sus tasas han sido objeto de varias modificaciones desde el último Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay.  Todos estos cambios están contenidos en el Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva que puede consultarse en la dirección Internet de la DGI.
  
97. Los bienes que están sujetos a tasas más elevadas son las bebidas alcohólicas, el tabaco, el combustible, lubricantes y otros productos derivados del petróleo.  Para las bebidas alcohólicas la tasa máxima es del 80 por ciento, y para el tabaco un 70 por ciento.  Los productos derivados del petróleo están gravados sobre su precio de venta con tasas diferenciales dependiendo del producto, pudiendo dicha tasa alcanzar el equivalente de un máximo de 133 por ciento como en el caso de nafta refinada (en este caso, el IMESI se fija en términos específicos).  Otros bienes gravados como ser el alcohol, las bebidas gaseosas, cosméticos, y vehículos propulsados a motor están gravados por tasas que varían entre 10 y 40 por ciento (cuadro III.7).  Desde el 1° de enero de 2011, la alícuota del IMESI para los automóviles nuevos es diferencial y en función de la cilindrada:  20 por ciento para las unidades por debajo de los 1.000 cm3, 25 por ciento para los que estén entre 1.000 y 1.500 cm3, 30 por ciento para aquéllos entre 1.500 y 2.000 cm3, 35 por ciento para aquéllos entre 2.000 y 3.000 cm3, y 40 por ciento para aquéllos por encima de los 3.000 cm3.

Cuadro III.7
Impuesto Específico Interno

	Producto
	Tasa (en julio de 2011)
	Base de aplicación

	Bebidas alcohólicas 

Vinos 

Jugos de frutas

Aguas minerales y sodas
	80%

21,5-23,5%

11%

10,5%
	Precios fictos determinados por la DGI, reajustables bimestralmente

	Cosméticos y perfumes
	15%
	Precio de venta

	Cigarrillos y tabaco
	70%
	Precios fictosa

	Cuadro III.7 (continuación)

	Aceites y grasas lubricantes
	39%, ó 2,5% cuando se emplea para la aviación
	Precios fictosb

	Vehículos automóviles que funcionan con gasolina y con diésel (excepto los usados en la agricultura)
	0% a 40% 
	Precio probable de venta comunicado a la DGI, sin impuestos

	Electricidad 
	10%
	Precio facturado

	Combustibles sujetos a tipos específicos
	Nafta Premium 97, 15,21 pesos por litro;  nafta super 95, 14,36 pesos por litro;  nafta especial 87, 13,86 pesos por litro;  queroseno, 3,85 pesos por litro;  nafta de aviación, 17,86 pesos por litro;  nafta de aviación a ser utilizada por la aviación nacional o de tránsito, 1,59 pesos por litro et A1 0,63 pesos por litro;  Jet B 0,83 pesos por litro;  alcohol carburante, 13,86 pesos por litro;  y diesel oil, 4,57 pesos por litro (tipos aplicados en la primera venta)  
	Precio fijado para el consumo, con exclusión de otros impuestos

	Maltas y alimentos líquidos
	13% o 21,5%
	Precios fictos determinados por la DGI

	Motores diésel (no incorporados en vehículos) 
	100%, excepto cuando se importan por empresas armadoras para su incorporación en vehículos
	Precio probable de venta


a
El precio ficto se calcula como el precio de venta multiplicado por un factor determinado por la DGI.  En julio de 2011, dichos factores eran:  a) cigarrillos:  5,40 para la venta al distribuidor y 4,93 para la venta al minorista;  b) habanos: 2,17 y 2,05, respectivamente;  c) tabacos:  1,74 y 1.66 respectivamente.
b
El precio ficto se determina incrementando en un 100 por ciento el precio c.i.f. promedio ponderado más el arancel.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base del Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 11, Impuesto Específico Interno, y Decreto [presidencial].  Actualización de abril de 2011, disponible en:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,4,37,O,S,0,7987%3BS%3B15%3B877.  

98. La base impositiva para el IMESI se calcula de diferentes maneras, de acuerdo con el tipo de bien, según se muestra en el cuadro III. IMESI.  Para algunos productos (vehículos, cosméticos y perfumes), el IMESI se cobra sobre el precio de venta corriente al consumo (o sobre el precio facturado en el caso de la energía eléctrica).  Para otros productos, sin embargo (bebidas alcohólicas analcohólicas, maltas, cigarrillos y tabaco), el IMESI se aplica sobre precios fictos fijados por el Poder Ejecutivo (la DGI del MEF) teniendo en cuenta los precios de venta corrientes al consumo, o los precios c.i.f.  Los valores fictos se fijan semestralmente para determinados productos, pero pueden ser revisados bimestralmente.  Las autoridades indicaron que esta actualización en forma sistemática ya no es tan estricta pues se puso en vigencia por la reforma tributaria la facultad de un impuesto específico por unidad, que opera como  mínimo, más un adicional que varía en función del precio real (bebidas y cigarrillos), con lo cual se ha dejado de actualizar bimestralmente los precios fictos.  

99. El IMESI se paga mensualmente.  Las importaciones están sujetas a un pago anticipado del IMESI en el momento del despacho.  La cuantía del pago anticipado se calcula sobre la base de los valores fictos, cuando existen, y de los valores reales en los demás casos.  En 2010, el IMESI recaudado alcanzó a 16.403 millones de pesos uruguayos (911,8 millones de dólares EE.UU.) y representó un 10,5 por ciento del total de los ingresos fiscales.
  El IMESI sobre los combustibles representó el 4,5 por ciento de los ingresos tributarios; aquél sobre el tabaco y los cigarrillos el 2,8 por ciento; aquél sobre los automóviles el 1,5 por ciento y el IMESI sobre los otros productos el 1,9 por ciento.
d)
Otras cargas

100. El Impuesto de Bienes Agropecuarios (IMEBA) grava la primera enajenación realizada por los productores a contribuyentes del IRAE de diversos bienes tales como lanas y cueros, ganado en pie, granos, leche, productos derivados de la avicultura, apicultura y cunicultura, flores y semillas, frutas y verduras, productos citrícolas, y productos derivados de la ranicultura, helicicultura, cría de ñandú, cría de nutrias y similares.  También están gravadas por el IMEBA las exportaciones realizadas por los productores y el autoconsumo realizado por los contribuyentes del IRAE.  Las tasas son:  del 2,5 por ciento para lanas, cueros y ganado bovino y ovino dependiendo;  del 2 por ciento para los cereales y oleaginosas, la leche y los productos citrícolas;  y del 1,5 por ciento para los demás bienes sujetos al IMEBA.

101. La enajenación de la lana, cueros, ganado en pie, cereales y oleaginosas, productos derivados de la avicultura y apicultura, leche y productos de origen forestal y la exportación en estado natural y sin proceso de transformación de productos hortícolas, frutícolas y cítricos está gravada por un impuesto adicional del 0,4 por ciento, creados por la Ley No 16.736, de 5 de enero de 1996.  Lo recaudado a través de este impuesto adicional se destina al financiamiento del Instituto Nacional de Investigación.  Se aplica además otro impuesto adicional del 0,2 por ciento a la enajenación de lanas y cueros, ganado bovino y ovino, y cereales y oleaginosas.  El producido de este adicional se destina a la Comisión Honoraria pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre.
102. El pago del IMEBA puede sustituirse por el del IRAE (en tal caso el IMEBA queda como pago a cuenta) y en algunos casos las empresas agropecuarias deben liquidar en forma preceptiva el IRAE en lugar del IMEBA.
  En 2010, el IMEBA recaudado (incluido el IMEBA sobre las exportaciones) alcanzó a 922 millones de pesos uruguayos (51,2 millones de dólares EE.UU.) y representó un 0,6 por ciento del total de los ingresos fiscales.
  
103. La Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006, eliminó el COFIS, introducida el 1º de junio de 2001, y que se percibía sobre los productos importados, así como la producción nacional de bienes industrializados (bienes originados en las industrias manufactureras y extractivas sujetos al IVA o al IMESI).
  El COFIS se cobraba a una tasa del 3 por ciento sobre el importe total neto contratado o facturado en el caso de los productos nacionales;  con la tasa del 3 por ciento incrementada en un 21,75 por ciento (es decir, 3,6525 por ciento) sobre la suma del valor en aduana más el arancel en el caso de los productos importados.  En el caso de prohibiciones surgidas por protección sanitaria, ante una prohibición de importación se toma la misma medida para la producción nacional cuando la misma por su formulación, componentes o proceso representa el mismo riesgo sanitario.  Asimismo se prohíbe la comercialización interna o el uso de los productos, según sea el caso que representan riesgo sanitario, sean productos nacionales o importados.  

vi) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación 
104. El Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación fue incorporado al régimen jurídico nacional en virtud de la ratificación de los Acuerdos de la OMC mediante la Ley No 16.671, de 13 de diciembre de 1994.
  El Uruguay respondió en 2005 al Cuestionario relativo a los procedimientos para el trámite de licencias de importación.
  

105. El Uruguay puede aplicar prohibiciones y restricciones de la importación principalmente por motivos sanitarios y fitosanitarios, de salud, inocuidad, seguridad y protección del medio ambiente (cuadro III.8), sobre la base de la normativa de la OMC.
  Al prohibirse la importación, también se prohíbe la producción nacional, comercialización interna o el uso de los productos, según sea el caso.  

Cuadro III.8
Prohibiciones de importación en vigor en 2011
	Producto
	Razón invocada
	Base legal

	Productos que contengan amianto o asbesto, NCM 6811 y 6812.50.00.00
	Proteger la salud de las personas
	Decreto No 154, de 30/4/02

	Vinos en envases que excedan a un litro de capacidad
	Reglamento Vitivínicola del MERCOSUR
	Decreto No 325, de 3/9/97;  Resolución No  45/96, de 1996;  Decreto No 356, de 4/7/91

	Dispositivos electrónicos para fumar, conocidos como "cigarrillo electrónico", "e-cigarettes", "eciggy", "e-cigar", entre otros, incluidos aquellos que se ofrezcan como alternativa en el tratamiento del tabaquismo y sus accesorios
	Proteger la salud de las personas
	Decreto No 534, de 23/11/09

	Alimentos envasados en recipientes que contengan plomo 
	Proteger la salud de las personas
	Ley No 17.775, de 20/5/04

	Vacunas para inmunizar contra la enfermedad hemorrágica del conejo
	Sanidad animal
	Decreto No 388, de 15/10/07 del MGAP

	Especialidades farmacéuticas que contengan como principio activo la droga Triazolam
	Proteger la salud de las personas
	Resolución de 4/6/92

	Envasados aerosoles, espumas, vitrinas refrigeradas, solventes y esterilizantes, instalaciones centrales de aire acondicionado
	Proteger el medio ambiente
	Decreto No 345, de 23/9/04

	Naftas cuyo contenido total de plomo supere los 13 mg/l 
	Proteger el medio ambiente
	Ley No 17.775, de 20/5/04

	Insecticidas a base de organoclorados para todo uso agronómico
	Proteger el medio ambiente
	Resolución de 23/9/97

	Productos fitosanitarios a base de etil paration, metil paration, monocrotofos o fosfamidon para todo uso agrícola
	Proteger el medio ambiente
	Resolución de 30/1/02

	Bromato de potasio con destino al uso en alimentos, incluyendo bebidas
	Proteger la salud de las personas
	Decreto No 27, de 22/1/04

	Medicamentos, promotores de crecimiento y alimentos, destinados a los animales cuya carne o subproductos, leche, huevos o miel, sean utilizados para el consumo humano, que contengan en su formulación: Furazolidona, Nitrofurazona, Nitrofurantoína Furaltadona, Nifurprazina, Nifuraldezona y sus diferentes sales
	Proteger la salud de las personas
	Circular Interna No 103, de 1/8/98, MGAP

	Productos para la promoción del crecimiento o engorde de las especies bovina, ovina, suina, equina y aves, para el consumo humano, que en su formulación incluyan sustancias arsenicales y antimoniales
	Proteger la salud de las personas
	Decreto No 219, de 10/5/89

	Medicamentos veterinarios utilizados para la promoción del crecimiento o engorde en las especies bovina, ovina, suina, equina y aves, que en su formulación incluyan sustancias de efecto hormonal estrogénico
	Proteger la salud de las personas
	Decreto No 915, de 28/12/88

	Cuadro III.8 (continuación)

	Concentrados proteicos y harinas de huesos, provenientes de mamíferos en la alimentación de rumiantes, caninos y felinos
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto No 139, de 17/4/96

	Cloranfenicol base y sus sales, solas o asociadas a otros productos químicos, al estado de materia prima o productos terminados o incorporados en alimentos para animales
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución de 27/11/86

	Desechos peligrosos
	Proteger el medio ambiente
	Ley No 17.220, de 11/11/99

	Vehículos usados: 
	
	

	Vehículos usados: automóviles y vehículos comerciales livianos (hasta 1.500 kg de capacidad de carga;  ómnibus;  camiones;  camiones tractores para semirremolques;  chasis con motor o sin motor;  remolques o semirremolques;  carrocerías y/o cabinas;  motocicletas (incluidos los ciclomotores) y velocípedos equipados con motor auxiliar, con sidecar o sin él, sidecares, así como las partes y accesorios usados de dichos vehículos (prohibición temporal)
	Garantizar la seguridad y proteger el medio ambiente 
	Ley No 17.887, de 19/8/05 

	Punturas y barnices, tintas gráficas y masterbatches con 600 ppm o más de plomo
	Proteger la salud y el medio ambiente
	Ley No 17.775/2004 y Decreto No 69/011, de 15/2/11

	Contaminantes orgánicos persistentes:  aldrina o aldrín, clordano, diedrina of diedrín, endrina o endrín, heptacloro o hexaclorobenceno, mírex (docecaloro), toxafeno y DDT
	Proteger la salud y el medio ambiente
	Decreto No 375/005, de 3/10/05

	Contaminantes orgánicos persistentes:  alfa-hexaclorociclohexano, betahexaclorciclohexano y clordecona)
	Proteger la salud y el medio ambiente
	Decreto No 68/011, de 15/2/11


Fuente:
Secretaría de la OMC.
106. Algunos productos están sujetos a un requisito de importación exclusiva a cargo de organismos estatales designados al efecto.  El petróleo crudo y sus derivados, carburantes líquidos, semilíquidos y gaseosos (excepto asfalto y sus derivados) sólo pueden ser importados por la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), empresa comercial del Estado, que tiene el monopolio de importación, exportación y refinación de estos productos, en virtud de la Ley No 8.764, de 14 de octubre de 1931.  El Decreto No 458/02 establece que en las adquisiciones en el exterior de petróleo crudo por parte de la ANCAP, deberá darse preferencia en paridad de precios, calidad y condiciones de comercialización, a los proveedores que ofrezcan como forma de pago total o parcial, la exportación de productos nacionales.  Las importaciones de sustancias estupefacientes incluidas en las Listas I y II de la Convención Única de Nueva York de 1961 sólo pueden efectuarse por el Ministerio de Salud Pública, de acuerdo con la Ley No 14.294, de 31 de octubre de 1974 y el Decreto No 454/76, de 4 de julio de 1976, y la  Ley No 17.016, de 22 de octubre de 1998.
107. Los productos sujetos a licencias de importación en 2011 se presentan en el cuadro III.9.  Según lo notificado por el Uruguay a la OMC, no existen contingentes ni restricciones a la importación de bienes sujetos a regímenes de licencia, en tanto se cumplan las condiciones exigidas en los respectivos marcos normativos enumerados en el cuadro III.9.
  El Decreto No 284/2011, introduce la modificación que establece que el régimen de licencias para la importación de azúcar será administrado por el LATU.  La importación de azúcar para uso industrial puede tener lugar libre de aranceles, si se cumplen una serie de condiciones y se obtiene una licencia (cuadro III.9).  Para esto, es necesario demostrar que el precio externo es menor que el nacional.  Las autoridades indicaron que esto es parte de una política social vinculada también a la producción de alcohol para el etanol.  Las importaciones de azúcar para otros usos no están sujetas a un régimen de licencia y se someten a un arancel del 35 por ciento.

108. De acuerdo con lo notificado por el Uruguay a la OMC, el tiempo de tramitación de las licencias oscila entre 48 horas y 10 días hábiles.
  Las solicitudes de licencia son tramitadas y expedidas en orden cronológico.  No está prevista la tramitación de solicitudes de licencia con carácter urgente.  Las licencias tienen una validez de 60 días, excepto las relativas al sector automotor, cuya validez es de 90 días y las de sustancias psicotrópicas, estupefacientes, precursores y productos químicos, que emite el Ministerio de Salud Pública, cuya validez es de 180 días para la importación y de 120 días para la exportación.  No se imponen sanciones por la falta de utilización parcial o total de la licencia.  Las licencias no son transferibles, con excepción del caso del azúcar, en el que las licencias se pueden transferir siempre que no cambien el volumen autorizado ni la empresa industrial que utilizará el insumo.
  La DNI cobra 0,2 URs por licencia (en agosto de 2011, la UR valía 519,95 pesos uruguayos equivalentes a unos 28,9 dólares EE.UU.).
  El Minsterio de Salud Pública cobra 1 UR por cada autorización de importación y/o de exportación. 
Cuadro III.9

Requisitos en materia de licencias de importación y autorización previa, 2011

	Productos
	Requisitos y características
	Fundamento jurídico

	Aceites comestibles (NCM 1507.90.11.00, 1507.90.19.00, 1512.19.11.00, 1512.19.19.00, 1515.29.10.00, 1515.29.90.00, 1515.90.00.19, 1515.90.00.99, 1517.90.10.00 y 1517.90.90.00)
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI con fines de control de precios en vigor desde noviembre de 2001.  Solicitud de importación ante la DNI deberá ser aprobada conjuntamente con la Asesoría de Política Comercial en un plazo máximo de 10 días hábiles.  Las declaraciones de importación deben ser presentadas ante la DNA.
	Decreto No 275/001, de 17 de julio de 2001a 

	Ácido acético (NCM arancelaria 2915.21.00.10- 2915.21.00.90)
	Licencia previa de importación (no automática) librada por la DNI.  En el caso de ácido acético de grado alimentario el otorgamiento de la licencia está sujeto a la comprobación por parte del LATU del grado alimentario respectivo.  En el caso de los demás ácidos acéticos la licencia se otorgará siempre y cuando la solicitud se complete en forma y las importaciones anteriores realizadas por el solicitante hayan justificado un uso reglamentario a través de las declaraciones preceptuadas por el artículo 2º del Decreto No 75/009.  Existe un requisito de registro del importador ante la DNI. 

Integra la Tabla 2 del Anexo I, del Decreto No 391 del 10 de octubre de 2002.
	Decreto No 75, de 28 de enero de 2009

Decreto Nº 391, de 10 de octubre de  2002

	Azúcar crudo y refinado (NCM 1701.11.00.00, 1701.12.00.00, 1701.91.00.00 y 1701.99.00.00) sujeto a desgravación arancelaria, originario de los países del MERCOSUR e importado directamente por los ingenios azucareros o por empresas que utilizan ese producto para su posterior industrialización
	Régimen de licencias de importación no automáticas destinado a estimular la producción nacional de azúcar refinado e industrias conexas con azúcar crudo nacional o importado.  Las empresas que utilicen azúcar como insumo pueden importarla a arancel a tasa cero, previa obtención de una licencia.  Para obtener la licencia, las empresas deben registrarse en el LATU, que verifica el destino del azúcar, así como el precio pagado por el usuario, que deberá ser menor a la "cotización nacional" (precio interno) proporcionada por el importador.    


	Decreto No 57, de 1° de marzo de 2006 del MIEM y Decreto No 284/11, de 10 de agosto de 2011

	Cuadro III.9 (continuación)

	Ciertos textiles originarios de países no integrantes del MERCOSUR
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI con fines estadísticos (en vigor desde febrero de 2001).  Las declaraciones de importación de los productos textiles comprendidos en la norma pasan por el canal rojo y, en consecuencia, están sujetos a un análisis documental, de verificación de la mercadería y de valor en aduana. 
	Decreto No 394/000, de 27 de diciembre de 2000a;  Decreto No 520/001, de 28 de diciembre de 2001

	Papel con destino editorial (NCM 4801.10.00.00)
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI para beneficios.  Sólo pueden solicitar licencias las empresas editoriales que acrediten que el papel se emplea con destino editorial.
	Decreto No 218/996, de 12 de junio de 1996a

	Vehículos automotores nuevos, armados en origen
	Régimen de licencias de importación no automáticas de la DNI.
	Decreto No 727/91, de 30 de diciembre de 1991, con la redacción dada por el Decreto No 225/05

	Motores de ciclo diésel destinados a:  camiones, unidades de transporte colectivo, tractores, maquinaria agrícola e industrial, estacionarios, marinos o que consistan en motores para propulsión de vehículos con cilindrada superior a 3500 cm3
	Licencia previa no automática de importación emitida por el MIEM.  La DNI emitirá las licencias cuando el interesado demuestre en forma documentada que los bienes a importar se destinan a los fines indicados en el Decreto No 290/008.
	Decreto No 290, de 16 de junio de 2008, modificado por el Decreto No 277/009

	Kits de vehículos automotores para ensamblado y venta en plaza de vehículos
	Licencia previa no automática de importación.  La DNI aprobará la solicitud de importación en la medida que la misma sea presentada en forma adecuada y completa y sea administrativamente factible, dentro de un plazo máximo de 10 días hábiles.  La DNA exigirá la licencia de importación a efectos del despacho correspondiente. 
	Decreto No 277, de 9 de junio de 2008 del MIEM

	Armas de fuego, municiones  y explosivos 
	Autorización previa del Ministerio de Defensa Nacional con fines de seguridad.
	Decreto-Ley No 10.415, de 13 de febrero de 1943;  Decreto No 2605, de 7 de octubre 1943;  Decreto No 91, de 24 de febrero de 1993

	Precursores, sustancias psicotrópicas, productos químicos y solventes
	Autorización previa para su importación y/o exportación del MSP para la lucha contra el narcotráfico.
	Decreto No 196, de 23 de julio de 1998 y Decreto No 391, de 10 de octubre de 2002

	Materiales radiactivos o equipos generadores de radiaciones ionizantes
	Autorización previa de la Comisión Nacional de Energía Atómica para la protección del medio ambiente.
	Decreto No 519, de 21 de noviembre de 1984

	Halones, sus mezclas o bienes que las contengan
	Autorización previa del MVOTMA para la protección del medio ambiente
	Decreto No 308, de 29 de junio de 1994

	Equipos o productos manufacturados que contengan, o que requieran de las sustancias que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal
	Autorización previa del MVOTMA para la protección del medio ambiente.  A partir del 1º de marzo de 2008, se prohíbe toda fabricación, introducción, importación y exportación de las sustancias comprendidas en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal.
	Decreto No 345, de 23 de septiembre de 2004


a
Notificado en el documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005, y confirmado en los documentos de la OMC
G/LIC/N/3/URY/4, de 9 de octubre de 2009 y G /LIC/N/3/URY/5, de 6 de octubre de 2011.

Fuente:
Secretaría de la OMC.  Documentos de la OMC G/LIC/N/3/URY/4, de 9 de octubre de 2009 y G/LIC/N/3/URY/5, de 6 de octubre de 2011 e información proporcionada por las autoridades.

vii) Medidas de contingencia
a) Medidas antidumping y compensatorias 
109. En el área de medidas compensatorias, el Uruguay reglamentó el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, aprobado por la Ley No 16.671, de 13 de diciembre de 1994, que aprueba los acuerdos firmados resultantes de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales como parte de la legislación nacional.
  El Decreto No 395/2008, de 18 de agosto de 2008, reglamenta la aplicación de medidas compensatorias.  Durante el período objeto de examen, el Uruguay no adoptó ninguna medida compensatoria ni inició investigación alguna al respecto.  El Uruguay no ha efectuado ninguna notificación a la OMC con respecto a la no adopción de medidas compensatorias durante este período.
110. El Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio fue aprobado por ley en el Uruguay y, por lo tanto, forma parte de la legislación interna del país.
  El Decreto No 142/996 reglamenta la aplicación de dicho Acuerdo.
  La legislación del Uruguay en materia de medidas antidumping fue examinada por el Comité de Prácticas Antidumping y el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias en 1997.  El Uruguay ha notificado a la OMC sus autoridades de investigación competentes en materia de medidas antidumping y compensatorias:  la Dirección Nacional de Industrias (DNI) del MIEM y la Oficina de Programación y Política Agropecuaria del MGAP.
  

111. No se iniciaron investigaciones sobre anti-dumping durante el período 2006-2009.  Según informaciones de la DNI, se emitió una resolución de apertura de una investigación anti-dumping sobre "Calentadores eléctricos de agua, con tanque de acumulación de acero, de tipo doméstico, con capacidad menor o igual a 110 litros" (NCM 8516.10.00.10), provenientes de China, el 20 de junio de 2010.
  A noviembre de 2011, la investigación estaba en curso, habiendo la Comisión Asesora (véase infra) presentado a las partes interesadas los respectivos informes de daño y de dumping.
112. No se han mantenido medidas antidumping desde 2006, desde que los derechos antidumping, impuestos por tres años, a la importación de aceite comestible refinado puro de origen vegetal procedente de la Argentina, fueran eliminados.  Esta eliminación no ha sido notificada a la OMC.

113. El Poder Ejecutivo tiene la competencia de adoptar las resoluciones relativas a la aplicación de medidas provisionales y derechos antidumping definitivos y en caso necesario revisa y puede prorrogar las medidas.  Una Comisión Asesora, integrada por un representante del MEF, que la preside, y representantes del MRREE, del MGAP, del MIEM y de la OPP, evalúa los aspectos técnicos de las investigaciones y asesora al Poder Ejecutivo.  Las investigaciones antidumping son realizadas por la DNI en el caso de los productos industriales, por la DNI o la  Oficina de Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del MGAP indistintamente en el caso de los productos agroindustriales y por la OPYPA del MGAP en el caso de los productos agropecuarios. 
114. Las investigaciones se inician previa solicitud escrita presentada a la DNI o la OPYPA por la rama de producción nacional o en su nombre.  Las autoridades disponen de 20 días para decidir si la solicitud está debidamente instruida;  de ser así, las autoridades tienen 30 días para decidir sobre la procedencia de la apertura de una investigación.  La apertura se publica en el Diario Oficial y se notifica a las partes interesadas.  Las investigaciones antidumping deben completarse normalmente en un plazo de un año, y en todo caso en un plazo de 18 meses como máximo después de su iniciación.  La instrucción del procedimiento debe quedar concluida 120 días como mínimo antes del vencimiento del plazo máximo de 18 meses.  La OPYPA o la DNI deben pronunciarse respecto de la aplicación de derechos antidumping dentro de los 30 días siguientes a la fecha de finalización de la instrucción del procedimiento, y deben remitir las actuaciones a la Comisión Asesora.

115. Pueden aplicarse derechos antidumping provisionales cuando se haya formulado una determinación preliminar de existencia de dumping y del consiguiente daño a una rama de producción nacional y se considere esa medida necesaria para impedir que se cause daño durante la investigación.  La cuantía del derecho antidumping provisional no puede exceder del margen de dumping provisionalmente estimado, que haya determinado la OPYPA o la DNI.  Los derechos provisionales pueden imponerse por un período de cuatro meses como máximo, requiriéndose de una resolución interministerial para su aplicación.
116. El Decreto No 51/010, de 5 de febrero de 2010 introdujo disposiciones para evitar las prácticas elusivas de las medidas anti-dumping.  El Decreto dispone que toda vez que se fijen medidas anti-dumping se establecerá el requisito de origen no preferencial que regirá para los bienes alcanzados por dicha medida.  Pueden aplicarse además medidas anti elusión con posteridad a la fijación de una medida antidumping como resultado de la determinación de una investigación solicitada a pedido de la parte interesada o iniciada ex oficio por las autoridades.  La autoridad de aplicación expide una recomendación sobre la medida a aplicar dentro de los 60 días de presentada la solicitud de investigación.  Ésta se eleva a la Comisión Asesora Interministerial, la cual dispone de un plazo de 15 días para emitir su recomendación en cuanto a la procedencia de la aplicación de medidas antielusión.
b)
Medidas de salvaguardia 
117. El Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC fue aprobado por ley en el Uruguay y, por lo tanto forma parte de la legislación nacional.
  El Decreto No 2/99, de 8 de enero de 1999 reglamenta la aplicación de dicho Acuerdo.  La legislación en materia de salvaguardias se notificó en 1999 y fue examinada ese año por el Comité de Salvaguardias.
  Las autoridades señalaron que durante el período objeto de examen no recibieron ninguna solicitud de apertura de investigación. 
118. Según lo dispuesto por el Decreto No 2/99 las resoluciones respecto de la aplicación de medidas de salvaguardia provisionales o definitivas, así como de la revisión, revocación o prórroga de estas últimas, deben ser dictadas por el Poder Ejecutivo, actuando con el MEF, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el MIEM y el MGAP.  La responsabilidad por la aplicación del régimen de salvaguardias recae sobre la Comisión de Aplicación, integrada por un representante del MEF, que la preside, y representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, del MGAP, del MIEM y de la OPP,  y tiene el cometido de aplicar el régimen de salvaguardias.  La Comisión también analiza y se pronuncia sobre los distintos aspectos sujetos a resolución, designa el órgano encargado de realizar la investigación y supervisa todos los aspectos vinculados a la investigación.  Finalmente, las investigaciones sobre medidas de salvaguardia pueden ser realizadas por la DNI del MIEM, la OPYPA del MGAP y la Asesoría de Política Comercial del MEF, o cualquier otro órgano de la Administración al cual la Comisión de Aplicación la encomiende.

119. La solicitud para iniciar una investigación sobre salvaguardias debe ser presentada por las partes interesadas o las empresas o las entidades que las representen, por escrito y en dos ejemplares, ante la Comisión de Aplicación.  Si la solicitud se considera debidamente instruida, la Comisión de Aplicación elabora un dictamen sobre la procedencia de la apertura de la investigación, que debe contener una determinación preliminar sobre la existencia de daño grave o de la amenaza de daño grave.  El dictamen debe emitirse dentro de los 50 días a partir de la fecha de la presentación de la solicitud.  La resolución interministerial para la apertura de la investigación debe dictarse dentro de los 30 días contados a partir de la fecha del pronunciamiento de la Comisión de Aplicación, publicarse en el Diario Oficial y notificarse al solicitante.

120. La instrucción de la investigación debe quedar terminada dentro de los nueve meses posteriores a su apertura, plazo prorrogable por dos meses en casos excepcionales.  En circunstancias críticas, en las que cualquier demora entrañaría un perjuicio difícilmente reparable, el Poder Ejecutivo puede adoptar una medida de salvaguardia provisional en virtud de una determinación preliminar.  En el caso de que se apliquen medidas de salvaguardia provisionales, el plazo máximo de la investigación es de 200 días, que es el período de duración máximo permitido para las medidas provisionales.  La decisión sobre la aplicación de la medida de salvaguardia definitiva debe adoptarse dentro de los 15 días contados a partir del siguiente de la fecha de emisión del dictamen de la Comisión de Aplicación y debe tomar la forma de una resolución del Poder Ejecutivo publicada en el Diario Oficial. 

121. La normativa uruguaya permite que las medidas de salvaguardia puedan tomar la forma de un incremento de los derechos de importación, adicionales al AEC (en forma de derechos ad valorem, específicos o una combinación de ambos), o de restricciones cuantitativas.  Las medidas de salvaguardia deben permanecer en vigor sólo durante el período necesario para prevenir o reparar el daño grave y facilitar el ajuste de la producción nacional, y ese período no debe exceder de cuatro años a menos que se lo prorrogue.  El período total de aplicación de una medida de salvaguardia, incluyendo el período de aplicación de cualquier medida provisional y cualquier prórroga, no debe exceder de ocho años.

122. El Uruguay se ha reservado el derecho de recurrir a las disposiciones de salvaguardia especial previstas en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC para las partidas del SA 1001.10.00.90 (Trigo duro-Los demás) y 1001.90.10.90 (Trigo-Los demás).
  El Uruguay ha notificado a la OMC que durante el período 1998-2003 no recurrió a medidas de salvaguardia especial.
  Las autoridades indicaron que tampoco  recurrieron al mecanismo de salvaguardia de transición.
123. El reglamento del MERCOSUR sobre las salvaguardias aplicadas a terceros países establece los procedimientos de aplicación de medidas de salvaguardia por éste como entidad única y por cada uno de sus Estados miembros.
  Las medidas de salvaguardia previstas en este reglamento no pueden aplicarse a otros países del MERCOSUR.  En virtud de los acuerdos del MERCOSUR con Chile y Bolivia, pueden aplicarse medidas de salvaguardia (dependiendo del producto) hasta el 2014 en ambos casos.  Las salvaguardias del MERCOSUR pueden tomar la forma de una suspensión o eliminación de preferencias.  Una vez que estén totalmente aplicados los acuerdos, no podrán aplicarse medidas de salvaguardia entre las partes.

c)
Otras medidas 
124. La Ley No 12.670, de 17 de diciembre de 1959, de "Reforma Cambiaria y Monetaria" autoriza al Poder Ejecutivo a:  exigir depósitos previos a la importación;  establecer recargos de hasta el 300 por ciento del precio c.i.f. de las importaciones de mercaderías, artículos, productos y bienes prescindibles, suntuarios y/o competitivos de la industria nacional;  y prohibir con carácter general o particular, por un plazo no mayor de seis meses, la importación total o parcial de toda clase de mercaderías, artículos productos y bienes prescindibles, suntuarios y/o competitivos de la industria nacional.  Durante el período objeto de examen no se hizo uso de las provisiones de esta Ley.
125. El régimen anterior fue remplazado durante el período objeto de examen, por un Régimen de Pérdida de Preferencia Arancelaria.  En este sentido, a partir del 1º de enero de 2007, se encuentran vigentes los Decretos No 473/2006, de 27 de noviembre de 2006, No 643/2006, de 27 de diciembre de 2006 y modificativos, que permiten la modificación de las preferencias arancelarias concedidas a la República Argentina, cuando se configuren situaciones especiales derivadas de precios distorsionados por la aplicación de políticas de estímulos regionales y sectoriales.  

126. El Decreto No 473/006, de 27 de noviembre de 2006 faculta al Poder Ejecutivo a fijar un arancel menor o igual a la Tasa Global Arancelaria (TGA) a las importaciones originarias de la República Argentina, cuando se cumplan determinadas condiciones.
  El Decreto No 643/006 fija el arancel aplicable, a partir del 1° de enero de 2007, a la importación de productos listados en el referido Decreto, en sus Anexos I y II (cuadro III.10).  Cuando un producto se encuentre incluido en ambos anexos, su importación estará gravada por la mayor de las Tasas Globales Arancelarias fijadas.  En el caso de que dicho producto sea exceptuado de la aplicación del arancel previsto en el Anexo I, su importación estará gravada por la tasa prevista en el Anexo II.  El Decreto No 473 faculta también a los productores uruguayos que se sientan afectados por las importaciones provenientes de la Argentina y cuyos productos cumplan con las condiciones descritas en el mismo, a solicitar al Poder Ejecutivo la aplicación de aranceles a dichos productos.
  El Poder Ejecutivo se pronunciará al respecto en un plazo de 90 días.  Como resultado de las peticiones de productores uruguayos, se aplicaron aranceles en seis ocasiones entre 2007 y 2009 (cuadro III.10).
  
127. Los sectores productivos nacionales que se sientan perjudicados por la decisión de aumentar el arancel pueden presentar observaciones a la DNI.  Para que éstas puedan ser consideradas, los solicitantes deben representar al menos el 50 por ciento de la producción nacional y deben demostrar la existencia de ofertas del producto similar de otras fuentes o demostrar que las importaciones originarias de la Argentina generan beneficios de competitividad que exceden a los perjuicios causados por éstas a los productores uruguayos de similares productos.  

Cuadro III.10
Productos sujetos a la Pérdida de Preferencia Arancelaria

	Anexo I:  Productos con producción en alguna de las Zonas de Promoción Industrial de la República Argentina instaladas en las provincias de La Rioja, San Luis, San Juan o Catamarca, o producidos por grupos económicos con plantas instaladas en dichas zonas

	NCM
	Arancel (%)

	1704901000, 1704902000, 1704909090, 1806100000, 1806900019, 1806900099, 1901200000, 1905209000, 1905320020, 3208102090, 3208201900, 3208202000, 3208901000, 3208902100, 3208902900, 3208903100, 3208903900, 3209101000, 3209102000, 3210002000, 3401209010, 3401209090, 3402200090, 3905210000, 3906901100, 3906901900, 3907301900, 3923211000, 3923300010, 3925900000 a
	14,0

	1704909020, 1806311000, 1806321010, 1806321020,1806321090, 1806900091, 1806900093
	20,0

	1905310010, 1905310020, 1905320010, 1905400000, 1905901000, 1905902000, 1905909000, 2103901100, 3305100000, 3402200010, 3923219000 b, 3923300099 c, 3924100000 d, 
	18,0

	2103901900, 2106902900, 4818401000, 4818409000
	16,0

	3208101000, 3209901100, 3209901900, 3209902000,3210001000, 3210003000, 3907501000
	10,0

	853650901, 8536691000, 8536699000 e, 8538909000 f
	12,0

	Anexo II:  Productos cuyas exportaciones, o la de sus insumos principales, están sujetas en la República Argentina a una tasa de retención mayor o igual al 10 por ciento.

	NCM
	Arancel

	150790110, 1507901900, 1512191100, 1512191900, 1515291000, 1515299000, 1901909090 (Excepto: postres lácteos), 1902110000, 1902190000
	16,0

	1901200000, 1905209000, 1905310010, 1905310020, 1905320010, 1905320020, 1905400000, 1905901000, 1905902000, 1905909000, 2103901100, 2103901900
	10,0

	Productos incluidos a raíz de peticiones de productores nacionales

	0408.99.00.000, 0408.91.00.000 (incorporados al Anexo II)

	10,0

	2304.00.90.00 (incorporados al Anexo II)
	6,0

	3904.21.00.00, 3904.22.00.00 (incorporados al Anexo I)
	14,0

	1101.10.00 (incorporados al Anexo II)
	12,0

	3904.21.00.00 
3904.22.00.00 


	5,0

10,0

	1517.90.10.00 (incorporados al Anexo II)
	16,0


a
Exclusivamente: plaquetas de luz para líneas de embutir de instalación domiciliaria, sus soportes (puentes, bastidores), accesorios (ribetes), así como cajas exteriores. 
b
Exclusivamente bolsas de polietileno tipo camiseta.
c
Excepto tambores de polietileno de alta densidad de 1 boca-tapa/ suncho, de capacidad superior o igual a 120 litros y 
tambores termoplásticos de 2 bocas, de capacidad superior o igual a 120 litros 

d
Exclusivamente: vasos, platos y cubiertos de plástico descartable, excepto térmicos de poli estireno expandido.

e
Exclusivamente: módulos interruptores y tomacorrientes para uso doméstico de instalación domiciliaria, corriente 
alterna, hasta 250 voltios y 16 amperios.  Se incluyen también los conjuntos armados. 

f
Exclusivamente plaquetas de luz para líneas de embutir de instalación domiciliaria, sus soportes (puentes, bastidores), accesorios, así como cajas exteriores.

Fuente:
OMC, sobre la base de los Decretos Nos 473/006, 643/006 y 380/010. 

viii) Normas y reglamentos técnicos 
a)
Marco institucional y jurídico

128. Existen varios organismos en el Uruguay que promulgan reglamentos técnicos, tales como los Ministerios de Industria, Energía y Minería;  Salud Pública;  Ganadería, Agricultura y Pesca;  y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente;  y la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA) y la Unidad Reguladora de los Servicios en Comunicaciones (URSEC), y cada uno sigue sus propios procedimientos.  Los reglamentos técnicos emitidos por los diferentes organismos estatales pueden emanar de normas nacionales e internacionales o, en caso de no existir o no ser aplicables, pueden ser adoptados por el propio organismo.  Los reglamentos técnicos pueden hacer obligatorias normas elaboradas por el Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT, véase infra), pero no es obligatorio que un reglamento técnico se base en una norma UNIT.  Todos los reglamentos técnicos deben de ser publicados en el Diario Oficial.  Los reglamentos técnicos se aplican tanto a las importaciones como a los productos nacionales.  La conformidad de los productos importados que se encuentran reglamentados se verifica en frontera de acuerdo a procedimientos internacionalmente reconocidos.

129. La elaboración de las normas en el Uruguay está a cargo del Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT), institución privada.  La coordinación de políticas relativas a los reglamentos técnicos son responsabilidad principalmente del MIEM.  El Instituto Nacional de Calidad (INACAL), se ocupa del control de calidad y la certificación de productos.  El INACAL orienta y coordina las acciones del sistema nacional de calidad.  El Organismo Uruguayo de Acreditación (OUA) se encarga de la acreditación de laboratorios y otros entes.  La actividad de metrología es responsabilidad del LATU.  Todos estos organismos integran el Sistema Uruguayo de Normalización, Acreditación, Metrología y Evaluación de la Conformidad (SUNAMEC), creado por el Decreto No 89/10, de 26 de febrero de 2010.  El SUNAMEC remplazó al Sistema Uruguayo de Acreditación, Normalización, Certificación, Calibración y Ensayo (SUANCCE), establecido en 1997.
130. El SUNAMEC está presidido por el Consejo Nacional de Normalización, Acreditación y Metrología (CONNAM) que está integrado por los Ministros de Industria, Energía y Minería;  Economía y Finanzas;  y Ganadería, Agricultura y Pesca, así como por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).  El CONNAM tiene la responsabilidad de controlar el cumplimiento de las normas técnicas establecidas y del funcionamiento de los organismos de normalización, acreditación y metrología, y de proponer al Poder Ejecutivo políticas para la calidad.

131. El SUNAMEC cuenta además con un Comité Nacional de Normalización, Acreditación y Metrología, presidido por un representante del INACAL y constituido además por un representante del UNIT, uno del OUA y uno del LATU.  El Comité asesora al CONNAM en sus labores de control del sistema creado y en la elaboración de propuestas de políticas para la calidad.  El Comité también tiene como función el acordar con el UNIT y el OUA programas de elaboración de normas y de acreditación, respectivamente, considerados necesarios para la implementación de políticas públicas.
132. El Uruguay notificó a la OMC que el Servicio de Información Comercial del MEF es su servicio nacional de información para el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.
  La Dirección General para Asuntos Económicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores actúa como centro de notificación.
  El UNIT aceptó en septiembre de 1997 el Código de buena conducta para la elaboración, adopción y aplicación de normas que figura en el Anexo 3 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.

b)
Normalización

133. El Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT), institución privada, es el organismo encargado de la normalización en el Uruguay.  El UNIT prepara y aprueba normas por intermedio de más de 30 comités técnicos especializados integrados por representantes de todos los sectores involucrados, que dan respuesta a solicitudes formuladas por instituciones oficiales y empresas; privadas, referentes a los requisitos técnicos que deben cumplir determinados productos, a los métodos de ensayo que se deben utilizar en su medición, elementos de seguridad, entre otros.
  Las normas UNIT son elaboradas, adoptadas, o armonizadas a solicitud de los sectores público y privado.  El UNIT realiza también la certificación de productos y servicios y la certificación de sistemas de calidad.
  El UNIT es miembro de varias organizaciones internacionales de normalización.
  
134. En agosto de 2011, había 1.931 normas UNIT en vigor, comparadas con 1.643 reportadas en el último examen del Uruguay.
  Las normas UNIT cubren diversos temas, desde la gestión y el aseguramiento de la calidad, hasta normas para materiales de construcción, electrotecnia, seguridad, productos alimenticios, textiles, papel, madera, material de lucha contra incendios, recipientes para gases, dibujos, metales, el área sanitaria, cueros, y fertilizantes, entre otros.
  Una parte de las normas UNIT han sido declaradas de cumplimiento obligatorio por el Poder Ejecutivo y diversas Intendencias Municipales.  Estas se refieren principalmente a normas en el área de electricidad (instalaciones eléctricas, aparatos electrodomésticos, etc.) y en el área de inocuidad alimenticia (identidad y calidad de los alimentos).  Las normas UNIT pueden consultarse en el Catalogo de Normas UNIT, que se encuentra en línea.  La mayor parte de las normas se basan en normas internacionales y regionales.
135. A nivel regional, el UNIT participa en la elaboración de normas MERCOSUR y COPANT, y a nivel internacional se hace lo propio con las normas ISO e IEC.  El UNIT además tiene un Memorando de Entendimiento con ASTM International por el cual mantiene actualizada esta colección de normas.

136. La participación del UNIT en los trabajos de normalización a nivel MERCOSUR se realiza a través de su membresía en la Asociación MERCOSUR de Normalización (AMN).
  La AMN es la institución regional no gubernamental encargada de armonizar las normas técnicas y está compuesta por los organismos de normalización de cada país miembro.  Por un convenio firmado en 2004, entre el Grupo Mercado Común y la AMN, ambos se relacionan a través del SGT No 3 (Reglamentos Técnicos y Evaluación de la Conformidad).  El objetivo es cooperar en materia de información, así la AMN presenta su plan anual de trabajo, el cual deberá tener en cuenta las prioridades del MERCOSUR, al SGT No 3.  También debe informar semestralmente sobre el avance de sus trabajos, adjuntando las normas aprobadas.  La AMN realiza sus actividades por intermedio de comités sectoriales, que representan los segmentos industriales de cada país y que conducen un proceso de elaboración y armonización de normas que luego son aprobadas por la AMN.  

137. La adopción de las normas del MERCOSUR como normas nacionales por cada país miembro es voluntaria.  El Uruguay, así como los demás países del MERCOSUR, ha continuado haciendo esfuerzos para armonizar sus normas a la normativa regional.  La institución regional encargada de esta tarea es la AMN.  A agosto de 2011 se habían adoptado y estaban en vigor 599 normas del MERCOSUR, 6 se encontraban en votación nacional y 4 estaban en curso de aprobación.  Además, había 441 proyectos más en el plan de trabajo.
  

c)
Control de la calidad y evaluación de la conformidad
138. El Instituto Nacional de Calidad (INACAL), persona jurídica de derecho público no estatal creada por la Ley No 17.930, de 19 de diciembre de 2005, se ocupa del control de la calidad y la evaluación de la conformidad.  La finalidad del INACAL, el cual se comunica con el Poder Ejecutivo a través del MIEM, es orientar y coordinar las acciones de un Sistema Nacional de Calidad.
 

139. La ley estipula que el INACAL tiene como objetivos, entre otros:  promover la mejora de la competitividad de las empresas como medio para incrementar sostenidamente las exportaciones;  y respaldar técnicamente al consumidor en cuanto a la calidad como base de su elección.  En los dos últimos años, el INACAL ha buscado, además, fomentar la adopción de prácticas de gestión que permitan mejorar los actuales niveles de desarrollo de las Micro y Pequeñas Empresas, y mejorar la competitividad de las mismas, promoviendo la mejora continua de su gestión.

140. La adopción de los procedimientos de evaluación de la conformidad está a cargo de diversos organismos certificadores.  Los pasos para adoptar esos procedimientos son similares a los seguidos para la adopción de reglamentos técnicos, habiendo un período de consulta pública, y publicándose el resultado del proceso en el Diario Oficial.  
141. La evaluación de la conformidad puede realizarse mediante certificación, inspección en el comercio al por menor, y, en los puertos de entrada y para los productos importados, muestreo.  La certificación la llevan a cabo principalmente terceras partes acreditadas y es por lo general voluntaria, salvo para los productos sujetos a reglamentos técnicos uruguayos para los cuales la certificación es obligatoria.  
142. El Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT) maneja un Sistema Independiente de Certificación de la Calidad, mediante el cual se otorga el uso de la "Marca UNIT de Conformidad con Norma UNIT" a aquellos productos para los cuales se haya previamente establecido normas UNIT y cuyos fabricantes alcancen en forma permanente el nivel de calidad exigido en las mismas.  El otorgamiento de la Marca UNIT implica que el UNIT ha realizado previamente:  una auditoría permanente sobre el control de calidad del fabricante;  la evaluación de la concordancia del diseño del producto con los requerimientos de la norma UNIT;  la evaluación de la posibilidad del sistema de producción del fabricante de producir conforme a norma UNIT;  la evaluación de la posibilidad del Sistema de Control de Calidad del fabricante de verificar el cumplimiento permanente de las especificaciones establecidas en la norma UNIT;  la aprobación de los prototipos;  la inspección y aprobación de los componentes y materias primas;  y controles de la materia prima y del producto terminado en sus puntos de venta.
 
143. Existen 15 tipos de productos susceptibles de certificación permanente:  envases retornables para gas licuado de petróleo;  válvulas;  tubos flexibles de PVC para uso en conexiones para GLP, a baja presión;  envases metálicos desechables para butano comercial propano comercial o mezclas de GLP;  envases portátiles de dióxido de carbono;  extintores de incendio;  calentadores de agua (de acumulación, instantáneos);  cascos protectores para uso industrial;  materiales para instalaciones sanitarias (tubos de plástico, caños de acero negro o cincados, aros de goma, interceptores de grasa, depósitos para agua potable); materiales para instalaciones eléctricas (interruptores, fichas y tomacorrientes;  envolventes para instalaciones eléctricas;  conductos para instalaciones eléctricas;  conductores eléctricos;  portalámparas;  interruptores automáticos;  adaptadores;  prolongadores);  materiales para instalaciones telefónicas; materiales para construcciones civiles (cemento, barras de acero, tratamiento de la superficie de aluminio (anodizado);  productos para la señalización vial;  bicicletas uso infantil;  lámparas fluorescentes compactas.

144. Además de la Marca UNIT, el UNIT también proporciona servicios de certificación de calidad de productos a solicitud expresa de los compradores, o para cumplir con exigencias de decretos municipales y certificaciones y asesoramientos para la recepción de lotes.  También se realizan certificaciones permanentes de servicios.  Además, a agosto de 2011, había unas 244 empresas con sistema de la calidad certificados por el UNIT.

145. El LATU es la entidad que controla que los productos alimenticios envasados importados cumplan con las disposiciones del Reglamento Bromatológico Nacional.  El LATU es también el organismo responsable de la metrología legal en el Uruguay.  El LATU es miembro fundador del Sistema Interamericano de Metrología (SIM).  Desde octubre del año 1999 los servicios de calibración de masa, balanzas y temperatura están acreditados por el Deutscher Kalibrier Dienst (DKD) de Alemania.
  
146. El MGAP, a través de la Dirección General de Servicios Agrícolas, tiene a su cargo el control de calidad de productos fitosanitarios y materias primas, así como de alimentos para animales y vegetales in natura (véase también sección 2) ix)).  El Instituto Nacional de Semillas (INASE) realiza el control de calidad de toda estructura vegetal usada para siembra o propagación.

147. La empresa estatal ANTEL tiene a su cargo la certificación del equipo de telecomunicaciones;  y en el sector eléctrico la certificación puede efectuarse (además de por el UNIT y el LATU) por LATU Sistemas S.A., el Instituto de Ingeniería Eléctrica de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la República, el Laboratorio de la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), o cualquier otro organismo de certificación reconocido por la URSEA y la URSEC que tenga presencia comercial en el Uruguay.

148. El Uruguay no reconoce automáticamente la certificación de productos y sistemas de los organismos de certificación extranjeros, reconociendo las pruebas y la certificación llevadas a cabo en el país exportador sólo si existe un acuerdo de reconocimiento mutuo.  El UNIT tiene acuerdos de reconocimiento mutuo en el ámbito voluntario referentes a la certificación de productos, entre otros, con la Asociación Española de Normalización y Certificación (AENOR), el Ente Nazionale Italiano di Unificazione (UNI) y el Istituto Italiano della Marchia de Qualità (IMQ).

149. El Uruguay aplica requisitos específicos de etiquetado a productos como alimentos, la cerveza de malta, los productos vitivinícolas, productos y subproductos de origen vegetal, semillas, plaguicidas, fertilizantes, enmiendas para el suelo y afines, los textiles y el calzado, el equipamiento eléctrico y los medicamentos (ver cuadro AIII.1).  De acuerdo con el Decreto No 141/92, de 2 de abril de 1992, la Dirección Nacional de Comercio y Defensa del Consumidor del MEF está encargada de asegurar el cumplimiento de las prescripciones en materia de etiquetado.  Todos los productos destinados a la venta deben tener una etiqueta con la siguiente información mínima en español: nombre y origen del producto, nombre y dirección del productor o importador, peso, fecha de vencimiento, ingredientes, instrucciones y condiciones de almacenamiento.  En general, el Uruguay sigue las reglamentaciones del MERCOSUR en materia de marcado, etiquetado y envasado.  La URSEA tiene competencia sobre el etiquetado de productos eléctricos respecto de la eficiencia energética.
150. Según lo dispuesto por la Ley No 16.753, de 13 de junio de 1996, todos los envases o botellas de bebidas alcohólicas deben llevar una etiqueta impresa que indique la naturaleza o tipo de bebida, su contenido alcohólico y la identificación del productor o importador.  El Decreto No 283, de 16 de junio de 1993, estipula que rigen requisitos especiales para los vinos "de calidad preferente", y según el Decreto No 431, de 21 de septiembre de 1994, los vinos importados de "calidad preferente" con denominación de origen reconocido (DOR) deben tener una etiqueta adicional aprobada por el Instituto Nacional de Vitivinicultura.  Otros diversos productos están sujetos a requisitos especiales en materia de etiquetado (cuadro AIII.1).  
d)
Acreditación
151. El Organismo Uruguayo de Acreditación (OUA), creado en enero de 1999 como institución privada, está encargado de acreditar laboratorios de calibración y ensayo, así como organismos de certificación de sistemas de calidad, productos, servicios y procesos, y personas.  Conforme a la Ley No 17.930, el UNIT fue el primer organismo acreditado por el OUA.
152. Para obtener la acreditación se debe presentar una solicitud al OUA, la que incluye la documentación pertinente, sobre la cual se hace una evaluación, además de realizarse una evaluación in situ.  Para mantener la acreditación, el organismo acreditado debe someterse a evaluaciones periódicas.  La acreditación de los laboratorios y otras entidades se hace de conformidad con las normas internacionales, y con las directrices de la Cooperación Internacional de Acreditación de Laboratorios (ILAC), el IAF (Foro Internacional de Acreditación) y la IAAC (Cooperación Interamericana de Acreditación). 

153. A agosto de 2011, se encontraban acreditados por el OUA:  4 organismos de certificación de sistemas de gestión;  5 organismos de certificación de productos;  16 laboratorios de ensayo;  4 laboratorios de calibración;  y 2 de análisis clínicos.

e)
Reglamentos técnicos
154. Hasta agosto de 2011, el Uruguay ha presentado sólo seis notificaciones sobre proyectos de reglamentos técnicos a la OMC, referidos a:  las sustancias agotadoras de la capa de ozono;  una norma de calidad para la zanahoria;  los estándares de calidad para la producción y comercialización de semillas de girasol, maíz, arroz, sudangrass, soja, sorgo granífero y sorgo forrajero;  las semillas botánicas (2);  y la avena negra.
  El Uruguay presentó además una notificación sobre un reglamento técnico ya aprobado referido a la harina de trigo.
 
155. Los ministerios y organismos encargados de la elaboración de reglamentos técnicos pueden iniciar la elaboración de un reglamento técnico de oficio o a petición de un tercero.  Si se considera que el reglamento técnico propuesto tendrá efectos en el comercio, se envía el proyecto a la OMC para que los Miembros puedan formular observaciones al respecto.  Una vez examinadas todas las observaciones y sugerencias recibidas, el ministerio u organismo competente decide si se adopta el reglamento técnico, con o sin modificaciones.  Las observaciones recibidas por otros Miembros de la OMC se tramitan a través de la Comisión Interministerial sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, presidida por el Ministerio de Relaciones Exteriores, Dirección General para Asuntos Económicos Internacionales.  La Comisión recibe de parte de los ministerios o agencias elaboradoras los proyectos de reglamentos técnicos y tramita a su vez ante las observaciones recibidas por otros Miembros de la OMC.  El punto focal de recepción de notificaciones es la Asesoría de Política Comercial del MEF.  Los reglamentos técnicos adoptan la forma de leyes, decretos o resoluciones, según proceda, y se publican en el Diario Oficial.  Los reglamentos técnicos siguen en general directrices regionales o internacionales y se aplican de igual modo a los productos nacionales y a los importados.
156. El Grupo Mercado Común (GMC) del MERCOSUR promulga reglamentos técnicos MERCOSUR en forma de resoluciones.  El Subgrupo de Trabajo No 3 (SGT No 3, Reglamentos Técnicos y Evaluación de la Conformidad) se encarga de elaborar el proyecto de reglamento técnico, incorporar las observaciones resultantes del proceso de consultas internas y presentar al GMC el proyecto final para su aprobación.  La medida se notifica a la OMC tras la celebración de las consultas internas pero antes de su adopción por el MERCOSUR o su incorporación en el sistema jurídico interno.
  El Uruguay ha internalizado la normativa MERCOSUR sobre reglamentos técnicos.
157. Muchas normas han sido convertidas en reglamentos técnicos (de cumplimiento obligatorio) por el Poder Ejecutivo.
  La mayor parte de los reglamentos técnicos adoptados durante el período objeto de examen se basa en "reglamentos técnicos" del MERCOSUR (es decir, normas de adopción obligatoria para los miembros del MERCOSUR) (cuadro AIII.1).  

158. También se aplican reglamentos técnicos en el sector de las telecomunicaciones para ciertos equipos.
  La institución encargada de regular y controlar las actividades relacionadas con las telecomunicaciones es la URSEC.  De la misma manera, en el sector de la electricidad se han adoptado varios reglamentos técnicos, que se refieren sobre todo a cuestiones de seguridad y calidad (cuadro AIII. RT).  La institución encargada de la regulación del sector es la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA).  Los alimentos y bebidas importados que determine el MIEM están sujetos a inspección por el LATU;  los productos nacionales están controlados por la Intendencia (gobierno municipal).  

ix) Medidas sanitarias y fitosanitarias 
159. El Uruguay ha notificado como servicio de información en materia de medidas sanitarias o fitosanitarias y autoridad encargada de las notificaciones a la Dirección de Organismos Económicos Internacionales del MRREE.
  El Uruguay ha realizado un total de 13 notificaciones (hasta agosto de 2011) al Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, siete de estas notificaciones se efectuaron desde el último examen de sus políticas comerciales en 2006.  Las medidas notificadas incluyen: requisitos zoosanitarios para la importación definitiva de équidos (2);  requisitos zoosanitarios para la importación de abejas reinas y productos apícolas,  requisitos zoosanitarios para la importación de embriones equinos,  requisitos zoosanitarios para la importación de équidos para faena;  requisitos zoosanitarios para la importación de semen equino;  i requisitos zoosanitarios para la importación de semen caprino;  y requisitos zoosanitarios para la importación de semen ovino.

160. El MGAP tiene la responsabilidad de elaborar y aplicar programas de protección sanitaria y fitosanitaria para el sector agropecuario, agroindustrial y pesquero, así como de controlar y supervisar el cumplimiento de las normas sanitarias y fitosanitarias, las normas de calidad de insumos agrícolas, y productos veterinarios, y las normas sobre residuos de plaguicidas en productos vegetales y ciertos zooterápicos.  El MGAP también está encargado de controlar la calidad y la composición de los alimentos para animales, según lo dispuesto por el Decreto No 328/993, de 9 de julio de 1993;  esta labor se realiza a través de la Comisión Técnica Coordinadora en Materia de Importación de Alimentos para Animales, creada en 2001, y compuesta por dos delegados de la Dirección General de Servicios Ganaderos (DGSG) y otros dos de la Dirección General de Servicios Agrícolas (DGSA).  Asimismo, la DGSG tiene a su cargo la investigación y control de residuos  de medicamentos veterinarios y contaminantes ambientales en establecimientos agropecuarios (raciones, forrajes, productos veterinarios) y plantas industrializadoras de productos de origen animal, según lo establecido por el Decreto No 576/ 009, de 15 de diciembre de 2009.
161. La DGSG es el ente encargado de la política sanitaria animal y de protección de alimentos y productos de origen animal.  La DGSG tiene también la responsabilidad de garantizar la condición higiénica sanitaria de los alimentos y los productos de origen animal asegurando su inocuidad, principalmente para el consumo humano, tanto a nivel nacional como internacional.  La DGSG se ocupa, además, de establecer las bases técnicas para formular y actualizar el marco jurídico-regulatorio de las actividades vinculadas a salud animal, salud pública veterinaria, protección de alimentos y productos de origen animal, así como de controlar y certificar las condiciones sanitarias e higiénico-sanitarias de importación y exportación de animales, material genético, productos de origen animal e insumos de uso en salud y producción animal.  Para cumplir con su cometido, la DGSG realiza diagnósticos, efectúa análisis de laboratorio (Decreto No 24/998, de 28 de enero de 1998), y controla y registra productos veterinarios (Decreto No 160/997, de 21 de mayo de 1997);  también tiene la facultad de habilitar laboratorios de diagnóstico y análisis clínicos.
  A partir del 1° de julio de 2011, con la Ley No 18. 565, de 10 de abril de 2010, modificativa de la Ley No 17.997, de 2 de agosto de 2006, el Uruguay ha consolidado la rastreabilidad (identificación individual y registro informático) de todo el rodeo bovino en forma obligatoria.  En tal sentido, todos los bovinos en pie y el producto de la faena con destino a exportación, cuentan con rastreabilidad individual.

162. La DGSA es el ente nacional de protección fitosanitaria en el Uruguay.  La DGSA tiene como misión el organizar, desarrollar, y ejecutar las políticas fitosanitarias y de calidad vegetal, de calidad e inocuidad de los alimentos vegetales, de calidad y control de los insumos agrícolas, de alimentos para animales y productos vegetales de facilitación y ordenación de la comercialización de granos.  Los importadores de alimentos para animales están sujetos al requisito de registro previo en la DGSA y al control de calidad e inocuidad al ingreso al país.  Conforme al Decreto No 328/993, de 9 de julio de 1993, la DGSA, a través de sus Servicios Fitosanitarios, toma muestras para análisis y expide los correspondientes certificados.  Además, según el mismo Decreto, para los productos destinados a la nutrición animal se requiere un certificado de venta libre del país de origen.  La DGSA, conjuntamente con la DGSG, participa en los controles de frontera, fiscalización el ingreso de los productos bajo su área de control, según lo estipulado por la Resolución DGSA/DGSG 05/2001 de 22 de junio de 2001.  De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 376 de la Ley No 18.719, de 27 de diciembre de 2010 (sustitutivo del artículo 275 de la Ley No 16.170, de 28 de diciembre de 1990), la DGSA y la DGSG están facultadas para ejercer el control y prohibir el ingreso al país de productos de origen animal, vegetal y alimentos para animales que contengan residuos biológicos u otros contaminantes ambientales  en niveles superiores a los que se determinan  en las normas nacionales, Codex Alimentarius o en las exigidas por los países de destino, según corresponda.
163. El establecimiento de normas en el sector de la pesca y sus productos es responsabilidad de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA).  Sus normas se aplican a los productos de la pesca destinados al consumo humano o animal, así como su elaboración, almacenamiento, transporte y comercialización.
  Las reglamentaciones y los controles que aplica la DINARA siguen directrices establecidas, entre otros, por la FAO‑OMS y el Codex Alimentarius.
  

164. El Decreto No 55/003, de 6 de febrero de 2003, faculta al MSP a establecer los requisitos sanitarios de los productos alimenticios para consumo humano sobre la base del asesoramiento de la Dirección General de la Salud.  Las normas dictadas por el MSP están basadas en las del Codex Alimentarius.  En la práctica, el MSP ha delegado ciertas competencias a las intendencias municipales y al MGAP.  Así, las intendencias municipales velan por que se cumpla el Reglamento Bromatológico Nacional
 y el MGAP se encarga del control de las condiciones higiénico-sanitarias de los establecimientos de producción, industrialización y acopio de productos alimenticios bajo su competencia. 

165. El cuadro III.11 enumera las principales leyes y decretos actualmente en vigencia en el Uruguay en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias.  La Ley básica sobre sanidad animal es la Ley No 3.606, de 13 de abril de 1910 y sus modificaciones.
  Esta normativa fue actualizada en materia de programas sanitarios de prevención, vigilancia, control y erradicación de enfermedades en los animales, por la Ley No 18.362, de 6 de octubre de 2008, cuya competencia corresponde a la DGSG.  El Capítulo III de esta Ley, reglamentado por el Decreto, de 8 de junio de 1934 (Reglamento de Importación y Exportación de Animales y Productos de Origen Animal) regula la relativo a la importación de animales y productos de origen animal, y dispone:  a) la inspección por la Autoridad Sanitaria de todos los animales y productos de origen animal que se introduzca al país por los puertos y pasajes fronterizos habilitados al efecto;  b) cuarentena obligatoria (efectuada en la estación cuarentenaria) para los animales que provienen de países de ultramar;  c) una serie de prohibiciones que se puedan tomar cuando los bienes de origen animal proceden de país con enfermedades contagiosas o que no toman las medidas precautorias necesarias.

Cuadro III.11
Principal Legislación en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias, diciembre de 2011
	Leyes

	Ley No 13.640, de 26 de diciembre de 1967:  establece que el MGAP efectuará el control de las materias o productos de uso agrícola que se comercialicen por particulares a los efectos de verificar sus condiciones de venta, composición y destino.  Esta Ley fue modificada por la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 375, el cual faculta al Poder Ejecutivo a condicionar la utilización, elaboración, formulación, procesamiento, ingreso, egreso o comercialización de las materias o productos de uso agrícola o ganadero y de los que se utilicen para la alimentación animal, al previo registro y autorización del MGAP a través de las unidades ejecutoras competentes, en los términos, plazos y condiciones que establezca la reglamentación.  Los establecimientos en donde se elaboren, formulen y procesen las materias o productos indicados en esta disposición deben contar con la habilitación del MGAP;  éste controlará las actividades indicadas precedentemente a efectos de verificar que se cumplan las condiciones bajo las cuales se otorgaron las autorizaciones o habilitaciones o que se cumplan los requerimientos de los países de destino, según corresponda.  El MGAP también ejercerá el control y reglamentará las condiciones técnicas que deberán reunir los equipos que se utilicen en la aplicación de los productos de uso agrícola, así como la época, forma y condiciones de su utilización.


	Ley No 16.170, de 28 de diciembre de 1990:  faculta al Poder Ejecutivo a prohibir la utilización, venta y exportación de vegetales, productos o subproductos de origen vegetal contaminados con residuos de plaguicidas en niveles superiores a los establecidos en el Codex Alimentarius o por los requerimientos, en la materia, del país de destino. La Resolución PE No 825/992, de 15 de octubre de 1992 delegó en el MGAP las atribuciones conferidas y la Resolución Ministerial de 23 de octubre de 1992 la subdelegó a la actual DGSA.  La Ley 16.170 fue modificada por la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 376, que faculta a la Dirección General de Servicios Agrícolas y a la Dirección General de Servicios Ganaderos del MGAP a efectuar el control y prohibir el consumo, la utilización, comercialización, venta, importación, exportación o cualquier otra forma de ingreso o egreso al país de productos o subproductos de origen animal y vegetal y alimentos para animales, que contengan residuos de productos fitosanitarios, productos veterinarios o residuos biológicos u otros contaminantes, en niveles superiores a los que se determinan en las disposiciones higiénico sanitarias y de inocuidad establecidas para la alimentación humana o animal a nivel nacional o, en su defecto, en el Codex Alimentarius o en las exigidas por los países de destino, según corresponda.



	Ley No 3.606, de 13 de abril de 1910 y sus modificaciones:  Ley de Policía Sanitaria de los Animales.  Es la ley básica, pilar de todas las reglamentaciones relacionadas con la sanidad animal y la salud pública veterinaria.

	Decretos

	Decreto No 367/968, de 6 de junio de 1968:  faculta al MGAP a regular y en los casos que corresponda a prohibir la aplicación y destino de plaguicidas de empleo en sanidad animal y vegetal cuando los considere perjudiciales para la salud pública.

	 Decreto No 149/977, de 30 de marzo de 1977:  reglamenta el registro, control y venta de plaguicidas de uso agrícola.

	Decreto No 34/987, de 21 de enero de 1987:  establece exigencia de presentación del certificados de origen a los efectos del registro de plaguicidas 

	Decreto No 113/990, de 21 de febrero de 1990:  establece que toda persona física o jurídica que elabore o comercialice los productos comprendidos en el Decreto No 149/977 deberá inscribirse en la actual DGSA en los plazos términos y condiciones que se determinen y dispone exigencias respecto a la venta de plaguicidas de máximo riesgo para la salud humana y el medio ambiente. 

	Decreto No 393/990, de 27 de agosto de 1990:  Establece exigencias para la importación en admisión temporaria de productos que contengan plaguicidas para tratamiento de frutas de exportación.

	Decreto No 457/001:  reglamenta la aplicación aérea de productos fitosanitarios y de las empresas que efectúen tal actividad. 

	Decreto No 264/004, de 28 de julio de 2004:  reglamenta la aplicación de productos fitosanitarios por vía terrestre y de las empresas que efectúen tal actividad. 

	Decreto No 294/004, de 11 de agosto de 2004:  establece condiciones para el etiquetado de productos fitosanitarios.

	Decreto No 317/007, de 27 de agosto de 2007:  introduce modificaciones al marco reglamentario vigente sobre solicitud de registro de productos fitosanitarios.

	Decreto No 915/88, de 28 de diciembre de 1988.  prohíbe la importación, fabricación, venta y uso de medicamentos veterinarios para la promoción del crecimiento o engorde de las especies bobina, ovina, suina, equina y aves. 

	Decreto No 160/997, de 21 de mayo de 1997:  regula el registro y control de productos veterinarios incorporando las resoluciones GMC No 11/993; 44/993 y 39/996.
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	Decreto No 188/2010, de 14 de junio de 2010:  prohíbe la importación, fabricación, venta y uso de medicamentos veterinarios  formulados en base a Oxitetraciclina para aplicación en abejas.

	Decreto No 98/2011, de 2 de marzo de 2011:  prohíbe la importación, fabricación, comercialización y uso de alimentos para animales de las especies bovina y ovina, que contengan antibióticos con la finalidad de promover el crecimiento.

	Resoluciones

	Resolución de la Dirección de Sanidad Vegetal, de 27 de abril de 1988:  reglamenta las condiciones para la autorización de cambios de origen en el registro de plaguicidas. 

	Resolución de la Dirección General de Servicios Agrícolas, de 25 de mayo de 2004:  aprueba nuevo procedimiento de importación de productos fitosanitarios. 

	Resolución de la Dirección General de Servicios Agrícolas, de fecha 29 de junio de 2004:  dispone la inclusión de frases precautorias en los textos de etiquetas de productos fitosanitarios. 

Resolución Ministerial  de 27 de noviembre de 1988:  prohíbe la importación y el uso de cloranfenicol.
Resolución Ministerial No 389/2010, de 22 de abril de 2010:  regula la comercialización, importación y uso de productos veterinarios que tengan como indicación terapéutica las funciones de superovulación, inducción al celo, ovulación y control de la función reproductora en animales no destinados a engorde.  Se limita la comercialización, importación, uso y tenencia de los productos hormonales en base a estradiol.  


Fuente:
OMC, sobre la base de información proporcionada por las autoridades

166. Se requieren certificados sanitarios y fitosanitarios según el nivel de riesgo, expedidos por el país de origen, para animales, vegetales, y para productos de origen animal y vegetal.  Además, los productos pueden someterse a otros requisitos, como la autorización previa o prescripciones de registro (cuadro III.12).  De acuerdo con la Ley No 3.606, de 13 de abril de 1910, el Decreto Reglamentario, de 8 de junio de 1934, el Decreto No 14 de 12/01/93, y la Circular Externa No 99/06, de 7 de febrero de 1994 de la División Contralor del Comercio Internacional del BROU, la importación de animales y productos de origen animal está sujeta a inspección de la Policía Sanitaria de los Animales en el momento de su llegada al Uruguay.  Las enfermedades sujetas a medidas sanitarias figuran enumeradas en la Ley No 3.606, de 13 de abril de 1910.
  Los animales están sujetos a cuarentena siguiendo las normas de la OIE para los controles de cuarentena.  Según lo estipulado por la Ley No 3.606, de 13 de abril de 1910 (con sus actualizaciones), los costos relacionados con estas medidas, como los de cuarentena y manutención, están a cargo del propietario o encargado de los animales.  Además, se han dictado disposiciones referentes al control y erradicación de determinadas enfermedades (véase el cuadro III.12).

Cuadro III.12
Principales requisitos sanitarios y fitosanitarios para los productos importados, agosto de 2011
	Productos
	Requisitos
	Base jurídica

	Mercaderías de origen vegetal
	Solicitud de Acreditación Fitosanitaria de Importación (AFIDI) o Declaración previa de acuerdo al riesgo fitosanitario de la mercadería ante la Dirección General de Servicios Agrícolas del MGAP, antes de los cinco días hábiles del arribo de la mercadería
	Decreto No 328, de 21 de junio de 1991;  Decreto No 373, de 8 de octubre de 1997

	Productos de origen vegetal frescos o congelados y productos panificados (con excepción del pan rallado) cocidos o para cocción
	Autorización previa del MSP
	Decreto No 521, de 24 de noviembre de 1993

	Productos pesqueros, subproductos y derivados
	Autorización previa de importación de la DINARA
	Decreto No 213/97, de 18 de junio de 1997;  Decreto No 149, de 7 de mayo de 1997

	Cuadro III.12 (continuación)

	Productos de mar, frescos, o congelados de especies capturadas en costas o procesados en tierra (que se indican específicamente)
	Autorización previa del MSP
	Decreto No 521, de 24 de noviembre de 1993;  Circular No 99/009, de 9 de marzo de 1994 de la División de Contralor del Comercio Internacional del BROU

	Huevos para incubar y pollos de un día
	Autorización previa de la División de Sanidad Animal
	Resolución No 37, de 31 de julio de 2003 de la Dirección General de Servicios Ganaderos

	Carnes de aves de cualquier especie, enfriadas, congeladas e industrializadas y vísceras aviares comestibles
	Inscripción del importador en el Registro de Exportadores e Importadores de Carnes de Aves del INAC
	Resolución No 47, de 15 de abril de 1993 del INAC

	Ganado bovino, ovino y equino en pie
	Autorización previa de la Dirección General de Servicios Ganaderos.  Requisitos de identificación previos al egreso de la cuarentena.
	Resolución de 26 de agosto de 1998 del MGAP.  Resolución DGSG Nº 23/002, de 7 de mayo de 2002.

	Carne porcina en cualquiera de sus formas y sus preparados
	Inscripción del importador en el Registro de Fábricas y de Importadores de Productos Cárnicos del INAC
	Resolución No 109, de 28 de agosto de 1988 del INAC

	Semen y embriones de especies animales
	Inscripción de los importadores en el Registro de la División de Mercados y Puertos de la Dirección de Sanidad Animal;

Autorización previa de la Dirección de Sanidad Animal
	Decreto No 5, de 3 de enero de 1992; Decreto No 182, de 6 de mayo de 1992

	Alimentos importados para nutrición animal 
	Registro de alimentos para animales (productos) ante el MGAP cuando los productos han sufrido mezclado o industrialización;  Régimen de Descarga Directa
	Decreto No 328/993, de 9 de julio de 1993

	Abejas reinas y productos apícolas destinados a los Estados Partes del MERCOSUR 


	Certificado Veterinario Internacional emitido por el Servicio Veterinario Oficial del país de procedencia.  Los productos apícolas deberán venir en envases de primer uso.
	Decreto No 572, de 24 de noviembre de 2008.  Aprueba Resolución GMC 23/07

	Abejas
	Certificado Sanitario expedido por el órgano competente del país de origen donde conste que la región de donde proceden está libre de la loque, la acariosis, la nosomiasis, la polilla (Galleria Melonella)
	Decreto, de 8 de junio de 1934

	Animales y productos de origen animal
	Certificado Sanitario expedido por la autoridad competente del país de origen
	Decreto No 14, de 12 de enero de 1993

	Animales equinos, bovinos, caprinos, ovinos y porcinos procedentes de ultramar y productos de origen animal
	Inspección y observación cuarentenaria.  Tiempo de cuarentena
	Ley No 3606, de 13/IV/10.  Ley de Policía Sanitaria de los Animales.  Decreto No 237/998, de 2 de septiembre de 1998

	Aves exóticas
	Autorización Previa de Importación y cuarentena
	Decreto No 378, de 8 de octubre de 1982

	Aves y huevos de pedigrí con destino a la reproducción
	Certificado Sanitario donde conste que los establecimientos de producción de origen están libres de salmonelosis y se hallan ubicados en zonas libres de enfermedades infecto-contagiosas.  Registro del establecimiento importador como incubadurías en la Dirección de Sanidad Animal
	Decreto No 758, de 13 de septiembre de 1973

	Aves y huevos
	Permiso Previo de Importación emitido por el MGAP
	Decreto, de 18 de septiembre de 1951

	Bovinos, bubalinos, ovinos, caprinos, cerdos, rumiantes, conejos, aves
	Cuarentena
	Decreto No 237, de 2 de septiembre de 1998

	Cerdos y carne fresca y desosada de cerdo provenientes de los Estados brasileños de Río Grande del Sur, Santa Catarina y Paraná
	Certificado expedido por la Autoridad Oficial Competente que acredite que la misma cumple con los requisitos establecidos por el Código Zoosanitario Internacional de la OIE con relación a las siguientes enfermedades:  peste porcina clásica, fiebre aftosa, peste porcina africana y estomatitis vesicular, enfermedad de Aujeszjky
	Resolución No 51, de 26 de septiembre de 2003. DGSG/RG 
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	Cueros crudos, secos y salados
	Requisitos sanitarios
	Decreto No 35, de 21 de enero de 1980.  Modificado por Decreto No 479, de 4 de diciembre de 2001

	Animales, productos de origen animal y material genético, que impliquen riesgo sanitario de introducción de Encefalopatía espongiforme bovina y prurigo lumbar (Scrapie)
	Certificado sanitario expedido por la autoridad competente del país de origen
	Resolución S/n, de 4 de julio de 2002.  MAGP

	Équidos procedentes de los Estados Partes del MERCOSUR
	Certificado Veterinario Internacional, emitido por el Servicio Veterinario Oficial del país de procedencia. Inspección y cuarentena en país de origen
	Decreto No 573, de 24 de noviembre de 2008.  Aprueba Resolución GMC 20/07

	Équidos procedentes desde países no miembros del MERCOSUR.
	Certificado Veterinario Internacional, emitido por el Servicio Veterinario Oficial del país de procedencia.  Inspección y cuarentena en país de origen
	Decreto No 575, de 24 de noviembre de 2008.  Aprueba Resolución GMC 19/07

	Leche y productos lácteos destinados a la alimentación humana o animal
	Controles de sanidad, higiene e inocuidad a cargo de la Dirección General de Servicios Ganaderos, que pueden ser "in situ" en el país de origen
	Decreto No 16, de 30 de marzo de 2009 que aprueba las Resoluciones GMC No 79/94, No 134/96 y No 81/96.  Decreto No 174, de 14 de mayo de 2002.  MGAP

	Productos de origen animal que ingresen al país desde Chile
	Habilitación del establecimiento productor por parte de la DGSG
	Resolución No 70, de 28 de noviembre de 2003.  DGSG/RD


Fuente:
Secretaría de la OMC.
167. La importación de varios productos está prohibida por consideraciones sanitarias (cuadro III.13).  

Cuadro III.13
Restricciones a la importación por razones sanitarias en 2011
	Animales y productos de origen animal procedentes de regiones donde existan enfermedades que puedan constituir una amenaza para la ganadería nacional o de naciones donde las leyes y disposiciones reglamentarias de sanidad animal no ofrezcan garantías suficientes a juicio del Poder Ejecutivo
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Reglamentario, de 8 de junio de 1934

	Equinos procedentes de países afectados por la peste equina africana
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto No 139, de 31 de marzo de 1992

	Aves domésticas o silvestres, huevos y productos relacionados, provenientes de Corea, el Japón, Viet Nam, China, Indonesia, Laos, el Pakistán, Tailandia, Camboya, y el Taipei Chino y de aquellos en los que pueda aparecer la enfermedad conocida como Influenza Aviar o Gripe del Pollo
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto No 50/04, de 11 de febrero de 2004

	Medicamentos veterinarios utilizados para la promoción del crecimiento en las especies bovinas, ovinos, suinos, equinos y aves 
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto No 915/988, de 28 de diciembre de 1988

	Sangre bovina
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución, de 20 de agosto de 1993

	Hexaclorocicloexano para ser utilizado en sanidad animal y vegetal
	Proteger la salud y la vida de los animales y plantas
	Resolución MGAP, de 12 de enero de 1977

	Tortugas marinas
	Proteger la salud y la vida de los animales 
	Decreto No 144, de 3 de junio de 1998.  MGAP

	Aves ornamentales o de compañía, aves domésticas, huevos y otros productos aviares, desde países y regiones con presencia del virus
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución No 116, de 22 de noviembre de 2005. DGSG/RG

	Carne bovina y ovina desosada, madurada y en cortes procedentes de las Provincias de Salta, Jujuy y Formosa de Argentina
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución No 49, de 18 de septiembre de 2003.  DGSG
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	Hexaclorocicloexano
	Proteger la salud y la vida de los animales y plantas
	Resolución MGAP, de 30 de enero de 2002

	Productos fitosanitarios a base de metil paration y fosfamidon para todo uso agrícola.  
	Proteger la salud y la vida de los animales y plantas
	Resolución MGAP, de 30 de enero de 2002

	Hormiguicidas a base de dodecacloro para todo uso agrícola
	Proteger la salud y la vida de las personas
	Resolución MGAP, de 22 de junio de 2004


Fuente:
Secretaría de la OMC.

168. Los funcionarios de la Dirección General de Servicios Ganaderos y/o la Dirección General de Servicios Agrícolas intervienen para el control de la documentación o respecto de las medidas de atenuación de los riesgos sanitarios de los alimentos para animales únicamente a solicitud de la Comisión Técnica Coordinadora.
169. De acuerdo a lo establecido por el Artículo 63 de la Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997, en su redacción dada por el artículo 1° de la Ley No 18.467, de 27 de febrero de 2009, la importación y exportación de semillas sólo pueden ser efectuadas por quienes se hallaren inscriptos en el "Registro General de Semilleristas" llevado por el Instituto Nacional de Semillas (INASE).  La importación de semillas requiere autorización previa otorgada por el INASE, debiendo venir dicha semilla acompañada de los certificados de origen y fitosanitarios, así como de la información y de los rótulos establecidos por la reglamentación.  Solo podrá permitirse el ingreso de semillas de cultivares no inscriptos si se tratara de:  categorías superiores para ser multiplicadas pero no comercializadas en el país; materiales parentales;  muestras con fines experimentales o de ensayo y lotes cuyo objetivo sea la multiplicación de semillas en el país para la posterior exportación de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 50 de la Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997.

170. En el Uruguay el uso de organismos vivos de origen vegetal y sus partes genéticamente modificadas (cultivos transgénicos), se encuentra regulado por normas específicas, siendo el MGAP, donde se canalizan las solicitudes de autorización.
171. La introducción, uso y manipulación de vegetales y sus partes genéticamente modificados, está regulada por los Decretos No 353/008, de 21 de julio de 2008, No 535/008, de 3 de noviembre de 2008, y No 280/009, de 8 de junio de 2009.  El Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio), creado por el Decreto No 353/008, e integrado por los Ministros de Ganadería, Agricultura y Pesca, quien lo preside;  Salud Pública;  Economía y Finanzas;  Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente;  Relaciones Exteriores;  Industria, Energía y Minería, es el órgano que autoriza las nuevas solicitudes vinculadas a los vegetales y sus partes genéticamente modificados que ingresan al país y el que define los lineamientos de la política nacional de bioseguridad de vegetales y sus partes genéticamente modificados.  La Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR), integrada por un delegado de cada uno de los Ministerios que integran el GNBio, es quien asesora al Poder Ejecutivo en materia de bioseguridad de vegetales y sus partes genéticamente modificados.

172. Las autoridades indicaron que, a diciembre de 2011, se habían autorizado las solicitudes tramitadas de vegetales genéticamente modificados con respecto a maíz (para uso comercial, investigación y evaluación de cultivares) y soja (uso comercial, exportación de semillas y evaluación de cultivares).  

173. El Uruguay es miembro del Comité Regional de Sanidad Vegetal (COSAVE), organización regional cuyos miembros son la Argentina, el Brasil, Chile, el Paraguay y el Uruguay, y que funciona en el marco de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF), estableciendo los requisitos fitosanitarios para la importación de productos vegetales aplicando la normativa internacional de ésta.  El objetivo principal del COSAVE es fortalecer la integración fitosanitaria regional y desarrollar acciones integradas tendientes a resolver los problemas fitosanitarios de interés común para los países miembros.  En cumplimiento de las recomendaciones del COSAVE, el Uruguay aplica el sistema de acreditación fitosanitaria para productos vegetales de importación (AFIDI).  Según la Ley No 17.314, de 9 de abril de 2001, el Uruguay adoptó también el Nuevo Texto Revisado de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.  La DGSA es la Organización Nacional de Protección Fitosanitaria (ANFP) en el marco de dicha Convención.  Asimismo, el Uruguay forma parte del Comité Veterinario Permanente del Cono Sur (CVP), integrado además por las máximas autoridades en materia de sanidad animal e inocuidad de alimentos de la Argentina, del Estado Plurinacional de Bolivia, Brasil, Chile y el Paraguay.  En el caso de Uruguay, el integrante es el Director General de Servicios Ganaderos.  El Convenio de constitución del CVP, fue incorporado a la legislación uruguaya por Ley No 18.306, de 18 de junio de 2008.  
174. Dentro del MERCOSUR, el proceso de armonización de medidas sanitarias y fitosanitarias se realiza a través del Subgrupo de Trabajo No 8 - Agricultura, basados en los principios, directrices, criterios y parámetros para los acuerdos de equivalencia de los sistemas de control sanitario y fitosanitario, establecido por el documento RES/GMC/60/99.   El SGT No 8 se reúne periódicamente y está integrado por referentes de los organismos reguladores de cada país quienes previa y simultáneamente realizan las consultas a los comités citados en el párrafo XX (4).  Durante el período objeto de examen, el Uruguay ha continuado adoptando MSF armonizadas del MERCOSUR, en particular para los productos y subproductos vegetales.
175. El Uruguay ha concertado diversos acuerdos o convenios bilaterales para promover la cooperación en materia sanitaria y fitosanitaria, entre los cuales se citan los siguientes (con su fecha de entrada en vigor):  Acuerdo en Materia Zoosanitaria con Barbados (25 de febrero de 1997);  Convenio Sanitario Veterinario con Bulgaria (14 de octubre de 1994);  Acuerdo sobre Normas de Calidad Higiénico Sanitarias (LATU) con Chile (18 de noviembre de 1981);  Acuerdo sobre requisitos sanitarios y de cuarentena para la leche y los productos lácteos a ser exportados desde Uruguay a la República Popular de China (14 de agosto de 2002);  Acuerdo Interinstitucional de Cooperación en Materia de Sanidad Animal con México (7 de mayo de 1986);  Convenio sobre Cooperación en el Área de la Sanidad Animal con Hungría (19 de abril de 2003);  Convenio sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario con Rumania (6 de septiembre de 2002);  Convenio de Cooperación y Coordinación en Materia de Sanidad Pecuaria con el Perú (8 de enero de 1999);  Protocolo sobre requerimientos de cuarentena y sanidad animal para ganado a ser exportado a la República Popular de China (18 de febrero de 2005);  Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en el área de cuarentena e inspección entre la República de Corea y Uruguay (21 de noviembre del 2007);  Protocolo entre los Servicios Sanitarios de Rusia y la Dirección General de Servicios Ganaderos sobre las condiciones de suministro de productos de origen animal (22 de mayo de 2008);  Memorándum de Entendimiento para el establecimiento de un programa de exportación de carne de bovino madurada y deshuesada con destino a México (30 de enero de 2006).
3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Procedimientos, documentación y registro

176. La normativa que rige los procedimientos de exportación en el Uruguay está contenida en el Código Aduanero, Decreto-Ley No 15.691, de 7 de diciembre de 1984 y sus modificatorias, así como en el Decreto Nº 173/2005 (Norma relativa al Despacho Aduanero de Mercaderías).
  No hay un requisito de registro en Aduanas para los exportadores.  Sin embargo, la normativa uruguaya exige que todo exportador se registre ante la DGI, el BPS, el BSE, y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
  
177. Con fecha 2 de agosto de 2010 se aprobó en el MERCOSUR el "Código Aduanero del Mercosur" (Decisión CMC No 27/10), encontrándose e éste, a diciembre de 2011, pendiente de ratificación Parlamentaria en el Uruguay. 
178. Para la exportación debe utilizarse los servicios de un despachante de aduanas, el cual debe completar en su soporte informático el DUA, y enviar la información al Sistema Informático de la Dirección Nacional de Aduanas (DNA).  La DNA efectúa la validación del DUA, y envía al despachante de aduanas un mensaje conteniendo el número asignado al DUA y la fecha de registro.  Cuando la mercadería a exportar se encuentra a disposición de la aduana, se procede a la solicitud de canal.  Luego se imprime el DUA y se presenta la documentación correspondiente a la exportación, que consiste en una declaración jurada firmada por el despachante y por el exportador, la factura comercial o pro forma, copia del conocimiento de embarque, y cualquier otro documento que se requiera de acuerdo al producto de que se trate, como por ejemplo, certificados fito sanitarios.  
179. El sistema informático de la DNA designa el canal de verificación de la operación de exportación, a solicitud informática del despachante de aduanas.
  Actualmente la determinación de canal se basa tanto en criterios aleatorios como en la normativa vigente, incluido el análisis de riesgo.  En el caso que se designe que la mercadería deba pasar por el canal rojo se realiza una verificación física y control documental;
  si se determina que pase por el canal naranja sólo se realiza una verificación de documentos;  si se decide que pase por el canal verde no se realiza ninguna verificación.  De acuerdo con la información proporcionada por las autoridades, actualmente no se utiliza el canal naranja;  el porcentaje de exportaciones sujetas al canal rojo en 2010 fue del 11 por ciento, y el de aquéllas que pasaron por el canal verde del 89 por ciento. 
180. Una vez embarcada la mercadería, el despachante debe remitir a la DNA un mensaje informático con los datos definitivos del embarque (peso, cantidad, valor).  Cuando las exportaciones están sujetas al pago de impuestos, el exportador debe presentar información sobre los impuestos pagaderos y su pago se efectúa directamente al BROU o a la DGI (en los casos del aporte para el FIS, el IMEBA o cualquier otro impuesto de competencia de la DGI).  Una vez pagados los tributos pertinentes, la DNA registra la exportación en su Sistema Informático Lucía (SIL).  Estas y otras modificaciones al despacho de las exportaciones fueron introducidas por la Orden del Día O/D No 38/2010 de la DNA (Modificaciones al Procedimiento del Control Aduanero de las Exportaciones).

181. Las autoridades indicaron que se está reformulando la normativa actual (Decreto No 54/2003);   en lo relativo a la gestión de multas y recargos de gravámenes a la exportación que realiza el BROU, a fin de incorporar la exportación al nuevo sistema de canal de pago de tributos y otros rubros, vía Internet, próximo a ponerse en práctica para las otras operaciones.  Esta nueva modalidad, prescinde de la necesidad de concurrir del cliente a las oficinas de pago habilitadas, y aporta inmediatez de información para las operaciones de comercio exterior, y seguridad al riesgo que conlleva el manejo de valores. 
182. Para facilitar las exportaciones las micro, pequeñas y medianas empresas, la DNA a través de la Orden del Día O/D No 38/2009, de 17 de abril de 2009 (Reglamentación de la resolución de los Ministerios de Economía y Finanzas, Educación y Cultura, e Industria, Energía y Minería, de fecha 15 de marzo de 2009, que crea el "Régimen de exportación Exporta Fácil"), modificó la normativa vigente relativa a la exportación de mercaderías para adecuar la misma generando procedimientos que tengan en cuenta las características especiales de estas empresas.  Como resultado, se estableció un sub-régimen para la operaciones de exportación denominado "Exporta Fácil" para exportaciones de hasta 3.500 dólares EE.UU.  Dicho sub-régimen se identifica en la DUA con un código especial (43) y utiliza un formulario diferente (Exporta Fácil) que sustituye a la declaración de aduanas;  el resto de los requerimientos son los mismos que para una exportación normal, si bien existen costos diferenciales para estas operaciones (exoneración parcial del costo del certificado de origen, y exoneración del costo del despachante de aduana).  La operación aduanera de exportación amparada en este sub-régimen sólo podrá realizarse por intermedio de la Administración Nacional de Correos.
 

183. En virtud de la Orden del Día No 41/2011, de 20 de junio de 2011 y para cumplir los compromisos del Protocolo de Montreal, a partir del 1° de julio de 2011, los DUA y sus facturas comerciales correspondientes a operaciones de importación, exportación y tránsito de sustancias químicas definidas como hidroclorofluorocarbonos (HCFC, NCM 2903.4), así como sus preparaciones (NCM 3824.74), deben contener información específica y seguir un procedimiento particular.
 
184. A partir del 1° de julio de 2011, por Orden del Día, existe la obligatoriedad de la declaración del origen en el DUAM en el régimen de exportación a los efectos de la rastreabilidad de las operaciones certificadas.

ii) Impuestos, gravámenes y otras cargas a la exportación

185. Los derechos o tributos a las exportaciones están prohibidas por la Ley No 17.780, de 27 de mayo de 2004.  Esta Ley tiene una única excepción que se encuentra reglamentada por el Decreto No 639/006, de 27 de diciembre de 2006, y cuyas tasas vigentes son las establecidas en el Decreto No 456/984 (5 por ciento).  En función de esta excepción, las exportaciones de cueros crudos, salados, piquelados y wet-blue de las posiciones arancelarias incluidas en las partidas SA 4101 y en las subpartidas SA 4104.11 y 4104.19 están sujetas a un impuesto a la exportación del 5 por ciento.  
186. Las exportaciones de arroz con cualquier grado de elaboración y sus derivados estuvieron sujetas a una retención de 5 por ciento sobre su valor f.o.b. entre febrero de 2004 y julio de 2008, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley No 17.633, de 11 de julio de 2003, y por los Decretos No 392/003, de 26 de setiembre de 2003 y No 64/006, de 3 de marzo de 2006.  Así se crearon los Fondos de Financiamiento y Recomposición de la Actividad Arrocera (FFRAA) I y II, con los objetivos de abatir el endeudamiento de las empresas del sector y de financiar su actividad arrocera. Actualmente se han cancelado exitosamente ambos fondos, por lo que se ha eliminado la retención sobre las exportaciones. 

187. Las exportaciones de carnes de las especies bovina, ovina, suina, equina, de aves y de animales de caza menor, en todas sus formas, excepto conservadas, están sujetas al impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS), el cual se aplica a una tasa del 1 por ciento sobre el valor f.o.b. de las exportaciones (véase el capítulo IV 2)).
  El aporte para el FIS se aplica también a la venta en el mercado interno de carne vacuna y ovina destinada al consumo y de carne bovina y suina destinada a la industria.
188. Las exportaciones de ciertos productos agropecuarios están sujetas a tasas que se perciben para financiar organismos como el Secretariado Uruguayo de la Lana (SUL), el INAC, el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria (INIA) y el LATU (véase el capítulo IV 2)).  No se aplican otros gravámenes a la exportación, siendo la política general del Uruguay no hacer uso de este tipo de medidas.
iii) Prohibiciones de las exportaciones, restricciones y regímenes de licencia

189. La legislación uruguaya permite que puedan prohibirse o restringirse las exportaciones por razones tales como la protección del medio ambiente, para asegurar que se satisfagan las necesidades del país y por consideraciones sanitarias y de defensa del consumidor.  

190. En junio de 2011 se aplicaban prohibiciones a la exportación sólo sobre la chatarra y las sustancias agotadoras de la capa de ozono.  El Decreto No 345/004, de 23 de septiembre de 2004, dispone que la exportación de ciertos equipos o productos manufacturados, tales como los aerosoles; las espumas, los refrigeradores y congeladores, las instalaciones de aire acondicionado y transporte refrigerado requiere un permiso de la Dirección Nacional de Medio Ambiente del MVOTMA que acredite que dichos productos o equipos no contienen, no se produjeron con, ni requieren el uso de las sustancias controladas que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal.

191. En virtud del Decreto No 209/02, de 12 de junio de 2002 está prohibida la exportación de chatarra de acero y de fundición de hierro.  En cumplimiento del Protocolo de Montreal y de acuerdo con el Decreto No 345/004, de 23 de septiembre de 2004, está prohibida la exportación de las sustancias usadas que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal (a partir del 1º de marzo de 2008), así como de equipos o productos manufacturados con estas sustancias, que las contengan o requieran de ellas.
192. De acuerdo a lo establecido por el Artículo 63 de la Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997, en su redacción modificado por el Artículo 1º de la Ley No 18.467, de 27 de febrero de 2009, la exportación de semillas sólo pueden ser efectuadas por quienes se hallaren inscriptos en el "Registro General de Semilleristas" llevado por el INASE.  De acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 62 de la Ley No 16.811, el MGAP, previa consulta con el INASE, puede suspender temporalmente las exportaciones de semillas cuando ello afecte las necesidades del país;  sin embargo esta disposición nunca ha sido aplicada. 

193. En virtud de la Ley No 13.833 (Riquezas del Mar), de 23 de diciembre de 1969, la exportación  de especies vivas marítimas en cualquier estado de su desarrollo requiere de una autorización especial de la DINARA.
194. La exportación de las sustancias contenidas en las listas II, III y IV del Convenio de Viena sobre Sicotrópicos (sustancias controladas) de la ONU de 1971 requiere de una autorización previa del MSP, según lo dispuesto por la Ley No 14.294, de 23 de octubre de 1974.  Con respecto a la exportación de fertilizantes o de materias primas para su procesamiento, siguen vigentes las exigencias de registros para quienes importen, exporten, procesen, almacenen, distribuyan o vendan fertilizantes o sus materias primas.  
iv) Concesiones arancelarias y fiscales (incluidas las subvenciones y las zonas de 
elaboración para la exportación)

a) Subvenciones a la exportación

195. El Uruguay notificó a la OMC su régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz como medida que contiene subvenciones, y solicitó una prórroga del período de transición para la concesión de subvenciones a la exportación de conformidad con el párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo SMC.
  El Uruguay solicitó
, y obtuvo, la prórroga de este período de transición hasta finales de 2013, con un período final de eliminación gradual de dos años, que finalizará no más tarde del 31 de diciembre de 2015.

196. El Uruguay asumió compromisos referentes a sus subvenciones a la exportación para algunos productos agropecuarios (arroz, mantequilla y tortas de semillas oleaginosas (pellets de soja)).  Estos compromisos incluían la reducción, entre 1995 y 2004 de las subvenciones a las exportaciones de:  1.460.000 a 1.140.000 de dólares EE.UU. para el arroz;  de 210.000 a 160.000 dólares EE.UU. para la mantequilla;  y de 79.000 a 62.000 dólares EE.UU. para las tortas de semillas oleaginosas.  El Uruguay notificó al Comité de Agricultura de la OMC, a través de diversas comunicaciones, que en los años civiles 2004-2010 no se aplicaron subvenciones a la exportación de esos productos.

b)
Concesiones arancelarias y fiscales

197. Existe un régimen de devolución de impuestos indirectos, en virtud del cual el exportador puede recuperar los tributos internos que integran el costo del producto exportado con el fin de neutralizar su incidencia.
  El régimen se aplica únicamente a las exportaciones en las que el valor c.i.f. de los insumos importados no excede del 80 por ciento del valor f.o.b. de la exportación misma.  El monto que debe devolverse se calcula como porcentaje del valor f.o.b.  Los reembolsos pueden variar entre el 2 y el 4  por ciento del valor f.o.b. del producto exportado, según la carga de impuesto indirecto que tenga el producto.  Las tasas de reintegro como porcentaje del valor f.o.b. son fijadas de manera coordinada por el MEF, el MIEM y el MGAP.  En 2010 la devolución de impuestos indirectos se elevó a 99,6 millones de dólares EE.UU. 

198. Los exportadores pueden hacer uso además del régimen de admisión temporaria, descrito en la sección 2) iv) c), que permite la importación de insumos para la industria de exportación sin pago de aranceles.  A través de este régimen, y según lo dispuesto por la Ley No 18.184, de 27 de octubre de 2007, y el Decreto No 505/009, de 3 de noviembre de 2009, las empresas manufactureras pueden introducir libres de aranceles:  (i) materias primas e insumos intermedios,  (ii) partes, piezas, motores, equipos y materiales,  (iii) envases y material para empaque,  (iv) matrices, moldes y modelos;  (v) productos que se consumen en el proceso productivo o en el control de calidad, sin incorporarse al producto terminado, pero que intervienen directamente en la elaboración y en contacto con el producto a exportar;  (vi)  equipos y materiales necesarios para el soporte de software, programaciones o información relativa a las tecnologías de la información;  y (vii) máquinas y equipos para reparación.  

199. Para poder beneficiarse de la admisión temporaria, el exportador debe obtener una autorización previa (por el LATU quien controla el régimen) y los productos finales deben exportarse dentro de un plazo de 18 meses (a solicitud debidamente fundada de la empresa, en casos excepcionales el plazo puede ser prorrogado por el Poder Ejecutivo en 18 meses adicionales improrrogables).  En algunos casos se puede autorizar la introducción definitiva de los bienes.  

200. En virtud del régimen de "toma de stock", modificado por el Decreto No 505/009, es posible reponer bienes importados en régimen general por la importación de similares, libres de tributos y gravámenes, cuando los mismos se hayan utilizado como insumo para transformación, elaboración, reparación o agregación de valor determinados en el país, con efectiva mano de obra de productos exportados.  

201. Asimismo por la misma normativa está en vigencia un régimen de restitución de tributos y gravámenes abonados por la importación en régimen general, con posterioridad a la exportación de las mercaderías correspondientes, de todas aquellas mercaderías que por definición pudieran importarse en admisión temporaria (draw back). 

c)
Régimen de zonas francas
202. El régimen de zonas francas se rige por la Ley No 15.921, de 17 de diciembre de 1987 y el Decreto No 454/988.  Conforme a esta Ley, la administración, supervisión y control de las zonas francas están a cargo del Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio del MEF y de la Administración Tributaria en lo referente al control de  la tributación.
  En las zonas francas puede desarrollarse cualquier tipo de actividad, comercial, industrial o de servicios, sin limitación alguna.  Desde 2001 también pueden prestarse ciertos servicios al territorio aduanero nacional.
  Por medio de los Decretos Nos 84/006, 496/007 y 539/009 se amplió la gama de servicios que pueden ser proporcionados por las zonas francas hacia el territorio no franco para incluir:  a) los servicios de producción de soportes lógicos, el asesoramiento informático y la capacitación informática;  b) los servicios de gestión, administración, contabilidad y similares brindados a entidades vinculadas, dedicadas a la prestación de servicios logísticos tanto navieros como portuarios, siempre que dichas prestaciones no superen el 20 por ciento del total de los ingresos del ejercicio;  y c) los servicios de revelado de material fílmico.

203. En las zonas francas pueden operar tres tipos de agentes: los explotadores (quienes contratan con el Estado), los usuarios directos y los usuarios indirectos.  Los explotadores son las personas naturales o jurídicas que proveen a los usuarios la infraestructura necesaria y suficiente para la instalación y el funcionamiento de la zona franca y que administran la misma estando estos sujetos al régimen tributario general vigente.  Las empresas interesadas en la administración de una zona franca deben presentar su solicitud ante el MEF
, acompañados de un proyecto de inversión  que incluye  una suma única o un canon periódico para el Estado, quien previo asesoramiento de la Comisión Honoraria Asesora, que se pronuncia respecto de la ubicación de la zona franca, y adjuntando los dictámenes del Área Zona Francas, eleva el expediente para resolución del Poder Ejecutivo.  Hay un solo explotador por cada zona franca que tiene como único objeto de su actividad la explotación de una zona franca.

204. Los usuarios directos son aquéllos que adquieren el derecho de operar en zona franca a través de un contrato firmado con el explotador.  De acuerdo con el Decreto Reglamentario No 454/988, de 8 de julio de 1988, el explotador presenta este contrato y otros documentos requeridos
, conjuntamente con la solicitud del usuario directo, ante el Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio y, una vez autorizado, el contrato es registrado en esa Dirección.  Según la Ley No 15.921, los usuarios pueden realizar actividades como las de comercio, almacenamiento, montaje, manipulación y mezcla de productos o materias primas del extranjero o del mercado nacional, instalación y funcionamiento de establecimientos fabriles, y provisión de servicios.  Los usuarios indirectos obtienen el derecho de actuar en una zona franca mediante un contrato con un usuario directo, y utilizan las instalaciones de éste.  Un 75 por ciento del personal de los usuarios de zonas francas, directos e indirectos, debe estar formado por ciudadanos uruguayos.

205. Los usuarios directos y/o indirectos que operan en una zona franca gozan de exención de todos los tributos nacionales, creados y a crearse, salvo el Régimen de Aportes al Sistema de la Seguridad Social que es el mismo que rige en el resto del territorio nacional (con excepción de los empleados extranjeros que opten por escrito por no participar en el sistema de seguridad social uruguayo, en este caso empleador y empleado quedan exonerados de las obligaciones tributarias que correspondan).  Los usuarios están exentos del IRAE respecto de las actividades que realicen en las zonas francas.
  Los usuarios pueden importar bienes, servicios y materias primas sin derechos de importación ni impuestos, con independencia de su origen.  En virtud del Decreto No 454/88, de 8 de julio de 1988, la instalación y realización de actividades en zonas francas está sometida al régimen general y particular que las leyes establecen para cada actividad.  Los monopolios de los servicios del dominio industrial y comercial del Estado no rigen en las zonas francas.  Existe libertad de ingreso y egreso de divisas, títulos valores y metales preciosos.  Las actividades a desarrollarse en zonas francas no están sujetas a requisitos establecidos o que pudieren establecerse en materia de integración obligatoria de componentes nacionales.  El ingreso o egreso de los bienes y su traslado a o desde zonas francas, o desde ellas, se considera tránsito internacional a los efectos de la aplicación de las tarifas de la ANP debiendo cobrarse dicha tarifa al ingreso de los bienes.  Los usuarios habilitados a operar en zonas francas no pueden realizar las actividades industriales, comerciales y de servicios fuera de las mismas.

206. Los usuarios habilitados para desarrollar actividades en las zonas francas pueden ser personas físicas o jurídicas bajo cualquier forma societaria.  Se admiten las sociedades con acciones al portador, lo cual facilita las operaciones comerciales al no obstaculizar el cambio de propiedad de las acciones.  No existe diferencia alguna entre inversiones nacionales y extranjeras, ni se requiere para las últimas algún tipo de trámite o requisito especial, pudiendo las empresas extranjeras establecer sucursales.  
207. Los bienes que egresan desde una zona franca al territorio aduanero uruguayo son considerados como una importación y en consecuencia quien los adquiera está sujeto al pago de todos los derechos de aduana, tributos e impuestos que correspondan.  No existe restricción en cuanto a la cantidad ni al tipo de producto que se puede exportar desde las zonas francas al territorio nacional. salvo las restricciones de carácter general vinculadas a actividades reguladas por razones de seguridad, salud pública, etc.  En cambio, no está permitida la exportación de servicios desde una zona franca hacia el territorio aduanero, excepto las permitidas taxativamente por la normativa vigente (Ley No 17.292, de 25 enero 2001).

208. Existen hasta tres tipos de zonas francas: las de propiedad y gestión estatales; las de propiedad del Estado pero de gestión privada;  y las zonas francas privadas.  La única zona franca de gestión estatal es la de Nueva Palmira (cuadro III.14).  Las zonas francas privadas son las siguientes:  Zonamérica S. A., Zona Franca de Florida S. A., Riodam S. A. (Rivera), Zona Franca Colonia Suiza S. A., Grupo Continental Zona Franca S. A. (Colonia), Lideral S. A. (Libertad – San José), Zona Franca de Río Negro S. A., UPM Fray Bentos S. A. y Zona Franca Punta Pereira S. A., Itsen S. A., WTC Free Zone S. A. y Parque de las Ciencias S. A.
209. El último censo de zonas francas fue realizado por el Instituto Nacional de Estadística (INE) en 2010, y corresponde a los años 2007-08.
  La información contenida en el cuadro III.14 se basa en dicho censo.  La estructura de establecimientos en zonas francas por clase de actividad se compone de:  establecimientos comerciales (46 por ciento);  actividades de asesoramiento empresarial, contabilidad, consultores en programas informáticos; inmobiliarias y alquiler (27 por ciento);  financieras, seguros y pensiones, actividades auxiliares de intermediación financiera (13 por ciento);  y transporte, almacenaje y comunicaciones (8 por ciento). 
Cuadro III.14
Zonas francas, diciembre de 2010 (datos de 2008) 

	
	
	
	
	Usuarios
	
	Valor bruto de la producción
	Valor agregado bruto 

	Zonas francas
	Superficie (ha)
	Explotación
	Actividades principales
	Directos
	Indirectos
	Personal ocupadoa
	(millones de UR$)

	Lideral SA
	21
	Privada
	Comercial
	14
	58
	237
	557
	440

	Florida SA
	20,9
	Privada
	Comercial
	68
	198
	350
	3.123
	1.180

	Colonia Suiza SA
	14,5
	Privada
	Comercial e industrial
	4
	23
	188
	322
	157

	Grupo Continental SA
	22
	Pública de gestión privada
	Comercial e industrial
	35
	91
	343
	8.711
	5.257

	Río Negro SA
	155,8
	Privada
	Comercial
	3
	2
	19
	13
	8

	Riodam SA
	53,5
	Intervenida
	Comercial e industrial
	3
	3
	64
	47
	19

	Nueva Palmira
	100
	Estatal
	Comercial e industrial
	6
	5
	353
	552
	320

	Zonamérica SA 
	100,0
	Privada
	Servicios y comercialb
	114
	730
	8.812
	34.259
	12.002

	Punta Pereira SA
	284,4
	Privada
	Industrial (papel y celulosa)
	0
	0
	2
	0
	-4

	UPM Fray Bentos SA
	550,8
	Privada
	Industrial (papel y celulosa)
	6
	6
	478
	14.434
	6.536

	Total
	
	
	
	254
	1.116
	10.799
	62.017
	25.915


a
No incluye el personal ocupado en la construcción que alcanza a 700 funcionarios. 

b
Logística, servicios financieros, informática y tecnología, call centers, oficinas regionales, biotecnología, consultoría y comercio 
en general.  Más información en:  http://www.zonamerica.com/.

Fuente:
Instituto Nacional de Estadística (INE) (2010). 
210. La actividad de las zonas francas ha venido incrementándose aceleradamente en los últimos años.  De acuerdo con el informe del INE publicado en el 2010, el Valor Bruto de la Producción (VBP) de las zonas francas fue de 62.017,3 millones de pesos en 2008 y el Valor Agregado Bruto (VAB) de 25.915,3 millones de pesos, verificándose un aumento en términos corrientes de 39,7 por ciento en el VBP y de 32,8 por ciento en el VAB respecto a 2007.  La zona franca que más aportó tanto al VBP como al VAB fue Zonamérica SA, representando el 55,2 por ciento del VBP y 46,3 por ciento del VAB, respectivamente en 2008.  La participación de Zona Franca UPM Fray Bentos (Botnia) SA en el VBP y VAB en 2008 fue del 23,3 por ciento y 25,2 por ciento, respectivamente.  Grupo Continental Zona Franca SA (Colonia) generó un 14,0 por ciento del VBP y 20,3 por ciento del VAB respectivamente en 2008, mientras que Zona Franca de Florida SA representó el 5,0 por ciento del VBP y el 4,6 por ciento del VAB en el mismo año.  Las restantes zonas francas tienen una participación menor.
  De acuerdo con el informe del INE, se estima que el VAB de las zonas francas representó el 3,84 por ciento del PIB del Uruguay en 2008.  Las zonas francas emplearon 10.799 personas en el mismo año, de las cuales 9.799 eran nacionales y 1.000 extranjeras. 

211. Aparte de las zonas francas incluidas en el censo antes mencionados, durante el período objeto de examen tres nuevas zonas francas fueron habilitadas:  Itsen SA y WTC Free Zone SA, dedicadas exclusivamente a servicios y Parque de las Ciencias SA especializada en servicios de investigación y desarrollo en ciencias de la vida y la salud, sector farmacéutico, cosmecéutico, biotecnológicos.  De ellas, a diciembre de 2011, Itsen SA ya se encontraba operativa, mientras que se esperaba que WTC Free Zone SA y Parque de las Ciencias SA entraran en operación en los próximos meses.

212. Con arreglo al Acuerdo del MERCOSUR, sin perjuicio de las leyes en vigor en cada país, los productos exportados de las zonas francas de cualquier Estado miembro a su territorio nacional o al territorio de cualquier otro país miembro están sujetos al pago del Arancel Externo Común o, si se trata de productos exceptuados del AEC, al pago del arancel nacional en vigor.
  Existen dos excepciones a este principio para el Uruguay.  Desde 2003, en virtud del Cuadragésimo Quinto Protocolo Adicional del ACE No 18, de 25 de junio de 2003, la Argentina otorga un contingente anual de 2.000 toneladas de "preparaciones del tipo de las utilizadas para la elaboración de bebidas" (NCM 2106.90.10) originarias de Grupo Continental Zona Franca SA (Zona Franca de Colonia), situada en el Uruguay, y el Uruguay otorga un contingente anual de 20 millones de dólares EE.UU., valor f.o.b., para las exportaciones originarias del Área Aduanera Especial de Tierra del Fuego, situada en la Argentina.
  Adicionalmente, de acuerdo con el Sexagésimo Cuarto Protocolo Adicional del ACE N° 18 de 21 de mayo de 2008, a partir del 1° de enero de 2008 y hasta el 31 de diciembre de 2012, y para efectos exclusivos del comercio bilateral entre el Brasil y el Uruguay, una serie de productos provenientes de las Zonas Francas Grupo Continental Zona Franca SA y Nueva Palmira gozan de exención del Arancel Externo Común, lo mismo que ciertos productos provenientes de la Zona Franca de Manaos (Brasil).

v) Promoción, financiación, seguro y garantía de las exportaciones

a) Financiación de las exportaciones 

213. El Uruguay aplica un régimen de financiación de las exportaciones que permite obtener préstamos en dólares EE.UU. mediante intermediarios financieros privados, como ser bancos, casas financieras o cooperativas de intermediación financiera.  El régimen está especificado en el Libro III, Financiamiento de Exportaciones de los Reglamentos y Estatutos de Operaciones del BCU y está normado por la Circular No 1.886, de 4 de diciembre de 2003, en vigencia desde el 8 de diciembre de 2003, con antecedente en la Circular No 1.660, de 9 de septiembre de 1999.
  El régimen de financiamiento de exportaciones es aplicable a la adquisición o producción de mercaderías destinadas a la exportación tradicional y no tradicional (prefinanciación), así como a la colocación de éstas en el exterior hasta el momento de su cobro (post-financiación).  
214. Pueden acceder a este régimen los exportadores directos e indirectos definidos en el Artículo 8 del Decreto No 67/975, de 23 de enero de 1975.  Quedan excluidos del régimen las lanas sucias, el ganado ovino y bovino en pie (con excepción del ganado de pedigrí y puro por cruza), los cueros ovinos y bovinos secos y salados, y los cueros y descarnes pickelados y wet-blue, así como algunos códigos arancelarios correspondientes a pescado entero, trigo, arroz cáscara, soja, girasol, cebada cruda, avena, alpiste, sebo bovino, madera en bruto y oro en bruto, que se agregan en la Circular No 2.090, de 14 de julio de 2011. 
215. En la concertación del financiamiento de exportaciones intervienen por un lado, el Banco Central del Uruguay y por otro, un exportador y un banco, casa financiera o cooperativa de intermediación financiera.  La entrega de divisas al BCU, a efectos de concertar el financiamiento, debe pactarse exclusivamente en dólares EE.UU.  El financiamiento se constituye a partir del día hábil siguiente a que la empresa de intermediación financiera presente la solicitud al BCU.  La sola presentación de la solicitud autoriza al BCU a debitar el 30 (o el 10) por ciento del financiamiento, de la cuenta corriente en dólares EE.UU de la entidad financiera, a opción del beneficiario.  El monto mínimo de las operaciones es de 10.000 dólares EE.UU.  El plazo de financiamiento no puede exceder de 180, 270 o 360 días.  El beneficiario realiza la opción al momento de presentar la solicitud ante el BCU. 

216. A los efectos de liquidar intereses sobre el financiamiento constituido, la tasa a aplicar por el BCU depende del monto exportado y del porcentaje del financiamiento en relación al depósito del intermediario financiero en el BCU, tal como se muestra en el cuadro III.15.
217. Las tasas para las empresas que exportan hasta 5 millones de dólares EE.UU. se aplicarán también, hasta el 31 de diciembre de 2011, a las posiciones arancelarias de la cadena textil y vestimenta, y en ciertas posiciones arancelarias establecidas en la reglamentación, en los sectores del cuero, marroquinería, calzado, papel estucado, filetes y preparados de pescado, cítricos y productos de la industria metalmecánica.  

Cuadro III.15
Condiciones de financiación a la exportación, diciembre de 2011

	Monto del débito/monto de la exportación
	30 por ciento del financiamiento hasta un monto de $EE.UU. 5 millones exportados
	30 por ciento del financiamiento, por encima de $EE.UU. 5 millones exportados
	10 por ciento del financiamiento hasta un monto de $EE.UU. 5 millones exportados
	10 por ciento del financiamiento, por encima de $EE.UU 5 millones exportados

	Tasa de interés
	5 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 180 días
	1,78 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 180 días
	3,50 por ciento  anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 180 días
	1,78 por ciento anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 180 días

	
	3,75 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 270 días
	1,34 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 270 días
	2,45 por ciento anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 270 días
	1,34 por ciento anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 270 días

	
	2,50 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 360 días
	0,89 por ciento anual más el 30 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 360 días
	1,50 por ciento anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 360 días
	0,89 por ciento anual más el 10 por ciento de la tasa LIBOR a seis meses, cuando el plazo seleccionado fuera de 360 días


Fuente:
Banco Central del Uruguay.

b) Seguro y garantía de las exportaciones
218. No es obligatorio contratar seguro para exportar.  En el caso de querer contratar uno, el exportador es libre de hacerlo tanto con la empresa estatal como con las aseguradoras privadas instaladas en el país.  Las autoridades indicaron que el uso de seguros de parte de los exportadores es limitado.

219. El BSE ofrece seguros de crédito a la exportación a los exportadores para protegerlos de un eventual incumplimiento en los pagos respecto a sus operaciones a crédito.  El BSE funciona desde 1911 y hasta 2001 tenía el monopolio sobre el seguro de las exportaciones.  En 2008 se aprobó la Ley No 18.243 que modificó la Carta Orgánica del BSE, vigente desde 1911, para, entre otras cosas, hacer frente a la competencia de otras empresas.
  Actualmente el BSE compite con otras 15 compañías que componen al mercado de seguros;  la parte de mercado del BSE fue del 54,5 por ciento en 2010. 
220. El seguro de crédito a la exportación del BSE se comercializa bajo la modalidad de póliza global, lo que significa que deberán incluirse en la misma todos los importadores con los que trabaje el exportador asegurado durante la vigencia de la póliza.
  El seguro cubre total o parcialmente un crédito generado en una operación de exportación a un exportador, en caso de que el importador incumpla el pago del crédito, siempre que se den algunas de las causales previstas en el contrato.  Estos seguros se ofrecen a condiciones de mercado. 
c)
Promoción de las exportaciones.
221. Las instituciones encargadas de la promoción de las exportaciones son:  el MRREE a través de su Dirección de Inteligencia y Promoción Comercial e Inversiones (DIPCI) y el Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicio (Uruguay XXI).  

222. A la DIPCI le compete:  orientar a las Misiones y oficinas en el exterior sobre la forma de recabar, actualizar y perfeccionar información sobre empresas interesadas en importar productos uruguayos; centralizar dicha información mediante la creación y mantenimiento de una base de datos;  difundir la información en tiempo real a las dependencias del Estado, gremiales empresariales y empresas exportadoras que así lo requieran;  apoyar a las Misiones y Oficinas en el exterior, otras dependencias de Cancillería y otros organismos competentes del Estado y a las gremiales empresariales, en la organización de misiones empresariales al exterior así como en la recepción de misiones empresariales extranjeras;  elaborar y publicar los directorios, guías o manuales relacionados con su competencia;  asesorar a la Dirección General en la materia de su competencia. 
223. En 2011, la DIPCI realizó nueve misiones comerciales (a la India, el Brasil (2), Israel, España, México, el Perú y Colombia, Alemania, y los Estados Unidos), en las cuales participaron un total de 171 empresas.  Otras de las actividades realizadas incluyeron prestar asistencia a empresas uruguayas, tanto en lo relativo a la promoción de exportaciones, como atendiendo consultas sobre aranceles vigentes, obstáculos no arancelarios, obstáculos sanitarios y/o fitosanitarios, acuerdos comerciales vigentes, lista de contactos de contrapartes en destino/origen, tanto para realizar actividades de exportaciones e importaciones.  La DIPCI también atendió consultas de potenciales exportadores e inversionistas extranjeros deseando realizar inversiones en el Uruguay o negocios con empresas uruguayas, tanto de importación como exportación.  También se atendieron consultas sobre productos específicos, reglamentos y/o leyes, el régimen de admisión temporaria, la ley de IVA, entre otros.

224. El Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicios (Uruguay XXI), entidad con participación de los sectores público y privado, proporciona servicios de apoyo a las empresas uruguayas para realizar negocios internacionales desarrollando programas destinados a mejorar su competitividad y facilitando información de mercados y sobre empresarios de otros países interesados en realizar negocios con el Uruguay, en su territorio o a través de él y en la región.
  El Instituto Uruguay XXI está dirigido por un Consejo Directivo integrado por los Ministerios del área productiva y comercial, y está presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores.  El Departamento de Promoción de Exportaciones de Uruguay XXI trabaja para contribuir a la consolidación, expansión y diversificación de las exportaciones de bienes y servicios a un mayor número de mercados, y lograr la participación de más empresas, en especial las PYME, en el proceso exportador.  Personal de Uruguay XXI participa y acompaña a los exportadores uruguayos en ferias comerciales internacionales, explora nuevas oportunidades de negocios y guía al exportador para facilitarle las gestiones.
225. Uruguay XXI cuenta también con programas de apoyo en distintas áreas, que tienen como objetivo fomentar las exportaciones de las PYME de nuestro país e insertar a las empresas que no exportan pero tienen potencial para hacerlo en el mercado internacional.  El Programa ProExport está destinado a apoyar a las PYME exportadoras o con potencial exportador para aumentar sus exportaciones, prepararlas hacia futuras exportaciones, y diversificar los mercados internacionales a través del cofinanciamiento de actividades de promoción.  A través de este programa se proporciona apoyo de hasta 5.000 dólares EE.UU. por empresa, por un máximo de asistencia no reembolsable del 70 por ciento del costo de la actividad.  Las actividades financiables comprenden visitas a ferias y participación en las mismas en misiones comerciales, rondas de negocios, y misiones tecnológicas.  También pueden cofinanciarse algunos gastos como los de stands en ferias  compradores.  A través del Programa Exporta Fácil, Uruguay XXI facilita la exportación de las PYME proporcionando asistencia técnica y logística.  Uruguay XXI cuenta también con un Programa de Capacitación en Comercio Exterior que subvenciona hasta el 50 por ciento del precio total de cursos relacionados con el comercio exterior, en cualquiera de las instituciones acreditadas ante Uruguay XXI que el empresario elija.
226. Durante 2010, Uruguay XXI proporcionó apoyo a la promoción comercial en el exterior a 190 empresas, asociaciones y Cámaras de Comercio.  Además, 104 PYME recibieron apoyo de la herramienta Proexport de Uruguay XXI para realizar 43 misiones comerciales, participar en 44 ferias y en 4 misiones tecnológicas.  Uruguay XXI facilitó también la participación de 64 empresas en stands del Uruguay en nueve ferias internacionales, y 22 Cámaras y asociaciones recibieron apoyo para participar junto a empresas y UXXI en 10 eventos de promoción comercial.  Uruguay XXI también patrocinó actividades organizadas por el Ministerio de Turismo y Deporte y preparó informes comerciales de países o regiones y sectoriales, e informes sobre oportunidades comerciales, y sobre comercio.  En 2011, Uruguay XXI dio apoyo a la promoción comercial en el exterior para 40 actividades de promoción de exportaciones, facilitó la participación de 114 empresas y 35 instituciones uruguayas participaron en ferias comerciales y foros de negocios, y brindó apoyo para la participación de empresas en actividades sectoriales (por ejemplo, ferias de turismo).  También en 2011, 328.962 dólares EE.UU. fueron asignados a 131 empresas a través del Programa ProExport para la realización de 141 actividades de promoción de exportaciones, incluyendo su participación en ferias comerciales, y en misiones comerciales y tecnológicas.
4) Otras medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Establecimiento y tributación de empresas

227. El Código de Comercio y la Ley No 12.771, de 6 de septiembre de 1960, de Asociaciones Civiles y Cooperativas regulan las actividades empresariales en el Uruguay.  Existe libertad de establecimiento y venta de activos tanto para empresas nacionales como extranjeras.  En el Uruguay pueden establecerse diferentes tipos de empresas privadas: sociedades anónimas, sociedades de responsabilidad limitada, sociedades colectivas, sociedades en comandita, sociedades de capital y sociedades de capital e industria.  Además pueden constituirse consorcios y grupos de interés económico y, en caso de emprendimientos individuales, empresas unipersonales.  Todos los tipos societarios mencionados y los grupos de interés económico tienen personería jurídica.  Los consorcios y las empresas unipersonales carecen de personería jurídica.
228. La sociedad anónima no tiene limitaciones operativas y puede desarrollar cualquier tipo de actividad.  La responsabilidad de los inversores, en cuanto accionistas, está limitada al monto del capital comprometido a aportar.  No existen límites máximos para el capital de las sociedades anónimas.  Las acciones pueden ser emitidas en forma nominativa o al portador, salvo para las actividades financieras, donde deben ser nominativas y para las sociedades titulares de inmuebles rurales o explotaciones agropecuarias en cuyo caso las acciones deberán ser nominativas y sus titulares personas físicas, salvo sean excepcionalmente y expresamente autorizadas.
  Luego de su constitución, la sociedad anónima puede tener un solo accionista titular de la totalidad de su capital.  Este tipo de sociedad es utilizado sobre todo por las grandes empresas.  Las utilidades de las sociedades anónimas se distribuyen en proporción al capital aportado;  existe la obligación de distribuir un dividendo mínimo a los accionistas de por lo menos el 20 por ciento de las utilidades netas del ejercicio, salvo que el 75 por ciento resuelva otra distribución menor o no realizarla. 
229. La sociedad de responsabilidad limitada (SRL) es el tipo societario más utilizado por la pequeña y mediana empresa en el Uruguay.  La SRL debe tener entre 2 y 50 socios que pueden ser personas jurídicas, sin restricciones de nacionalidad.  La única limitación operativa para las SRL es que no pueden desarrollar actividades financieras.

230. No existen requisitos previos o permisos necesarios para un inversor extranjero.  El inversor extranjero puede optar por operar en el Uruguay a través de una sucursal de una sociedad extranjera, de una oficina de representación o a través del establecimiento de una empresa nacional.  Las formas de organización empresarial más utilizadas por los inversionistas extranjeros son: la sociedad anónima y las sucursales de personas jurídicas del exterior.  Pueden establecerse sucursales de persona jurídica extranjera en cualquier actividad, sin embargo, la sucursal debe mantener el giro de actividad de la sociedad matriz, la cual es responsable de las obligaciones de la sucursal.  No hay restricciones para la repatriación de capitales o utilidades, para lo cual no se requiere autorización del Estado.  En el caso de establecer una empresa uruguaya, el inversor extranjero puede operar constituyendo una sociedad anónima uruguaya, de la cual puede llegar a poseer el 100 por ciento de su capital accionario.  Las sucursales de firmas extranjeras tienen las mismas responsabilidades legales y los mismos beneficios que las sociedades nacionales similares.  El inversor extranjero puede financiarse a través de bancos locales, ya sea que haya decidido establecer una empresa uruguaya o una sucursal de una empresa extranjera, así como a través de bancos del exterior, o mediante la emisión de acciones.  Las inversiones pueden ser realizadas en cualquier moneda.
231. No existen áreas excluidas a la inversión extranjera, con la excepción del acceso a la operación de radios y estaciones de televisión: la propiedad de las empresas que desarrollan estas actividades está restringida a ciudadanos uruguayos.  El inversor extranjero puede desarrollar cualquier otro tipo de actividad, en las mismas condiciones que los inversores locales.  Sin embargo, en algunos sectores regulados por el Estado, esta actividad deberá realizarse bajo el régimen de concesión de obra pública.  No existe ningún tipo de limitaciones para la contratación de personal extranjero, salvo en el sector de la pesca (véase la Ley No 18.498, de 30 de junio de 2009), en las líneas aéreas uruguayas, en las cuales la tripulación debe ser uruguaya y al menos 75 por ciento de los empleados deben ser ciudadanos uruguayos, y en las zonas francas, donde tres cuartas partes de la fuerza laboral deben ser residentes en el Uruguay.  Los incentivos vigentes, orientados a la creación de fuentes de trabajo, introducir industrias de alta tecnología y aumentar las exportaciones, están disponibles tanto para inversores nacionales como extranjeros (véase infra).  En aquellos regímenes en los que se otorgan beneficios fiscales a los efectos de transparencia se exige que las sociedades sean personales o sociedades anónimas con acciones nominativas.
232. El Uruguay mantiene una política de atracción de la inversión extranjera y de mantenimiento de un régimen legal y económico estable que dé un marco de seguridad al inversor extranjero.  El Uruguay es miembro de organismos internacionales que promueven la seguridad de las inversiones, tales como el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) y el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, con sede en el Banco Mundial.  

233. Durante el período objeto de examen, se realizó una importante reforma tributaria en el Uruguay, a través de la Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006, en vigor desde el 1° de julio de 2007.  Esta reforma resultó en la eliminación de una serie de tributos y en la creación de un único Impuesto a la Renta de las Actividades Económica (IRAE), a una tasa única del 25 por ciento.
  De esta manera, actualmente, los principales impuestos aplicados en el Uruguay a las empresas son:  el Impuesto a la Rentas por Actividades Económicas (IRAE) y el Impuesto al Patrimonio (IP).  Otros impuestos vigentes a junio de 2011 incluyen;  el Impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras (SEG) y el Impuesto de Control de las Sociedades Anónimas (ICOSA), entre otros (cuadro III.16).
  El Impuesto sobre el Valor Agregado (IVA) es cobrado tanto sobre los bienes y servicios nacionales como sobre los importados.  La tasa básica es del 22 por ciento y la tasa mínima del 10 por ciento, para bienes de primera necesidad, medicamentos, salud, primera venta construcción y refacción inmuebles, etc. (sección (2)(v)).  También la imposición indirecta está integrada por el Impuesto Específico Interno (IMESI) que grava principalmente los combustibles, tabacos, bebidas, cosméticos y automóviles.  
234. En el sistema impositivo uruguayo, se grava la renta obtenidas por las personas físicas.  Los impuestos se aplican sobre la renta real, ajustada por inflación.  Por Ley No 18.718, de 24 de diciembre de 2010, se introdujeron importantes modificaciones con respecto al principio de la fuente.  Los dividendos percibidos por personas físicas están gravados al 7 por ciento, estando exentos los mismos cuando son percibidos por sociedades locales, con el fin de evitar la doble tributación.
  Las ganancias de capital están gravadas.  Los intereses de préstamos pagados a no residentes son deducibles con ciertas limitaciones y están gravados por retención del IRNR.  Los dividendos pagados al exterior están gravados por retención de IRNR cuando correspondan a rentas gravadas por el IRAE.  
Cuadro III.16
Principales impuestos aplicables a la producción y la inversión, diciembre de 2011
	Impuesto
	Marco Legal/ Cobertura
	Tasas

	Impuesto a la Rentas de las Actividades Económicas (IRAE)
	Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006. Decreto No 150/007, de 26 de abril de 2007.  Rentas de fuente uruguaya derivadas de actividades económicas de cualquier naturaleza.  
	25 por ciento

	Impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras (SEG)
	Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001.  Ingresos brutos percibidos por las entidades públicas o privadas que desarrollen actividad aseguradora.
	Tasa general:  5 por ciento;  seguros marítimos:  2 por ciento;  seguros de vida:  0,5 por ciento y seguros contra incendio:  15 por ciento

	Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA)
	Primera enajenación a cualquier título, realizada por los productores.  Ley No 16.736, de 5 de enero de 1996.  En caso de tributar IRAE por tamaño, queda como pago a cuenta.
	0,9-2,5 por ciento

	Cuadro III.16 (continuación)

	Impuesto al Valor Agregado (IVA)
	Circulación interna de bienes, prestación de servicios dentro del territorio nacional, e introducción de bienes al país.  Ley No 14.100, de 29 de diciembre de 1972, Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006.  
	10 por ciento (bienes de primera necesidad,  salud, medicamentos construcción y refacción inmuebles);  23 por ciento (tasa básica).

	Impuesto Específico Interno (IMESI)
	Decreto No 96/990, de 21 de febrero de 1.990, Decreto No 49/001, de 22 de febrero de 2001, Decreto No 417/001, de 24 de octubre de 2001, Decreto No 245/002, de 28 de junio de 2002, Decreto No 474/003, de 19 de noviembre de 2003 y Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006.  Venta de determinados productos.
	Variable:  bebidas alcohólica destiladas:  80 por ciento;  tabaco:  70 por ciento;  derivados del petróleo:  hasta el equivalente de 133 por ciento;  cosméticos, bebidas gaseosas, jugos de frutas y cerveza:  22%, y vehículos:  entre 10 y 40 por ciento,

	Impuesto a la Renta de los No Residentes (IRNR)
	Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006.  Grava la renta generada en el Uruguay de no residentes.
	Entre un 3 y un 12 por ciento, según el tipo de colocación  (depósitos, dividendos, obligaciones, etc), moneda y plazo

	Impuesto al Patrimonio (IP)
	Ley No 13.637, de 21 de diciembre de 1967, Ley No 16.736, de 5 de enero de 1996, Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001, Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006, Decreto No 208/007, de 18 de junio de 2007.  
	1,5 por ciento del valor del patrimonio;  2,8 por ciento del patrimonio neto en el caso de bancos y casas financieras

	Impuesto de Control de las Sociedades Anónimas (ICOSA)
	Ley No 17.502, de 29 de mayo de 2002.  Grava el funcionamiento de las sociedades anónimas.
	1,5 por ciento del capital contractual al constituir la sociedad;  0,75 por ciento en cada cierre del ejercicio.  No se aplica a sucursales de empresas extranjeras.  Se deduce del IP

	Impuestos para el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS)
	Ley No 13.892, de 19 de octubre de 1970.  Decreto Reglamentario No 289/989, de 15 de junio de 1989.  Decreto No 381/990, de 22 de agosto de 1990.  Grava la exportación de carne, la carne vacuna y ovina destinada al consumo y la carne bovina y suina destinada a la industria.
	1 por ciento


Fuente:
Dirección General Impositiva, Ministerio de Economía y Finanzas.

235. La reforma tributaria introdujo importantes cambios en la vigencia del régimen  de las Sociedades Anónimas Financieras de Inversión (S.A.F.I.S.).  En primer término derogó el impuesto a las Sociedades Financieras de Inversión para los ejercicios con cierre posterior al 31 de diciembre de 2010.  La ley prohíbe, además, la constitución de nuevas S.A.F.I.S.

ii) Control de precios y política de competencia

a) Control de precios

236. En términos generales, en el Uruguay los precios se determinan en función de las fuerzas del mercado.  Sin embargo, el Poder Ejecutivo tiene la facultad de regular precios de bienes y servicios administrativamente, siempre que lo estime necesario o conveniente.
  Durante el período examinado, se aplicaron precios administrados para la leche fluida envasada para la venta al público sin aditivos, así como tarifas máximas para el transporte público, taxis, peajes, combustibles, gas por cañería y algunos servicios médicos.

237. Las tarifas del suministro eléctrico a suscritores son fijadas por el Poder Ejecutivo, quien también aprueba las tarifas de suministro de agua.  Algunos servicios están sujetos sólo a tarifas máximas como es el caso de ciertos servicios portuarios, mientras que en otros casos se fijan los precios como ocurre con las tarifas vinculadas a la utilización de aeropuertos (capítulo IV4) iv) y v)).  

b) Política de competencia

238. Durante el período objeto de examen, el Uruguay reforzó el marco normativo e institucional que rige la competencia económica mediante la adopción de la Ley de Promoción y Defensa de la Competencia (Ley No 18.159) en julio de 2007 y su reglamento (Decreto No 404/007) en octubre de 2007.  La Ley No 18.159, que entró en vigor en agosto de 2007, regula las fusiones y adquisiciones, prohíbe las prácticas anti competitivas y el abuso de posición dominante, crea una nueva autoridad de competencia, establece procedimientos para la investigación de prácticas anticompetitivas, incrementa las sanciones y mejora la transparencia.  El nuevo marco legal derogó varias normas sobre la competencia y la aplicación de sanciones contenidas en leyes precedentes.
  

239. La Ley No 18.159 se aplica a todas las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, nacionales y extranjeras, que desarrollen actividades económicas con o sin fines de lucro en el territorio uruguayo, o en el extranjero, en tanto que dichas actividades produzcan total o parcialmente efectos en el Uruguay.
  Conforme a dicha ley, todos los mercados se rigen por los principios y reglas de la libre competencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, por razones de interés general.

240. La Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia (CPDC), constituida en marzo de 2009 como órgano desconcentrado del MEF, es la autoridad responsable de la aplicación de la Ley No 18.159 y de toda reglamentación en materia de competencia, salvo en los mercados donde existen órganos reguladores especializados, como es el caso de los sectores bancario, comunicaciones, energía y agua.  La CPDC tiene funciones normativas, investigativas (basadas en denuncias o por actuación de oficio), sancionatorias y de control previo de concentraciones económicas.  Asimismo, la Comisión es responsable de promover la competencia a través de funciones de asesoría y difusión, y tiene la obligación de publicar por medios electrónicos las resoluciones que adopta y los casos de interés.
  La Ley No 18.159 prevé que en los sectores regulados y ciertas actividades conexas, la autoridad de aplicación de las normas de competencia es el organismo regulador del sector.   

241. La Ley No 18.159 no aplica restricciones sobre las fusiones sino que se enfoca primordialmente en las prácticas anticompetitivas.  Prohíbe el abuso de posición dominante y las prácticas, conductas o recomendaciones, individuales o concertadas, que tengan por objeto o efecto restringir, limitar, obstaculizar, distorsionar o impedir la competencia actual o futura en el mercado relevante.  El Artículo 4 de la ley establece, de forma expresa mas no taxativa, el tipo de prácticas y conductas que se consideran prohibidas.  Al evaluar dichas prácticas, la CPDC podrá tomar en cuenta si éstas generan ganancias de eficiencia económica para las partes involucradas, si existen formas alternativas de obtener las mismas ganancias y el beneficio resultante para los consumidores.  Esto significa que el análisis de las prácticas y conductas se efectúa a la luz de la "regla de la razón", sin que una práctica o conducta sea considerada anticompetitiva per se.  La Ley No 18.159 reconoce la existencia, previa a su sanción, de monopolios o concesiones consagrados por ley, que mantienen su plena vigencia.  Además, prevé la posibilidad de incorporar en el futuro, siempre por ley, otras actividades que el Parlamento decida sustraer de la aplicación de la libre competencia.  

242. La Ley No 18.159 aclara conceptos tales como "posición dominante" y "mercados relevantes", que no habían sido definidos en normativas anteriores.  Asimismo, la ley introduce por primera vez en la legislación nacional la notificación previa de las concentraciones económicas.
  El Artículo 7 establece que las empresas que incurren en un acto de concentración económica que tenga como resultado una participación igual o mayor al 50 por ciento del mercado, o una facturación anual en territorio uruguayo igual o superior a 750 millones de unidades indexadas
 (alrededor de 91 millones de dólares EE. UU. en agosto de 2011), deben notificar dicho acto a la CPDC diez días antes de su celebración.
  El objetivo de la notificación no es solicitar una autorización sino simplemente informar a la CPDC de la existencia de una concentración económica, de suerte que la autoridad reguladora conozca los mercados en los cuales podrían darse situaciones de abuso de posición dominante o prácticas anticompetitivas.  En cambio, sí se requiere autorización de la CPDC cuando la concentración económica implique la conformación de un "monopolio de hecho".  La ley no define este término, pero indica que el análisis de estos casos debe incorporar, inter alia, la consideración del mercado relevante, la competencia externa y las ganancias de eficiencia.  Si en un plazo de 90 días la CPDC no emite una autorización, el acto se da por autorizado.

243. Otro aspecto innovador de la Ley No 18.159 es la introducción de cláusulas de clemencia (leniency) a fin de facilitar la obtención de pruebas en el caso de prácticas de colusión entre empresas.  La ley prevé la posibilidad de no sancionar a las empresas que declaren haber participado en un acuerdo de colusión y que aporten pruebas suficientes para incriminar a las demás participantes.

244. Cuando la CPDC determina que una práctica es anticompetitiva, debe ordenar su cese inmediato y el de sus efectos, así como sancionar a los responsables.  La Ley No 18.159 incrementó las multas correspondientes, que se determinan entre una cantidad mínima de UI 100.000 y una cantidad máxima correspondiente al mayor de los siguientes valores:  UI 20 millones;  el 10 por ciento de la facturación anual del infractor;  o el equivalente de tres veces el perjuicio causado por la práctica anticompetitiva. 
245. Durante sus dos primeros años de funciones (2009-2010), la CPDC recibió un total de 79 asuntos.  La mayoría de las demandas recibidas fueron consultas (46), principalmente sometidas por particulares.  Asimismo, la Comisión recibió e investigó 19 denuncias por prácticas anticompetitivas, e inició una investigación de oficio.  De las 12 denuncias cuya investigación se cerró en 2010, tres fueron declaradas no pertinentes o con vicios de forma, cuatro fueron canalizadas a los reguladores sectoriales, y cinco fueron admitidas.  De éstas últimas, sólo en un caso (en el mercado de recepción de juego de apuestas) se comprobó y sancionó la existencia de infracciones a la Ley No 18.159.  En cuanto al control de fusiones, un total de seis operaciones de concentración económica fueron notificadas a la CPDC entre 2009 y 2010.  En el mismo período, la Comisión realizó o inició siete estudios preparatorios para conocer la conformación y las prácticas en mercados determinados (entre ellos, los de ganado para faena, servicios profesionales, cadena agrícola, comercio y servicios a empresas).
  En 2011 se iniciaron varios casos, ya sea por denuncias como por actuaciones de oficio.  Las autoridades han comentado que el ingreso de nuevos casos, sumado a los anteriores, y la repercusión pública que algunos de ellos tuvieron, produjo un impacto en el comportamiento de los agentes económicos tanto en el cumplimiento de la normativa como en la celosa observancia de la aplicación de las disposiciones legales por terceros y la denuncia de conductas infractoras.
  

246. Se mantienen monopolios legales en los servicios de telefonía fija y de larga distancia nacional; y en la importación y refinación de petróleo crudo e importación y exportación de combustibles.  Además, la prestación de los servicios públicos de distribución y transmisión de electricidad, y de agua potable y saneamiento es realizada exclusivamente por las empresas públicas correspondientes (sección 4) iv) infra).  

247. En el contexto regional, el Uruguay suscribió el Protocolo de Defensa de la Competencia del Mercosur (Protocolo de Fortaleza de 1996), pero no lo incorporó en su legislación nacional.  Sin embargo, sí internalizó dos entendimientos del Mercosur sobre cooperación en la materia, uno relativo a la aplicación de las leyes nacionales de competencia y otro sobre el control de las concentraciones económicas en el ámbito regional.
  En diciembre de 2010, los miembros del Mercosur suscribieron el Acuerdo de Defensa de la Competencia del Mercosur (Decisión No 43/10 del Consejo del Mercado Común), que derogó el Protocolo de Fortaleza.  El nuevo acuerdo institucionaliza los mecanismos de intercambio de información, asistencia técnica, investigaciones conjuntas y consultas sobre prácticas consideradas anticompetitivas.
  Al mismo tiempo, el acuerdo reconoce la competencia exclusiva de cada Estado Parte en el control de los actos que produzcan efectos sobre la competencia en su territorio.  A fines de 2011, el acuerdo estaba pendiente de ratificación por el Parlamento uruguayo. 

248. En lo que se refiere a la protección del consumidor, el principal instrumento jurídico es la Ley de Relaciones de Consumo (No 17.250), de 11 de agosto de 2000 y su reglamento (Decreto No 244/000), de 23 de agosto de 2000.  La Ley No 17.250 se aplica tanto a las mercancías como a los servicios y ampara la libertad de contratación y de asociación en organizaciones cuyo objetivo específico sea la defensa del consumidor.  La protección del consumidor y el cumplimiento de las normas de competencia relacionadas con esta protección son responsabilidad del MEF a través del Área de Defensa del Consumidor dependiente de la Dirección General de Comercio.
  Además, en los sectores regulados, los organismos reguladores tienen cometidos de protección de los consumidores y usuarios. 

249. El Decreto No 503/06 de diciembre de 2006 establece la obligación para ciertos establecimientos de distribución minorista de presentar información sobre los precios de productos que integran la canasta básica al Área de Defensa del Consumidor y faculta a dicha área a imponer sanciones para quienes no cumplan esta obligación.  En mayo de 2007 se puso en marcha el Sistema de Precios de Información al Consumidor (SIPC), que permite consultar información sobre los precios de productos de almacén en todo el país, así como sobre la evolución de los precios administrados por el Poder Ejecutivo y los precios de las frutas y verduras en las ferias de Montevideo.
  

iii) Incentivos

250. La Ley de Protección y Promoción de Inversiones No 16.906 del 7 de enero de 1998, establece el marco general de incentivos y promoción de la inversión en el Uruguay.  Esta ley declara de interés nacional la promoción y protección de inversiones realizadas en el territorio del Uruguay por inversores nacionales y extranjeros.  Durante el período examinado se introdujeron reformas al sistema de incentivos a la inversión incluyendo la implementación del Decreto No 455/007, el cual modificó la reglamentación de las inversiones y amplió los incentivos otorgados a las empresas, estableciendo un nuevo régimen de incentivos a la inversión.  Adicionalmente, a principios de 2008, se creó la Unidad de Apoyo al Sector Privado (UNASEP) en el MEF, para dar apoyo institucional a este sector y fomentar la inversión privada.
  

251. La Ley de Inversiones clasifica en dos grupos los estímulos fiscales: los de orden general para la inversión y los estímulos respecto a inversiones específicas.  Los beneficiarios de los estímulos fiscales de orden general para la inversión son todos los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE) y del Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA), que realicen actividades industriales (manufactureras y extractivas) o agropecuarias (actividades "promovidas").
  A partir del Decreto No 455/007 pueden beneficiarse de los incentivos las actividades comerciales y de servicios, contemplando este decreto exclusivamente a los contribuyentes del IRAE.

a)
Incentivos generales y automáticos

252. La Ley de Inversiones establece el otorgamiento de los siguientes beneficios automáticos para la adquisición de activos fijos, tanto tangibles como intangibles:  a) exoneración total o parcial del Impuesto al Patrimonio (IP) de los bienes muebles destinados directamente al ciclo productivo y de los equipos para el procesamiento electrónico de datos;  b) exoneración del IVA y del IMESI correspondientes a la importación, y devolución del IVA incluido en las compras en plaza de los bienes muebles destinados al ciclo productivo y equipos para el procesamiento electrónico de datos. 

253. En lo que se refiere a la exoneración del IP, los bienes muebles del equipo industrial directamente afectados al ciclo productivo se computan por el 50 por ciento de su valor fiscal para efectos del cálculo del impuesto, mientras que los bienes de capital directamente utilizados en el ciclo productivo y los equipos utilizados para el procesamiento de datos se encuentran exonerados de dicho impuesto.  Adicionalmente, los bienes inmuebles destinados a la explotación agropecuaria, excluidas las mejoras, también se consideran activos exentos a efectos del IP.  Las exoneraciones y demás beneficios operan solamente cuando el activo ingresa efectivamente al patrimonio.  Las empresas sólo pueden acogerse a los beneficios si arrojan utilidades.  

Incentivos a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico

254. Los gastos efectuados directamente por las empresas o los aportes efectuados por las empresas a instituciones públicas o privadas para financiar proyectos de investigación y desarrollo científico y tecnológico pueden utilizarse como deducciones para el pago del IRAE, siendo valorados en un 150 por ciento de su monto real.

Exoneración a la reinversión de utilidades

255. Las empresas que inviertan sus utilidades no distribuidas en determinados bienes pueden beneficiarse de una exoneración a efectos del IRAE de un porcentaje del costo de los mismos.  Dicho porcentaje es de hasta el 40 por ciento en la adquisición de máquinas e instalaciones industriales, máquinas agrícolas, mejoras fijas en el sector agropecuario, vehículos utilitarios, bienes muebles para el equipamiento y reequipamiento de hoteles, moteles y paradores, bienes de capital destinados a mejorar la prestación de servicios al turista en entretenimiento, esparcimiento, información y traslados, equipos necesarios para el procesamiento electrónico de datos y para las comunicaciones, fertilizantes fosfatados destinados a la instalación y a la refertilización de praderas permanentes, entre otros.  El porcentaje de exoneración del IRAE es del 20 por ciento cuando se trate de la construcción de hoteles, moteles y paradores, y de la construcción de edificios industriales o ampliación de los mismos.  Las rentas que se exoneren por aplicación de este beneficio no pueden superar el 40 por ciento de las rentas netas del ejercicio luego de deducir otras exoneraciones por regímenes especiales, y no pueden ser distribuidas, debiéndose crear una reserva cuyo destino final es la capitalización.

Incentivos a la capacitación del personal

256. Los gastos destinados a capacitar al personal en áreas consideradas prioritarias podrán deducirse a efectos del IRAE por el 150 por ciento de su monto real.  El Decreto No 514/009 establece las áreas que han sido consideradas prioritarias a los efectos de aplicar este beneficio.

Otros

257. Además de lo anterior, los inversionistas en actividades manufactureras pueden beneficiarse de lo dispuesto en la Ley No 16.697, de 25 de abril de 1995, que faculta al Poder Ejecutivo a disminuir hasta tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la seguridad social de la industria manufacturera. 

Decreto No 455/007

258. La Ley de Inversiones también contempla la posibilidad de proporcionar incentivos a aquellas actividades que:  incorporen progreso técnico que permita mejorar la competitividad;  faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones, especialmente aquellas que incorporen mayor valor agregado nacional;  generen empleo productivo directa o indirectamente;  faciliten la integración productiva, incorporando valor agregado nacional en los distintos eslabones de la cadena productiva;  fomenten las actividades de las micro, las pequeñas y las medianas empresas, por su capacidad efectiva de innovación tecnológica y de generación de empleo productivo;  o, contribuyan a la descentralización geográfica y se orienten a actividades industriales, agroindustriales y de servicios, con una utilización significativa de mano de obra e insumos locales.  El Decreto No 455/007 plasma estas directrices generales de fomento en una serie de indicadores que la empresa deberá cumplir para poder obtener los beneficios que el mismo implementa.

259. De acuerdo con el Decreto No 455/007 la inversión que reúne las condiciones para la obtención de beneficios comprende:  la adquisición de bienes destinados a integrar el activo fijo, incluyendo bienes muebles destinados directamente a la actividad de la empresa;  mejoras fijas;  y bienes intangibles determinados por el Poder Ejecutivo (hasta el momento no existe pronunciamiento del Poder Ejecutivo que marque la elegibilidad de ningún intangible).  También se consideran elegibles las inversiones ya efectuadas, siempre que hayan sido realizadas en el ejercicio fiscal de la empresa en que se presente el proyecto o aquellas realizadas en los seis meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud.

260. Los beneficios a los cuales pueden acogerse las empresas cuyas inversiones sean promovidas al amparo del Régimen que establece el decreto No 455/007 son los siguientes:  a) exoneración del IP sobre bienes muebles de activo fijo, que no puedan exonerarse al amparo de otros beneficios, por toda la vida útil de estos bienes;  b) exoneración del IP sobre obras civiles hasta por ocho años si el proyecto está ubicado en Montevideo y hasta por 10 años si está ubicado en el interior del país;  c) exoneración de tasas o tributos a la importación de bienes muebles para activo fijo que no pueden exonerarse al amparo de otros regímenes de incentivos y que sean declarados no competitivos de la industria nacional por la DNI del MIEM;  d) devolución del IVA en régimen de exportadores para la adquisición en plaza de materiales y servicios destinados a obras civiles;  y e) exoneración del IRAE por un monto y plazo máximo que resulta de aplicar una matriz de objetivos e indicadores de acuerdo al tipo y tramo en que se ubique el proyecto. 

261. Para la determinación de la exoneración del IRAE, en primer lugar se procede a la clasificación del proyecto en función del monto de inversión en UI (cuadro III.17).  El monto de exoneración se calcula sobre el impuesto a pagar y es equivalente a un porcentaje del monto efectivamente invertido en los activos fijos o intangibles comprendidos en la declaratoria promocional, cuyo máximo depende de la clasificación de la inversión.  El plazo se calcula desde el ejercicio económico en que se obtenga renta fiscal a partir de la presentación del proyecto incluyendo a éste último en dicho cálculo, siempre que no hayan transcurrido cuatro ejercicios de la declaratoria promocional.  En este caso, el referido plazo máximo se incrementará en cuatro años y se computará desde el ejercicio en que se haya presentado la solicitud.

Cuadro III.17
Clasificación de proyectos para efecto del Decreto N° 455/007 y porcentaje de exoneración del IRAE
	Tipo de proyecto
	Millones de Unidades Indexadas (UI)
	Millones de dólares EE.UU.
	Porcentaje de exoneración del IRAE

	Proyectos pequeños 
	Hasta 3,5
	Hasta 0,3
	51-60 por ciento

	Proyectos medianos 
	Tramo 1 

Tramo 2 
	Entre 3,5 y 14

Entre 14 y 70
	Entre 0,3 y 1,2
Entre 1,2 y 6
	Hasta 70 por ciento

Hasta 80 por ciento

	Proyectos grandes 
	Tramo 1 

Tramo 2 

Tramo 3 
	Entre 70 y 140

Entre 140 y 500

Entre 500 y 7.000
	Entre 6 y 12

Entre 12 y 43
Entre 43 y 605
	Hasta 90 por ciento
Hasta 90 por ciento
Hasta 100 por ciento


	Proyectos de gran significación económica 
	Superior a 7.000
	Superior a 605
	100% del monto invertido


Nota:
Montos aproximados que varían en función de la cotización del dólar y la UI.

Fuente:
Decreto No 455/007 y Uruguay XXI.
262. El otorgamiento del beneficio está supeditado al puntaje obtenido en la matriz de objetivos e indicadores elaborada por la COMAP en base a información proporcionada por el inversor.  En el caso de proyectos medianos, grandes o de gran significación los indicadores que componen la matriz de estos proyectos son:  a) generación de empleo;  b) descentralización;  c) aumento de las exportaciones;  d) incremento del valor agregado nacional;  d) utilización de tecnologías más limpias;  e) incremento de investigación y desarrollo;  y f) impacto del proyecto sobre la economía (este último aplica únicamente para los proyectos grandes y de gran significación económica).  Cada indicador se computa como un número entero que va de 0 a 10 puntos, obteniéndose el puntaje final de la matriz como la suma ponderada de cada uno de los indicadores.  A su vez, para calcular el puntaje de exoneración y plazo otorgados, los ponderadores varían en función de la clasificación del proyecto.  En el caso de proyectos pequeños para el cálculo del beneficio de exoneración del IRAE, se reporta un único indicador a elección del inversor entre los siguientes cuatro:  a) generación de empleo;  b) aumento de exportaciones;  c) utilización de tecnologías más limpias;  y d) incremento de investigación y desarrollo e innovación.  Para los proyectos medianos y grandes, existe la posibilidad de optar por la aplicación de la matriz correspondiente a su categoría o por la del tramo de proyectos pequeños, con un criterio más exigente en el caso de que se opte por el indicador de la generación de empleo. 

263. El procedimiento para la obtención de beneficios incluye la presentación de una solicitud ante Ventanilla Única de la COMAP en las oficinas de UNASEP, con la información requerida.  Esta solicitud y el proyecto de inversión son enviados a la COMAP, la cual determina el Ministerio y organismo al que corresponda su evaluación, en función de la naturaleza del proyecto y de la actividad al que corresponda.  Una vez evaluado el proyecto por el Ministerio correspondiente, la COMAP establece las recomendaciones respecto al caso que se trate.  El plazo de evaluación a partir del momento en que el proyecto ingresa a la COMAP varía en función de la clasificación del mismo.  En el caso de los proyectos pequeños es de 30 días hábiles;  para los proyectos medianos, de 45 días hábiles y para los proyectos grandes, de 60 días hábiles.  Si vencieren estos plazos sin que la COMAP se hubiera expedido, se entenderá que ésta recomienda al Poder Ejecutivo el otorgamiento de los beneficios.  Una vez que la COMAP se expide (o cuando hay aprobación ficta), transcurre un período indeterminado para que el Poder Ejecutivo firme la Resolución otorgando los beneficios a la empresa.  Luego de promovido el proyecto de inversión, la COMAP llevará a cabo un seguimiento del mismo, para lo cual la empresa deberá presentar los estados contables con informe de auditoría y declaración jurada complementaria con información para el análisis del cumplimiento de los indicadores para la aplicación de los beneficios.
264. Durante el período 2006-2010, y según cálculos de la DGI del MEF, el ingreso dejado de percibir por concepto de exoneraciones del IP, del IRAE y del IVA, asociado a la Ley de Inversiones totalizó 587,55 millones de dólares EE.UU. (cuadro III.18).
Cuadro III.18

Sacrificio fiscal asociado a la Ley de Inversionesa
(Miles de dólares EE.UU.)
	Año 
	IRAEb
	IVAc
	IPd

	2006
	 n.a. 
	    20.651   
	          777   

	2007
	 n.a. 
	    16.836   
	      2.126   

	2008
	      85.748   
	    21.758   
	      4.638   

	2009
	    135.138   
	    47.451   
	      5.001   

	2010
	    156.599   
	    69.014   
	    21.817   


n.a.
no se aplica
a
Valores convertidos a dólares EE.UU. utilizando el tipo de cambio medio anual.

b
El Decreto No 455/007, de diciembre de 2007, reglamentó de nuevo la Ley No 16.906 estableciendo unos montos directos de abatimiento de la cuota del IRAE, relacionados con los montos de inversión promovidos.  Hasta entonces, el beneficio en este impuesto consistía en el otorgamiento de un régimen de depreciación acelerada.  Por lo tanto, el sacrificio fiscal con la normativa vigente comienza a observarse a partir del ejercicio cerrado en 2008. 
c
La Ley de Inversiones prevé exoneraciones del IVA y el IMESI en la importación de bienes de capital.  La base de aduanas permite apreciar que no ha habido exoneraciones de IMESI que alcance a los bienes importados amparados a los beneficios de la referida Ley.

d
La parte de la inversión amparada a los beneficios de la Ley, correspondiente a bienes muebles destinados al ciclo productivo y los equipos para el procesamiento electrónico de datos, está exonerada del Impuesto al Patrimonio.  Debido a que los contribuyentes no discriminan los activos exentos según las diferentes fuentes de exoneración existentes, los montos de sacrificio fiscal 2006-2010 fueron estimados a partir de la relación entre los montos efectivamente aplicados en el IRAE de los contribuyentes promovidos y los montos de inversión total que se ampararon a la franquicia. 

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

b) Incentivos a actividades específicas

Promoción de la industria turística

265. A través del Decreto No 175/003, el Poder Ejecutivo declaró de interés nacional las inversiones efectuadas por operadores turísticos, a los cuales se les concedió beneficios tributarios adicionales a los previstos por la Ley de Promoción Industrial y la Ley de Inversiones.  Estos beneficios consisten en:  a) crédito por el IVA incluido en las compras en plaza de bienes y servicios destinados a la construcción, mejora o ampliación del complejo turístico, así como exoneración del IVA a la importación de bienes con igual destino;  b) exoneración del IP al cierre del ejercicio de iniciación de las obras y los 10 años siguientes sobre las inversiones en terrenos, infraestructura y obra civil de complejos turísticos, sus mejoras o ampliaciones;  c) exoneración del IP sobre el equipamiento de complejos turísticos al cierre del ejercicio de su incorporación y los cuatro siguientes;  d) exoneración de tributos a la importación del equipamiento necesario para el complejo turístico;  y e) amortización acelerada a efectos del IRAE de las construcciones, mejoras y ampliaciones de complejos turísticos en un plazo de 15 años y de las inversiones en equipamiento en un plazo de 5 años.  Los beneficios anteriormente descritos son otorgados en función de la clasificación del proyecto.  Los hoteles, hosterías, etc., pueden usufructuar los beneficios previstos únicamente para las inversiones asociadas al equipamiento, no obteniéndose beneficios para las mejoras fijas de los inmuebles. 

266. Los inversionistas pueden optar alternativamente por acogerse al régimen general previsto por el Decreto No 455/007 o incluso a realizar una combinación entre ambas normativas realizando una combinación de los beneficios optando impuesto a impuesto por los beneficios de uno u otro.  A partir de diciembre de 2010 existe una normativa particular para la exoneración de operadores turísticos que optan por el desarrollo de su actividad mediante el régimen de condominios.  Estos emprendimientos son desarrollados por una empresa promotora que construye y vende las unidades en propiedad horizontal, los adquirientes luego de recibir las unidades, ceden en uso y/o usufructo de las mismas a la explotadora por un período no menor a 10 años, para que esta desarrolle la actividad de turística.  Los beneficios otorgados para los emprendimientos desarrollados mediante esta metodología son resultado de una combinación de los establecidos por los Decretos Nos 175/003 y 455/007.

Incentivos al sector forestal 

267. Los bosques plantados en zonas de prioridad forestal, así como los terrenos ocupados afectados a los mismos, están amparados por exoneraciones tributarias de carácter nacional y departamental.  Están incluidos en este régimen los bosques artificiales, protectores o de rendimiento, y los bosques naturales protectores, calificados en función de los requisitos establecidos por la Ley No 15.939, de 28 de diciembre de 1987, Ley Forestal.  En el caso de los bosques de rendimiento, para la exoneración del impuesto departamental (Contribución Inmobiliaria Rural) deben cumplir además con la condición de ir acompañados de un proyecto para producción de madera de calidad. (Ley No 18.245, de 19 de diciembre de 2007).  Los subsidios a las plantaciones forestales fueron eliminados totalmente en el año 2005 (Ley No 17.905, de 15 de septiembre de 2005), con excepción de aquellos proyectos que se hubieran presentado ante la Dirección General Forestal para su aprobación con anterioridad a la fecha de promulgación de la mencionada Ley. 

268. El régimen exonera también del IRAE a la renta obtenida por la explotación de los bosques.  En el caso de nuevas plantaciones, el beneficio se encuentra sujeto a ciertas condiciones adicionales establecidas por ley (básicamente que califiquen dentro de los proyectos de madera de calidad definidos por el MGAP (Ley No 18.083, artículos 73 y 162 y Decreto No 150/07, de 26 de abril de 2007).  Los bosques, así como los terrenos ocupados por los mismos, están exentos del IP.  Para acceder a los beneficios del régimen forestal debe presentarse un proyecto de plantación y manejo de los bosques, el cual debe ser aprobado por la Dirección Forestal del MGAP.

Explotación de hidrocarburos 

269. Todas las actividades relacionadas con hidrocarburos, incluidas las fases de exploración, explotación, transporte y comercialización están exentas de todo tributo o gravamen de cualquier naturaleza, creados o a crearse.  Las empresas contratantes de trabajos de exploración y explotación de hidrocarburos pagan solamente el impuesto a la renta (Ley No 18.083, artículo 51). 
Producción de biocombustibles

270. Las empresas productoras de biodiesel y etanol que cuenten con autorización del MIEM, podrán acceder a una exoneración del IP de los bienes de activo fijo, así como de la exoneración del 100 por ciento del IRAE por un período de 10 años. 

Software (soportes lógicos) 

271. En virtud de los Decretos No 84/999, de 24 de marzo de 1999 y No 387/000, de 28 de diciembre de 2000, se declaró de interés nacional la actividad de producción del sector software al amparo de lo dispuesto por la Ley No 16.906, de 7 de enero de 1998.  De acuerdo a lo dispuesto en el Decreto No 150/007, se exonera del IRAE a las rentas derivadas de la actividad de producción de soportes lógicos.  Dicha exención rigió para los ejercicios finalizados hasta el 31 de diciembre de 2009, y durante 2010 la exoneración fue del 50 por ciento.

Industria automotriz

272. El Uruguay se acogió a la prórroga prevista en el párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo SMC del período de transición para la eliminación de las subvenciones la exportación para su programa de concesión de subvenciones a la exportación del sector automotriz.  En su última notificación a la OMC, el Uruguay incluyó en su lista de subvenciones únicamente este programa y solicitó su prórroga, concedida hasta el 31 de diciembre de 2009, hasta el 2015, en el marco de la Decisión de 22 de noviembre de 2002.
 
273. El programa, Normas para las empresas que realicen exportaciones de vehículos ensamblados en el país, amparado en el Decreto No 316/92, de 7 de julio de 1992, y sus modificaciones, tiene como objetivo la reconversión del sector automotriz y su especialización en segmentos de mercado para la exportación, en preparación hacia el régimen común del MERCOSUR.  En virtud del programa, las empresas que realicen exportaciones de vehículos terminados o semi terminados, ensamblados en el país, o de autopartes de origen uruguayo, podrán gozar de una desgravación aduanera aplicable a la importación de vehículos automotores armados en origen destinados al mercado interno, o afectar al pago de impuestos recaudados por la DGI.  La desgravación aduanera a las importaciones consiste en que, por cada dólar f.o.b. estadounidense exportado se podrá importar con una preferencia de 13 puntos porcentuales en la Tasa Global Arancelaria, vehículos nuevos armados en origen, considerando los importes c.i.f. y siempre que no se supere el equivalente a 10 centavos de dólar EE.UU. por cada dólar exportado.  En caso de que la empresa que exporta e importa no sea la misma, la empresa exportadora puede transferir el beneficio a otra empresa importadora de vehículos mediante un acuerdo.  Las autoridades notificaron que las exportaciones subvencionadas bajo el programa ascendieron a 318 millones de dólares EE.UU. en 2010.
 

274. En 2009 el Gobierno del Uruguay procedió a comunicar a los beneficiarios de la subvención que en función de las obligaciones emanadas del Acuerdo SMC y a lo dispuesto por el párrafo 4 del artículo 27, la medida no se prolongará más allá del 31 de diciembre de 2015 y su desmantelamiento comenzará a más tardar durante 2013.  Esta comunicación fue incluida en la notificación a la OMC de junio de 2011.
  

Industria gráfica

275. La actividad de impresión y venta de libros, folletos y revistas literarias, científicas, artísticas y el material educativo goza de exoneración tributaria, con excepción del IRAE.

Industrias electrónica y naval
276. El Decreto No 58/009 declaró a la industria electrónica y naval como actividades promovidas al amparo de la Ley No 16.906.
  En virtud de esto, las industrias electrónica y naval gozan actualmente de una exoneración del IRAE en tramos decrecientes hasta 2018, sujeta a la condición de creación de por lo menos 150 puestos de trabajo calificado directo y la implementación de un programa de desarrollo de proveedores.  Los Decretos No 532/009 y 127/011 establecen en mayor detalle las condiciones que el Decreto No 58/009.  Además, la importación de materiales, materias primas, bienes de capital y en general todo insumo necesario para la industria naval está exonerada de todo tributo, incluso del IVA.  

Industria de la comunicación

277. La industria de la comunicación, entendida como las empresas periodísticas, de radiodifusión, de televisión, teatrales y exhibidoras y distribuidoras cinematográficas, está exonerada de los impuestos que gravan sus importaciones, capitales, ventas, entradas, actos y negocios, con exclusión del IRAE.

Centros de atención a distancia

278. La actividad desarrollada por los centros de atención a distancia (prestación de servicios realizados por tele operadores que reciben o emiten llamados telefónicos, mensajes de Internet y otro tipo de canal) fue promovida al amparo de la Ley No 16.906 mediante el Decreto No 207/008 quedando exentas del pago de IRAE generado por dicha actividad por un lapso de diez años a partir de aquel en el que se solicite la declaratoria promocional inclusive.  La condición para acceder a este beneficio es la creación de por lo menos 150 puestos de trabajo calificado directo y que los servicios sean íntegramente aprovechados en el exterior por sujetos no residentes.
 

Compañías de navegación marítima o aérea

279. Las compañías de navegación marítima o aérea están exentas del IRAE.  En caso de compañías extranjeras, la exoneración se aplica siempre que en el país de su nacionalidad las compañías uruguayas gocen de la misma exoneración.

Instituciones de intermediación financiera externa

280. Las empresas financieras que tengan por objeto exclusivo la realización de operaciones de intermediación financiera fuera del Uruguay se encuentran exoneradas del IP y están sujetas a un régimen ficto de liquidación de IRAE similar al aplicable para empresas que desarrollan actividades de "offshore trading".

Generación de Energía

281. El Decreto No 354/009 declara promovidas las actividades de:  a) generación de energía eléctrica proveniente de fuentes renovables no tradicionales;  b) generación de energía eléctrica a través de cogeneración;  c) producción de energéticos provenientes de fuentes renovables, d) transformación de energía solar en energía térmica;  e) conversión de equipos y/o incorporación de procesos, destinados al uso eficiente de la energía;  f) prospección y exploración de ciertos minerales;  g) servicios brindados por empresas de servicios energéticos registradas en la Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear (DNETN);  y h) fabricación nacional de maquinaria y equipos con destino a las actividades mencionadas anteriormente.
282. Las rentas originadas en las actividades b), c), d), e), g) y h) están exoneradas del IRAE, de acuerdo con el siguiente cronograma:  90 por ciento de la renta neta fiscal en los ejercicios iniciados entre el 1º de julio de 2009 y el 31 de diciembre de 2014;  60 por ciento de la renta neta fiscal en los ejercicios iniciados entre el 1º de enero de 2015 y el 31 de diciembre de 2017, y 40 por ciento en los ejercicios iniciados entre el 1º de enero de 2018 y el 31 de diciembre de 2020.  Para la actividad definida en el punto a), la exoneración es la siguiente:  90 por ciento de la renta neta fiscal en los ejercicios iniciados entre el 1º de julio de 2009 y el 31 de diciembre de 2017;  60 por ciento de la renta neta discal en los ejercicios iniciados entre el 1º de enero de 2018 y el 31 de diciembre de 2020;  y 40 por ciento en los ejercicios iniciados entre el 1º de enero de 2021 y el 31 de diciembre de 2023.  Las rentas originadas en las actividades definidas en el punto f) están exoneradas de IRAE de la siguiente forma:  75 por ciento en los ejercicios iniciados entre el 1º de julio de 2009 y el 31 de diciembre de 2013;  y 40 por ciento en los ejercicios iniciados entre el 1º de enero de 2014 y el 31 de diciembre de 2018.  Para los literales a) y b) las exoneraciones sólo se aplican a la energía eléctrica vendida en el mercado de contratos a término (definido por el Decreto No 360/002).

Fabricación de maquinaria y equipos agrícolas

283. El Decreto No 6/010 declara promovida la actividad de fabricación de maquinarias y equipos agrícolas, comprendidos en el Artículo 38 del Decreto No 220/998, sustituido por el Artículo 6º del Decreto No 207/007.  Las rentas originadas en la actividad promovida se encuentran exoneradas de IRAE en tramos decrecientes comenzando por el 90 por ciento de la misma para los ejercicios iniciados el 1º de enero de 2009 al 31 de diciembre de 2014 y finaliza con un 50 por ciento a partir de esta última fecha al 31 de diciembre de 2019.

iv) Participación del Estado en la economía y empresas de propiedad del Estado 

284. El Estado sigue manteniendo una participación importante en la economía uruguaya, principalmente en el sector de los servicios.  Las empresas propiedad del Estado operan en sectores clave como la energía eléctrica, los combustibles, el agua potable y el saneamiento (véase infra). Asimismo, participan en las telecomunicaciones, el transporte aéreo y ferroviario, los puertos marítimos y los servicios financieros (capítulo IV).  En conjunto, estas empresas tienen una incidencia importante en la economía nacional, al contribuir con un 6,6 por ciento del PIB (2010) (cuadro III.19).  Algunas empresas estatales prestan actividades calificadas como servicio público, otras operan en régimen de monopolio legal o mantienen una posición dominante en el mercado respectivo.

285. La participación del Estado en la economía ha contado tradicionalmente con un amplio apoyo de la sociedad uruguaya como se ha manifestado en varios referéndums relativos a la legislación y al estatus de las empresas públicas.
  En los últimos años, con objeto de cubrir las necesidades de inversión en infraestructura y prestación de servicios públicos, las autoridades han fomentado la participación conjunta de los sectores público y privado.  En 2011 se aprobó la Ley de Participación Público Privada (Ley No 18.786, de 19 de julio de 2011) que establece el marco regulatorio para los contratos de participación público-privada (PPP).  Estos contratos son realizados por la Administración Pública que encarga a una persona de derecho privado, por un período determinado, el diseño, la construcción y la operación de infraestructura, además de la financiación.  Están incluidas en esta modalidad las obras viales, ferroviarias, portuarias, aeroportuarias, de infraestructura energética, de disposición y tratamiento de residuos y de infraestructura social (centros de salud, viviendas de interés social, etc.).
Cuadro III.19
Empresas públicas: lista exhaustiva, sectores donde operan, su contribución al PIB y número de empleados

	
	
	Porcentaje de contribución al PIB
	
	

	Empresas públicas
	Actividad económica
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	Número de empleadosb
	Propiedad del Estado

(%)

	Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP)a
	Fabricación de coque, productos de la refinación del petróleo y combustible nuclear
	1,37
	1,26
	0,58
	0,34
	0,90
	0,40
	2.353
	100,00

	Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE)
	Energía eléctrica

Informática y actividades conexas
	2,22

0,02
	1,13

0,05
	2,33

0,04
	-0,11

0,02
	0,78

0,03
	2,48

0,02
	6.170
	100,00

	Obras Sanitarias del Estado (OSE)
	Agua potable y saneamiento
	0,69
	0,73
	0,67
	0,57
	0,48
	0,44
	4.689
	100,00

	Administración Nacional de Ferrocarriles del Estado (AFE)
	Servicios de transporte de carga por vía terrestre
	0,00
	0,01
	0,01
	0,01
	0,02
	0,01
	1.109
	100,00

	Administración Nacional de Puertos (ANP)
	Servicios complementarios y auxiliares de transporte
	0,20
	0,19
	0,19
	0,21
	0,21
	0,23
	1.084
	100,00

	Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA)
	Servicios complementarios y auxiliares de transporte
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00
	0,00
	103
	25,00

	Administración Nacional de Correos
	Servicios postales y mensajería
	0,04
	0,03
	0,03
	0,03
	0,04
	0,04
	1.856
	100,00

	Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL)
	Servicios de telecomunicaciones
	2,14
	2,07
	1,70
	1,42
	1,38
	1,28
	5.944
	100,00

	Cuadro III.19 (continuación)

	Banco de la República Oriental de Uruguay (BROU)
	Servicios de intermediación financiera excepto la financiación de planes de seguros y de pensiones
	1,11
	1,34
	1,40
	1,25
	1,26
	1,29
	4.296
	100,00

	Banco Hipotecario del Uruguay (BHU)
	Servicios de intermediación financiera excepto la financiación de planes de seguros y de pensiones
	0,18
	0,15
	0,17
	0,13
	0,13
	0,12
	368
	100,00

	Banco de Seguros del Estado (BSE)
	Servicios de financiación de planes de seguros de vida, planes de pensiones, planes de seguros generales y actividades auxiliares
	0,49
	0,40
	0,44
	0,35
	0,26
	0,27
	1.862
	100,00

	Total
	
	8,46
	7,37
	7,55
	4,23
	5,48
	6,58
	29 834
	n.a.


a
Sólo se dispone de la medición desagregada de la actividad de refinación de petróleo;  no se incluyen otras actividades de la ANCAP (producción de alcohol, azúcar y cemento, distribución de gas natural y combustibles importados).

b
Datos a junio de 2010.
Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

286. Con respecto a la concesión para la operación de algunos aeropuertos que originalmente se pensaba licitar, a mediados de 2009 la Junta Nacional de Aeronáutica Civil remitió al Poder Ejecutivo dos proyectos de ley que prevén la autorización para contratar directamente con la Corporación Nacional para el Desarrollo, a efectos de que ésta constituya una sociedad anónima abierta que tendrá por objeto la administración, explotación, operación, construcción y mantenimiento de los aeropuertos internacionales de Rivera, Salto y Colonia.  En agosto de 2011, estos proyectos se encontraban en trámite parlamentario.  En el período examinado se privatizó el Nuevo Banco Comercial (2006).  
287. La Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), creada por la Ley No 17.598, de 13 de diciembre de 2002, es el ente regulador y de control de las actividades relacionadas con los hidrocarburos, la energía eléctrica y los servicios de agua y saneamiento.  La URSEA se ocupa de la protección al consumidor, examina las tarifas correspondientes a los servicios y productos comprendidos dentro de su competencia, y reglamenta y controla la calidad y seguridad de los mismos.  Además, la Unidad es responsable de la prevención de conductas anticompetitivas y de abuso de posición dominante en el sector eléctrico, en el mercado de gas natural y en la distribución de combustibles líquidos. 

a)
Hidrocarburos

288. La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) es la única empresa pública notificada a la OMC por el Uruguay al amparo del artículo XVII del GATT de 1994.  La ANCAP es una empresa pública organizada como ente autónomo y tiene el monopolio legal de la importación y refinación del petróleo crudo y sus derivados (excepto lubricantes y asfaltos) y de la exportación de combustibles.  La ANCAP también produce alcohol y cemento en competencia con empresas privadas.  El mercado interno de la distribución de combustibles está abierto al sector privado.  Asimismo, bajo autorización del MIEM, se permite a las empresas privadas producir biodiesel y alcohol carburante; el biodiesel se puede producir para autoconsumo y flotas cautivas (hasta 4.000 litros por día) o bien vender a ANCAP y exportar.  El alcohol carburante se puede vender a ANCAP o exportar.  

289. El Uruguay no produce petróleo ni gas natural, y depende de las importaciones de crudo para satisfacer alrededor del 70 por ciento de su consumo total de energía.  En 2010 la factura de importación de petróleo y sus derivados ascendió a 1.383 millones de dólares EE.UU. y representó el 16,6 por ciento del valor de las importaciones totales de mercancías. 

290. En virtud de la Ley No 16.753 de 1996, la ANCAP está facultada a fijar los precios de venta de los productos de su competencia, que deben ser aprobados por el Poder Ejecutivo y examinados por la URSEA.  La más reciente actualización de precios para los combustibles, el alcohol carburante, los disolventes y otros productos se efectuó mediante decreto del Ejecutivo de 2 de marzo de 2011.  

291. En el marco de los convenios de cooperación energética entre el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela, la ANCAP suscribió en 2006 un memorándum de entendimiento con PDVSA (empresa petrolera estatal de la República Bolivariana de Venezuela) para el intercambio de petróleo crudo por producto refinado.  En marzo de 2010, ambas empresas firmaron un acuerdo para la construcción de depósitos de almacenamiento de combustible en Río de la Plata, Uruguay.  La ANCAP también mantiene un mecanismo de compensación similar con la empresa petrolera del Ecuador.  Además ha celebrado contratos con empresas nacionales y extranjeras para la distribución de combustibles y, a partir de 2009, se ha asociado con el sector privado para producir biocombustibles y poder cumplir los requisitos de mezcla de estos productos con diésel (a partir de 2009) y con petróleo (a partir de 2015), que exige la Ley No 18.195, de 14 de noviembre de 2007.  

292. El Uruguay importa gas natural de la Argentina a través de dos gaseoductos que lo conectan con ese país.  El Decreto No 324/97 (1997) permite a las empresas públicas y privadas transportar y distribuir gas en el Uruguay mediante concesiones otorgadas por el MIEM.  Las tarifas de los servicios concesionados, que son en general tarifas máximas, se fijan en el marco del contrato aplicable y son aprobadas por el Poder Ejecutivo.  Conforme a la Ley No 17.292, de 25 de enero de 2001 (Artículo 63) y al Decreto No 216/002, de 13 de junio de 2002, los grandes usuarios de gas natural (aquéllos con un consumo mínimo de 5.000 m3 diarios) pueden convenir libremente las condiciones de compra del gas natural con los proveedores autorizados o importarlo directamente, sin restricción alguna y sin pagar derecho de importación.  Las importaciones de gas natural están sujetas a un procedimiento aduanero especial.  En noviembre de 2007, el Uruguay y la Argentina acordaron construir una planta para la conversión de gas natural líquido cerca de Montevideo, con una capacidad inicial de producción de 10 millones de m3 por día.  El proyecto de encuentra en etapa de estudio. 
b) Electricidad

293. La Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), empresa estatal organizada como ente autónomo, realiza todas las actividades de la industria eléctrica y presta los servicios públicos de transmisión y distribución en forma exclusiva.
  La UTE cuenta con centrales de generación hidráulica, térmica y eólica, y complementa su producción con la energía proveniente de la central hidroeléctrica de Salto Grande (copropiedad de la Argentina y el Uruguay) y de las plantas generadoras propiedad de terceros.  El sistema de generación eléctrica uruguayo es predominantemente hidráulico (60 por ciento de la capacidad instalada).  El Uruguay está interconectado con los sistemas eléctricos de la Argentina y el Brasil, y es un importador neto de electricidad de estos países, si bien exporta ocasionalmente. 

294. La Ley No 16.832, de 17 de junio de 1997 (Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico) liberalizó las actividades de generación, comercialización, importación y exportación de energía eléctrica, pero mantuvo el carácter de servicio público de la transmisión y la distribución, que pueden ser efectuadas por la UTE o en régimen de concesión.  La misma ley sustrajo las actividades regulatorias de la competencia de la UTE asignándolas a un nuevo ente regulador (hoy URSEA); creó un Mercado Mayorista de Energía Eléctrica (MMEE);  y consagró el derecho de acceso a las redes de transmisión y distribución.
  El MMEE, que empezó a operar en 2007, permite a los generadores del sector privado abastecer de energía eléctrica a la UTE y a los clientes no regulados (aquéllos que tienen conexiones por sobre los 500kW), quienes también pueden optar por recibir suministros de la UTE o de generadoras extranjeras.
  La Administración del Mercado Eléctrico (ADME), persona pública no estatal que entró en funciones en 2003, es responsable de la administración del MMEE y del despacho técnico del Sistema de Interconexión Nacional (SIN).  El ingreso de nuevos generadores al SIN, requiere autorización del Poder Ejecutivo, mediante trámite realizado ante el MIEM.  

295. Conforme a la Ley No 16.832, las tarifas que los clientes regulados pagan por el suministro de energía son fijadas por el Poder Ejecutivo, a propuesta de los distribuidores y con el asesoramiento de la URSEA.
  La ley también faculta al Poder Ejecutivo a establecer tarifas máximas para cada tipo de actividad de la industria eléctrica, tales como los peajes por el uso de la red de transmisión, así como la remuneración que recibe el distribuidor por prestar el servicio a su cargo o Valor Agregado de Distribución Estándar (VADE), que se colecta a través de las tarifas.
  Los criterios para la fijación de las tarifas de distribución y transmisión están establecidos en los reglamentos correspondientes.
  La UTE ha tenido como objetivo avanzar gradualmente hacia la convergencia entre sus tarifas y costos relativos.  Las tarifas han sido objeto de ajustes sucesivos en el período 2008-2010, reflejando el incremento en el precio del petróleo importado y otros costos.  El último ajuste entró en vigor en febrero de 2011, y tuvo por efecto un aumento promedio del 5,55 por ciento.  En promedio, las tarifas de electricidad del Uruguay son más caras que las del resto de la región, sin embargo esto se debe en parte a la menor densidad poblacional del país.  No se permiten los subsidios cruzados; la UTE debe presentar a la URSEA los resultados económicos de gestión separados para cada actividad realizada.
296. Aunque las actividades de generación y comercialización de energía eléctrica han sido liberalizadas, la UTE mantiene un papel preponderante en el sector.  La empresa detenta alrededor del 55 por ciento del total de la potencia instalada del país y, junto con la central hidroeléctrica binacional de Salto Grande, es responsable del 91 por ciento de la generación de electricidad.  La generación privada sigue siendo limitada (9 por ciento), pero está en proceso de crecimiento.  

297. En años recientes, el Gobierno ha promovido una mayor participación de los pequeños generadores y la diversificación de las fuentes de energía.  El Decreto No 389/005, de 7 de octubre de 2005 autoriza a la UTE a celebrar contratos de abastecimiento de energía eléctrica con pequeños generadores instalados en territorio uruguayo.  El Decreto No 377/009, de 14 de agosto de 2009 recomienda a la UTE efectuar la contratación con centrales de generación de pequeño porte basadas en fuentes renovables autóctonas y el Decreto No 173/010, de 1° de junio de 2010, autoriza a los suscriptores conectados a la red de distribución de baja tensión a instalar generación de origen renovable eólica, solar, biomasa o mini hidráulica.
  

c) Servicios de agua potable y saneamiento

298. La empresa Obras Sanitarias del Estado (OSE) es el organismo estatal encargado del abastecimiento de agua potable y del servicio de alcantarillado en todo el país.  De acuerdo con la reforma constitucional aprobada mediante referéndum en 2004, la provisión de estos servicios corresponde exclusivamente al Estado y el acceso al agua potable y al saneamiento constituyen derechos humanos fundamentales.  En consecuencia, todos los servicios de agua potable que estaban en manos de empresas privadas fueron definitivamente transferidos a la OSE.
  Las tarifas del agua potable y otros servicios de la OSE están sujetas a control gubernamental;  se aplican tarifas especiales a grupos vulnerables de la población.  El más reciente pliego tarifario entró en vigor en febrero de 2011.

v) Contrataciones públicas

299. El mercado de la contratación pública es relativamente grande, vista la importante participación del Estado en la economía uruguaya a través de la propiedad de empresas públicas.  Según información del Tribunal de Cuentas, en 2008 se realizaron 878 licitaciones públicas por un monto de 1.106 millones de dólares EE.UU., de los cuales 672 millones correspondieron a empresas públicas, 324 a Organismos del Presupuesto Nacional, y 110 millones a Gobiernos departamentales.  Si se agrega el monto de las licitaciones abreviadas y las compras directas de todos los organismos públicos, el monto total de las compras estatales ascendió a más de 2.000 millones de dólares EE.UU. en 2008 (sin incluir la energía eléctrica importada, el petróleo y sus fletes).
 

300. Las autoridades han indicado que en el marco de la reforma del Estado se está trabajando para poder generar estadísticas oficiales completas sobre las compras estatales, pero éstas aún no están disponibles.  Por lo tanto, sólo se tienen estadísticas agregadas de las adquisiciones de los organismos de la Administración Central, por tipo de adquisición (grupos de bienes y servicios) y por tipo de procedimiento utilizado.  Como se observa en el cuadro III.20, durante el período examinado, las adquisiciones de los organismos de la Administración Central promediaron alrededor de los 300 millones de dólares EE.UU. al año, siendo los rubros más importantes los correspondientes a materiales y suministros y servicios no personales, que en 2010 constituyeron en conjunto cerca de dos tercios del monto total adjudicado.  

Cuadro. III.20
Contrataciones de la Administración Central, 2007-2010
(Montos adjudicados por tipo de adquisición)
	Tipo de adquisición
	2007
	2008
	2009
	2010

	
	$EE.UU.a
	%
	$EE.UU.a
	%
	$EE.UU.a
	%
	$EE.UU.a
	%

	Bienes de tecnologías de la información y la comunicación
	0
	0
	0
	0
	323.023,17
	17,24
	9.328.839,67
	3,14

	Construcciones, mejoras y reparaciones extraordinarias
	40.791.516,60
	12,20
	20.246.853,11
	6,50
	45.185.416,03
	9,15
	67.145.293,69
	22,63

	Máquinas, equipos y mobiliarios nuevos
	29.536.627,27
	8,84
	37.921.451,44
	12,16
	23.991.668,09
	25,90
	22.848.326,44
	7,70

	Materiales y suministros
	160.022.446,41
	47,87
	128.808.637,28
	41,32
	67.906.683,06
	46,72
	101.089.533,91
	34,07

	Servicios no personales
	102.183.499,44
	30,57
	123.474.703,10
	39,60
	122.480.371,70
	0,12
	91.577.929,60
	30,86

	Tierras, edificios y otros activos pre-existentes
	0
	0
	636,00
	0,00
	0
	0
	0
	0

	Tierras, edificios y otros bienes de uso
	1.751.562,65
	0,52
	1.313.202,22
	0,42
	2.273.961,35
	0,87
	4.736.670,16
	1,60

	Total
	334.285.292,37
	100
	311.765.483,15
	100
	262.161.123,40
	100
	296.726.593,47
	100


a
En dólar pizarra vendedor según cotización al 29 de julio de 2011.

Fuente:
Sistema de Compras y Contrataciones Estatales (SICE).

301. El Uruguay no es signatario del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  El régimen de adquisiciones y contrataciones públicas se rige esencialmente por el Decreto No 194/997, de 10 de junio de 1997 (Texto Ordenado de la Ley de Contabilidad y Administración Financiera – TOCAF).
  Es un régimen principalmente descentralizado en lo que se refiere al proceso de compra, sin embargo el TOCAF es aplicable a todos los organismos compradores del Estado que se rigen por el derecho público.  Desde hace varios años las compras de alimentos y medicamentos se efectúan de manera centralizada.  

302. Durante la última década, el Uruguay ha adoptado medidas encaminadas a incrementar la eficiencia y la transparencia de los procedimientos de compras estatales y reforzar la institucionalidad del sistema.  Al mismo tiempo, el Uruguay ha recurrido al sistema de contratación pública como herramienta de promoción de la industria nacional (véase infra).  

303. El Sistema de Compras y Contrataciones Estatales (SICE), creado en 2002, es una plataforma informática de gestión de las contrataciones públicas que permite realizar, entre otros, los llamados o invitaciones a cotizar, la recepción de ofertas y las adjudicaciones.  En el mismo año se creó el sitio www.compraestatales.gub.uy, donde se puede consultar la normativa vigente en materia de compras públicas, así como información sobre qué y cuánto compra cada entidad, por cuáles procedimientos, a qué precios y a qué proveedores.  Los organismos de la Administración Central tienen la obligación de gestionar sus procedimientos competitivos de contratación a través del SICE en correlación con el Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF).
  El resto de los organismos estatales (entes autónomos y servicios descentralizados) tiene obligación de publicar en el SICE los llamados y adjudicaciones de las licitaciones públicas, y sólo las adjudicaciones en los casos de las licitaciones abreviadas, compras directas por excepción, ampliaciones y reiteraciones del gasto.
  En julio de 2008, se transfirió a la Agencia para el Desarrollo de la Gestión del Gobierno Electrónico y la Sociedad de la Información y el Conocimiento (AGESIC) el desarrollo y la gestión del SICE, que antes recaía en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la República. 

304. Mediante la Ley No 18.362, de 6 de octubre de 2008, se creó la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado (ACCE), en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con el objetivo de mejorar las condiciones en que se procesan las compras estatales y desarrollar herramientas para incrementar la transparencia en su gestión y asesorar al Poder Ejecutivo en la elaboración de políticas de compras públicas.  A fines de 2011, se estaba en proceso de establecer la estructura de la ACCE. 

305. El Poder Ejecutivo está facultado para autorizar regímenes y procedimientos especiales de contratación si las características del mercado o de los bienes y servicios que deban adquirirse así lo requieren, por razones de conveniencia de la Administración (TOCAF, Artículo 34).  En virtud de esta facultad, en 2005 se crearon dos unidades centralizadas de adquisición, una de alimentos y la otra de medicamentos y otros insumos médicos.  Ambas fueron fusionadas en la Unidad Centralizada de Adquisiciones (UCA), creada por la Ley No 18.172, de 31 de agosto de 2007, en el MEF.  El cometido de la UCA es centralizar las compras de ambos tipos de productos por parte de los organismos estatales mediante procedimientos especiales, permitiendo así reducir costos.  Se calcula que, en materia de alimentos, el Estado ha logrado ahorros anuales del orden de 15 millones de dólares EE.UU. entre 2007 y 2009.
  La UCA también puede importar y adquirir alimentos por cuenta de personas jurídicas privadas, con autorización del Poder Ejecutivo, en casos de escasez y/o altos precios, que impliquen problemas de abastecimiento para la población.
  

306. Conforme al TOCAF, toda contratación pública debe llevarse a cabo mediante una licitación pública.  No obstante, se permite utilizar otros métodos de contratación, tales como la "licitación abreviada" o las compras directas, en determinadas circunstancias y según el valor del contrato (infra).  Los montos para los procedimientos de compra alternativos a la licitación pública son actualizados cada cuatro meses por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y se publican en línea.
  La recién aprobada Ley No 18.834 (4 de noviembre de 2011) introduce varias modificaciones al TOCAF, incluyendo el incremento de los montos para los diversos procedimientos de compra con el objetivo de dar mayor flexibilidad a los organismos compradores.  Los nuevos montos aún no habían entrado en vigencia al momento de escribir este informe (fines de noviembre de 2011). 

307. Las licitaciones públicas están abiertas a todos los oferentes, nacionales y extranjeros.  Para iniciar un procedimiento de licitación pública se requiere la autorización del funcionario público responsable de las compras (llamado "ordenador") del organismo comprador, así como disponibilidad de crédito presupuestal.  Las invitaciones a participar en una licitación pública (llamados) y a presentar ofertas se publican en el Diario Oficial, en otro diario o semanario de circulación nacional y en la página electrónica de compras estatales, por lo menos 15 días antes de la fecha de apertura de las ofertas.  Se puede reducir este plazo hasta cinco días, por razones de urgencia, debiéndose constatar los motivos en el acto administrativo que disponga el llamado.  Cuando se considera necesaria la participación de empresas extranjeras, las licitaciones se hacen públicas por medio de las misiones diplomáticas del Uruguay en el exterior, pero esto no es un requisito legal;  en este caso la publicación debe hacerse por lo menos 30 días antes de la apertura de las ofertas.  
308. El pliego de bases y condiciones generales
 es complementado con un pliego de bases y condiciones particulares para cada licitación.  Estas últimas pueden incluir condiciones especiales o técnicas, como la moneda y el tipo de cambio a usar en el contrato, la clase y monto de la garantía de cumplimiento del contrato, el modo de provisión, el plazo de expedición y otras especificaciones.  

309. Las ofertas son evaluadas por una Comisión Asesora de Adjudicaciones, que opera en cada organismo comprador y que está obligada a actuar cuando el monto de las licitaciones supera los 750.900 pesos uruguayos (unos 37.358 dólares EE.UU.).
  El principal criterio para evaluar las ofertas es el precio, pero pueden considerarse otros factores como el plazo de entrega y otras características establecidas en el pliego particular.  La Comisión Asesora hace una propuesta de adjudicación que tiene carácter meramente informativo para el "ordenante", siendo éste el que decide en última instancia la adjudicación, o en su caso, la declara desierta o rechaza todas las ofertas.  

310. Puede recurrirse a la licitación abreviada cuando el monto de la adquisición no exceda los 2.503.000 pesos uruguayos (unos 124.527 dólares EE.UU.) para la Administración Central, y 15.018.000 pesos uruguayos (unos 747.164 dólares EE.UU.) en el caso de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado.  En la licitación abreviada se debe convocar por lo menos a seis empresas, tres días antes de la fecha de apertura de las ofertas, plazo que puede reducirse a 48 horas por razones de urgencia.  La licitación se lleva a cabo aun cuando menos de seis empresas presentan ofertas. 

311. Puede utilizarse el procedimiento de compra directa cuando el monto de la operación no sea superior a 125.150 pesos uruguayos (unos 6.226 dólares EE.UU.) para la Administración Central, y 375.450 pesos uruguayos (unos 18.679 dólares EE.UU.) para los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados.  En estos casos se requiere únicamente comparar tres precios.  La contratación también puede hacerse directamente o por otro procedimiento en determinados casos de excepción, por ejemplo, cuando se trate de una operación entre organismos o dependencias del Estado, o con personas públicas no estatales, o cuando la licitación pública, abreviada o remate resultasen desiertos, o no se presenten ofertas válidas o admisibles.  Asimismo, puede recurrirse a la compra directa cuando se trate de la adquisición de bienes o la contratación de servicios exclusivos, la adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus derivados, la compra de energía generada por terceros en territorio uruguayo, o por razones de urgencia, escasez, o necesidades sanitarias, entre otras.
  

312. De acuerdo con información proporcionada por las autoridades, la utilización de la licitación pública como método de compra por parte de la Administración Central se ha incrementado progresivamente desde 2007.  En 2010, la licitación pública fue el procedimiento de compra más utilizado por los organismos de la Administración Central, representando casi un tercio del monto total adjudicado, seguido de las compras de excepción, que también han aumentado su participación.  Por otra parte, la utilización del procedimiento de compra directa, que llegó a representar casi un 60 por ciento de los montos adjudicados en 2007, se ha reducido significativamente. La licitación abreviada ha mostrado variaciones importantes y constituyó el método menos utilizado en 2010.

Cuadro III.21
Contrataciones de la Administración Central, 2007-2010
(Montos adjudicados por procedimiento de compra)
	Procedimiento de compra
	2007
	2008
	2009
	2010

	
	$ EE.UU.a
	%
	$ EE.UU.a
	%
	$ EE.UU.a
	%
	$ EE.UU.a
	%

	Compra directa
	19.856.464,03
	58,67
	55.062.211,35
	29,90
	25.411.031,45
	9,69
	62.907.546,66
	21,20

	Compra de excepción
	90.434.943,03
	8,34
	128.006.409,25
	11,38
	102.198.242,10
	38,98
	87.796.016,65
	29,59

	Licitación abreviada
	27.864.563,89
	27,05
	35.472.743,08
	41,06
	56.047.172,61
	21,38
	53.410.502,00
	18,00

	Licitación pública
	196.129.321,42
	5,94
	93.224.119,47
	17,66
	78.504.677,24
	29,95
	92.612.528,16
	31,21

	Total
	334.285.292,37
	100
	311.765.483.15
	100
	262.161.123,40
	100
	296.726.593,47
	100


a
En dólar pizarra vendedor según cotización al 29 de julio de 2011.

Fuente:
Sistema de Compras y Contrataciones Estatales (SICE).

313. El Uruguay hace uso del sistema de contrataciones públicas para proteger y promover la producción nacional.  En la segunda mitad de 2008, se introdujeron varios cambios en la normativa relacionada con las preferencias a la industria nacional.  Existe un régimen de alcance general y un programa de contratación pública para el desarrollo que comprende varios subprogramas. 

314. El Artículo 41 de la Ley No 18.362, de 6 de octubre de 2008, reglamentado por el Decreto No 13/009, de 13 de enero de 2009, establece que en las contrataciones públicas se otorgará un margen de preferencia del 8 por ciento en el precio de los bienes, los servicios y las obras públicas nacionales, cuando exista paridad de calidad o aptitud con los bienes, servicios y obras públicas extranjeros.  Para los bienes el margen es aplicable sobre el precio del bien nacional puesto en almacenes del comprador;  para los servicios, sobre el precio del servicio brindado por proveedores nacionales;  y para las obras públicas, sobre la utilización de mano de obra y materiales nacionales.  Conforme al Decreto No 13/009, se considera nacional un producto si cumple con un mínimo del 35 por ciento de integración nacional y un proceso de transformación que le confiera una clasificación arancelaria diferente a la de los insumos importados (salto de partida).
  El margen de preferencia es aplicable en las licitaciones públicas y abreviadas, así como en los casos de compras directas por excepción.  Con respecto al régimen que prevalecía anteriormente
, la Ley No 18.362 (2008) introdujo los siguientes cambios:  se redujo el margen de preferencia del 10 por ciento al 8 por ciento, aplicándose sobre el precio y no sólo sobre el componente nacional como se hacía antes;  se disminuyó el porcentaje de integración nacional del 40 al 35 por ciento;  y se excluyeron de la aplicación del margen de preferencia a las adquisiciones de bienes y servicios realizadas por las empresas públicas que operan en libre competencia.  

315. El Artículo 43 de la Ley No 18.362 creó el Programa de Contratación Pública para el Desarrollo (PCPD) con el objetivo de desarrollar proveedores nacionales, en particular MIPYME y pequeños productores agropecuarios, mediante márgenes de preferencia en el precio y mecanismos de reserva de mercado.
  Adicionalmente, el Decreto No 371/010, de 14 de diciembre de 2010, creó el Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas.
  Las MIPYME que se acojan a este Subprograma tienen una preferencia sobre el precio de los bienes, servicios y obra pública nacionales, que va del 8 al 16 por ciento en el caso de las micro y pequeñas empresas, y del 4 al 12 por ciento en el caso de las medianas empresas.  Para los bienes, se exige un mínimo de 35 por ciento de integración nacional y un salto de partida arancelaria.  Cuando el servicio ofertado incluya el suministro de bienes, el monto sobre el que se aplica el margen de preferencia no incluye el precio de los bienes que no califican como nacionales, y en el caso de las obras públicas la preferencia se aplica sobre el porcentaje de mano de obra y materiales nacionales que componen el precio de la oferta.  Estas preferencias no son acumulables con aquellas que se otorgan bajo el régimen general.

316. El Subprograma de Contratación Pública para las MIPYME también prevé un mecanismo de reserva de mercado, que pueden invocar dichas empresas.  Mediante este mecanismo, la empresa MIPYME interesada debe ofertar una cantidad igual al 10 por ciento de la cantidad total prevista por la contratación.  Salvo en los casos en que este mecanismo no resulte aplicable
, se debe adjudicar a la mejor de las ofertas que invoque el mecanismo de reserva de mercado el 10 por ciento de la cantidad total del objeto licitado, asignándose la parte restante a la mejor oferta.  Los márgenes de preferencia de precios específicos para las MIPYME y aquellos del régimen general no son aplicables a las ofertas que se acojan al mecanismo de reserva de mercado.  

317. La Ley No 18.362 establece límites a la aplicación de cualquier programa de compras públicas en el marco del Programa de Contratación Pública para el Desarrollo (incluido el Subprograma de las MIPYME).  Por una lado, de forma general, no pueden aplicarse los programas más allá de un 10 por ciento del valor de las compras del Estado del año anterior, al tiempo que existe un tope máximo por entidad del 20 por ciento.  Por otro lado, sólo pueden beneficiarse de estos programas aquellos proveedores que califican dentro de la población objetivo de cada programa y además presentan una contrapartida, previamente estipulada en cada caso.  Por ejemplo, para el Subprograma de las MIPYME, el Decreto No 371/010 establece que las empresas deben presentar algún tipo de certificación de calidad internacionalmente reconocida o la constancia de haber participado exitosamente en un proceso de fortalecimiento impartido por la Dirección Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas (DINAPYME).  Las autoridades han indicado que, dado que el Subprograma de las MIPYME comenzó a funcionar recientemente, aún no se tiene información disponible sobre sus resultados.

318. Todos los organismos públicos regulados por el TOCAF deben publicar la adjudicación de las licitaciones públicas y abreviadas, las contrataciones en régimen de excepción y las ampliaciones de las mismas en el sitio Web de compras estatales en un plazo de 10 días.
  La Constitución uruguaya permite la posibilidad de presentar recursos ante órganos administrativos y jurisdiccionales para impugnar la adjudicación de un contrato.  Una vez realizada la adjudicación, los oferentes tiene 10 días para presentar recursos y, de hacerlo ser así, se produce la suspensión de la licitación.

319. Recientemente, por iniciativa del Poder Ejecutivo, se introdujeron cambios al TOCAF mediante la Ley de Rendición de Cuentas y balance de Ejecución Presupuestal del ejercicio de 2010 (Ley No 18.834), publicada el 17 de noviembre de 2011.
  Las modificaciones tienen como fin introducir mejores prácticas en materia de compras estatales para potenciar la eficiencia en su gestión;  adecuar los requisitos de transparencia a las nuevas tecnologías;  flexibilizar algunos procedimientos de compra para reducir costos, otorgando mayor responsabilidad a los organismos compradores;  y precisar las atribuciones de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado (ACCE).  

320. Los principales cambios propuestos por el proyecto de Ley incluyen:  la utilización de procedimientos alternativos de compra como la puja a la baja, la subasta o remate y los convenios marco; la accesibilidad en tiempo real a un nuevo Registro Único de Proveedores por las unidades de compra; la estandarización del contenido de los avisos referidos a las contrataciones;  la obligación de publicar en el sitio Web de adquisiciones estatales todos los llamados, las adquisiciones, los recursos y las observaciones hechas por los órganos de control;  el incremento (2,5 veces) de los límites de montos de compras directas y licitaciones abreviadas;  la reducción de los plazos administrativos; la flexibilización del sistema de garantías;  y la inclusión de criterios de sostenibilidad ambiental en las compras estatales.  
vi) Protección de la propiedad intelectual 
a) Panorama general 

321. El Acuerdo sobre los ADPIC tiene fuerza de ley en el Uruguay desde el 1º de enero de 1995.  Además, el Uruguay ha modificado su legislación para cumplir con las disposiciones específicas del Acuerdo, para implementar las cuales tenía hasta el 1º de enero del 2000 en su calidad de país en desarrollo.
  

322. Los derechos de propiedad intelectual (DPI) están explícitamente garantizados por la Constitución de 1967, la cual en su Artículo 33 prescribe que el trabajo intelectual, y el derecho de autor, del inventor o del artista, deberán ser reconocidos y protegidos por la ley.  Desde su último examen en 2006, el Uruguay no ha introducido mayores modificaciones a su legislación en materia de patentes y marcas de fábrica, o derechos de autor (cuadro III.22), ya que la mayoría de esos cambios fueron introducidos previamente al año 2000.  La legislación del Uruguay sobre los DPI fue objeto de un examen por parte del Consejo de los ADPIC en noviembre de 2001.

Cuadro III.22
Visión de conjunto de la protección de los derechos de propiedad intelectual en el Uruguay, 2011
	Ley/Cobertura
	Duración
	Observaciones, limitaciones y exclusiones 

	Derechos de autor y conexos

	Ley No 9.739 de 1937 en la redacción dada por la Ley No 17.616, de 10 de enero de 2003, Ley No 17.805, de 26 de agosto de 2004 y Ley No 18046, de 24 de octubre 2006
Cobertura:  Los derechos morales y patrimoniales de toda creación literaria, científica o artística original  susceptible de ser divulgada o publicada por cualquier medio o procedimiento, cualquiera sea su género, forma de expresión, la nacionalidad o domicilio del autor o derecho habiente, o el lugar de publicación.  Los derechos conexos comprenden los derechos de los artistas, intérpretes y ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión.  
	De los derechos patrimoniales:  vida del autor (o del último coautor) más 50 años.  Para las obras colectivas, anónimas, seudónimas, audiovisuales, radiofónicas o programas de ordenador, 50 años contados a partir de su divulgación o primera publicación.
	No se requiere registro para la protección
No están protegidas las ideas, procedimientos, textos oficiales, noticias o datos
No se considera violación al derecho de autor cuando las obras son usadas sin fines de lucro, o con fines educacionales o de investigación

	Patentes

	Ley No 17.164, de 2 de septiembre de 1999.  Decreto No 11/2000, de 13 de enero de 2000.

Cobertura:  Toda invención, de producto o procedimiento, nueva, que tenga nivel inventivo y sea susceptible de aplicación industrial.  Los productos farmacéuticos y químicos agrícolas están cubiertos por la Ley de Patentes desde el 1° de noviembre de 2001.


	20 años desde la presentación de la solicitud, improrrogables
	No son patentables las plantas, los animales, y los procedimientos esencialmente biológicos, así como las invenciones cuya explotación comercial debe impedirse para proteger el orden público, la moral, la salud o la vida de personas y animales, y preservar los vegetales y el medio ambiente.  

Pueden concederse licencias obligatorias en caso de que una patente no haya sido explotada en un plazo de 3 años desde su concesión, o 4 años desde su solicitud, así como por razones de interés público, desarrollo económico, emergencia o seguridad nacional, prácticas anticompetitivas o dependencia de patentes.

	Dibujos y modelos (diseños) industriales
	
	

	Ley No 17.164, de 2 de septiembre de 1999.  Decreto No 11/2000, de 13 de enero de 2000.

Cobertura:  Creaciones originales de carácter ornamental que incorporadas o aplicadas a un producto industrial o artesanal, le otorgan una apariencia especial.
	10 años desde la fecha de la presentación de la solicitud, prorrogables por 5 años más
	Protección mediante una patente de diseño industrial.  No podrán ser objeto de una patente de diseño industrial:  los dibujos o modelos industriales que no sean nuevos, que presenten diferencias de carácter secundario con respecto a los modelos o a los diseños anteriores;  que sirvan únicamente a la obtención de efecto técnico, que carezcan de forma definida concreta, que consistan únicamente en un cambio de colorido en diseños ya conocidos;  que importen realizaciones de obras de bellas artes o sean contrarios al orden público y a las buenas costumbres.

	Modelos de utilidad

	Ley No 17.164, de 2 de septiembre de 1999.  Decreto No 11/2000, de 13 de enero de 2000.

Cobertura:  Toda nueva disposición o conformación obtenida o introducida en herramientas, instrumentos de trabajo, utensilios, dispositivos, equipos u otros objetos conocidos, que importen una mejor utilización o un mejor resultado en la función a que están destinados, u otra ventaja para su uso o fabricación.  
	10 años desde la fecha de la presentación de la solicitud, prorrogables por 5 años más
	Protección a través de patente de modelo de utilidad.

No son objeto de protección mediante una patente de modelo de utilidad:  los cambios de forma, dimensiones, proporciones o material de un objeto, a no ser que tales cambios modifiquen sus cualidades o funciones;  la simple sustitución de elementos por otros ya conocidos como equivalentes;  los procedimientos;  ni la materia excluida de protección por patente de invención.

	Esquemas de trazados de circuitos integrados.  

	La protección se concede a través del registro. Los esquemas de trazado deben ser originales. ADPIC (no existe legislación especial).  
	10-20 años desde la fecha de presentación de la solicitud, dependiendo del tipo de patente
	Protección a través de patentes de invención, diseños industriales o derechos de autor.



	Cuadro III.22 (continuación)

	Marcas de fábrica o de comercio

	Ley No 17.011, de 25 de septiembre de 1998 (Ley de Marcas).  Decreto No 34/999, de 3 de febrero de 1999 por el cual se reglamenta la Ley  de Marcas.  Decreto No 146/2001, de 3 de mayo de 2001 (por el cual se reglamenta el registro de signos sonoros).

Cobertura:  Previo registro, todo signo con aptitud para distinguir los productos o servicios de una persona física o jurídica de los de otra, incluyendo nombres, lemas comerciales, marcas de certificación y marcas colectivas.  

El uso de la marca no es condición para el mantenimiento del registro de marca.  

	10 años desde su concesión, renovables indefinidamente, por períodos de 10 años.

El uso de la marca no es obligatorio
	No son registrables, entre otros:  a) los símbolos nacionales o departamentales;  b) los signos que reproduzcan o imiten monedas o billetes;  c) las denominaciones de origen, las indicaciones de procedencia y cualquier nombre geográfico que no sea suficientemente original y distintivo respecto a los productos o servicios a los que se aplique, o que su empleo sea susceptible de crear confusión con respecto al origen, procedencia, cualidades o características de los productos o servicios para los cuales se use la marca;  d) formas de productos o envases, cuando reúnan los requisitos para constituir patente;  e) nombres de las variedades vegetales;  g) denominaciones técnicas, comerciales o vulgares.

	Indicaciones geográficas

	Ley No 17.011, de 25, de septiembre de 1998 (Ley de Marcas).  

Cobertura:  Constituyen indicaciones geográficas las indicaciones de procedencia y las denominaciones de origen.  La indicación de procedencia es un nombre geográfico para un producto o servicio que identifica el lugar de extracción, producción o fabricación.  La denominación de origen es el nombre geográfico de un país, ciudad, región o localidad que designa un producto o servicio cuyas cualidades o características se deben exclusivamente al medio geográfico, incluidos factores humanos o naturales.  
	Las indicaciones de procedencia gozan de protección sin necesidad de registro.  Las denominaciones de origen se conceden sin plazo
	Está prohibido que la indicación geográfica se utilice para identificar productos del mismo género que no sean originarios del lugar designado por la indicación.  

	Obtenciones vegetales

	Ley No 16.580, de 21 de septiembre de 1994, que aprueba el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones de Vegetales, y Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997, sobre Obtención, Producción, Circulación y Comercialización Interna y Externa de las Semillas y las Creaciones Citogenéticas.

Cobertura:  Variedades vegetales nuevas, homogéneas, distinguibles y estables
	De 15 a 20 años, según la especie
	Protección a través de títulos de obtentor.


Fuente:
Secretaría de la OMC.

323. El Uruguay es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y parte en varios convenios internacionales relativos a la protección de los derechos de propiedad intelectual (cuadro III.23).  Desde su último examen en 2006, el Uruguay ha adherido al Tratado sobre el Derecho de Autor de la OMPI, así como al Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas.  A junio de 2011, el Uruguay no era parte al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, ni al Arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas, ni al Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid relativo al Registro de Marcas. 

Cuadro III.23
Convenios internacionales sobre propiedad intelectual ratificados por el Uruguay, 2011

	Convenio/Convención internacional
	Ley y fecha de ratificación

	Convenio de París (Acta de Estocolmo de 1967)
	Decreto Ley No 14.910, de 10 de julio de 1979

	Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC)
	Ley No 16.671, de 13 de diciembre de 1994

	Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)
	Decreto Ley No 14.910, de 10 de julio de 1979

	Cuadro III.23 (continuación)

	Protocolo de Armonización de Normas de Propiedad Intelectual en el MERCOSUR en materia de Marcas, Indicaciones de Procedencia y Denominaciones de Origen (DEC GMC 8/95)
	Ley No 17.052, de 14 de diciembre de 1998

	Tratado de Nairobi sobre la Protección del Símbolo Olímpico
	Decreto Ley No 15.491, de 28 de noviembre de 1983

	Convenio de Roma sobre la protección de los artistas, intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión
	Decreto Ley No 14.587, de 19 de octubre de 1976

	Convenio para la protección de los productores de fonogramas contra reproducción no autorizada, Ginebra, 1971
	Decreto Ley No 15.012, de 13 de mayo de 1980

	Convenio de Berna para la protección de las obras literarias y artísticas 
	Decreto Ley No 14.910, de 10 de julio de 1979

	Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV)
	Ley No 988, de 14 de noviembre de 1996

	Arreglo de Locarno, que establece una Clasificación Internacional para los Dibujos y Modelos Industriales 
	Ley No 17.146, de 9 de agosto de 1999

	Arreglo de Estrasburgo relativo a la Clasificación Internacional de Patentes
	Ley No 17.146, de 9 de agosto de 1999

	Arreglo de Niza, relativo a la Clasificación Internacional de Productos y Servicios para el Registro de Marcas
	Ley No 17.146, de 9 de agosto de 1999

	Acuerdo de Viena, por el cual se establece una Clasificación Internacional de los Elementos Figurativos de las Marcas
	Ley No 17.146, de 9 de agosto de 1999

	Tratado sobre el Derecho de Autor de la OMPI
	Ley No 18.036, de 20 de octubre de 2006

	Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas
	Ley No 18.253, de 20 de febrero 2008


Fuente:
Notificaciones del Uruguay a la Secretaría de la OMC y a la OMPI.

324. La Dirección Nacional de la Propiedad Industrial (DNPI), órgano desconcentrado, es la unidad ejecutora del MIEM con competencia privativa en materia de propiedad industrial.  La DNPI tiene como cometidos esenciales la administración y protección de los derechos de la propiedad industrial, el registro de las creaciones industriales y de los signos distintivos de la actividad industrial o comercial susceptibles de inscripción (patentes de invención, de diseños y modelos industriales, marcas de fábrica y de comercio, marcas de servicios, colectivas y de certificación).  La DNPI también resuelve las oposiciones, recursos administrativos y anulaciones, proporciona información de antecedentes, realiza actividades de información tecnológica, y promueve el cumplimiento de convenios y acuerdos internacionales y la armonización de las legislaciones en el MERCOSUR.  Asimismo asesora al Poder Ejecutivo en la formulación de políticas de propiedad intelectual.
  
325. La protección de los derechos de autor es competencia del Consejo de Derechos de Autor del Ministerio de Educación y Cultura.  Al Consejo le compete también la vigilancia y contraloría de la aplicación de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, incluyendo la administración y custodia de los bienes literarios y artísticos incorporados al dominio público y al del Estado.  El Consejo canaliza a la vía judicial las acciones civiles y las denuncias criminales, actúa como árbitro en las diferencias suscitadas en los sindicatos o agrupaciones de autores o productores, y emite opinión o dictamen en las controversias llevadas ante las autoridades judiciales y administrativas, sobre la materia vinculadas a la ley de derechos de autor, siempre que estos le sean requeridos.

326. El Uruguay aplica, a través de la Ley No 17.052, de 14 de diciembre de 1998 y de la Ley No 18.046, de 26 de octubre de 2006, el Protocolo de Armonización de Normas sobre Propiedad Intelectual en el MERCOSUR, en materia de marcas, indicaciones de procedencia y denominaciones de origen.  Esta protección es compatible con las normas de la Convención de Paris para la protección de la Propiedad Industrial (Acta de Estocolmo de 1967) y el acuerdo ADPIC.  El Protocolo se encuentra en vigor en el Uruguay y el Paraguay, que lo ratificaron. 

b) Patentes, modelos de utilidad y diseños industriales

327. La legislación con respecto a patentes, modelos de utilidad y diseños industriales está contenida en la Ley No 17.164, de 2 de septiembre de 1999 (Ley de Patentes de invención, modelos de utilidad y diseños industriales, vigente desde el 18 de enero de 2000).
  El Decreto No 11/000, de 13 de enero de 2000 es el reglamento de la Ley de Patentes.
  La Ley de Patentes garantiza el trato nacional y el derecho de prioridad establecidos en los convenios internacionales ratificados por el Uruguay en materia de patentes.  De acuerdo con ella, son patentables las invenciones nuevas de productos o de procedimientos que supongan una actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial.  La patente de invención tiene un plazo de duración de 20 años, contados a partir de la fecha de la solicitud;  el plazo de protección de los modelos de utilidad y de los diseños industriales es de 10 años, prorrogable por cinco más.  Para reivindicar una prioridad extranjera de acuerdo con el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial y el Decreto-Ley No 14.910, de 19 de julio de 1979, el solicitante debe agregar un certificado que contenga la fecha de depósito y la copia de la solicitud, expedido por la autoridad que hubiera recibido la misma, en un plazo de 90 días desde la presentación de la solicitud.  

328. La solicitud de una patente debe presentarse ante la DNPI;  una misma solicitud puede incluir una única invención o varias, siempre que se encuentren relacionadas entre sí en un único concepto inventivo.  Una vez aceptada por la DNPI, la solicitud es publicada en el Boletín de la Propiedad Industrial (BPI) antes de transcurridos 18 meses de su presentación;  la publicación podrá anticiparse a petición del solicitante.  Luego de la publicación, hay un plazo de 60 días para que terceros puedan realizar observaciones.  Dentro de los 120 días de efectuada la publicación, la DNPI efectúa un examen técnico de la solicitud.  Las observaciones que puedan surgir deben ser consideradas por el solicitante en un plazo de 90 días.  Cumplidos todos los requisitos, se concederá la patente.  El procedimiento de concesión de las patentes de invención puede durar en promedio un tiempo estimado de 8 años.  En el caso de los diseños industriales, el procedimiento es similar al de las patentes;  sin embargo, la solicitud se publica en el BPI antes de transcurridos 12 meses de su presentación.  

329. Los derechos que la patente confiere a su titular incluyen el de impedir que terceros realicen sin su autorización:  a) en el caso de un producto:  su fabricación, ofrecimiento en venta, venta o utilización, importación o almacenamiento para uno de estos fines;  y b) en el caso de un procedimiento:  su uso, así como la ejecución de cualquiera de los actos anteriormente indicados respecto de los productos obtenidos por medio de dicho procedimiento.  Los derechos patrimoniales derivados de una patente o de una solicitud de patente son transferibles, total o parcialmente, por sucesión o por acto entre vivos.  La Ley de Patentes consagra sin restricciones el sistema de agotamiento internacional del derecho. 
330. La Ley de Patentes permite que el titular o solicitante de una patente pueda conceder licencias para la explotación del objeto de la misma.  Dichas licencias deben ser registradas en el registro de la DNPI.  La licencia que de este modo se conceda no es exclusiva;  nada impide al licenciante otorgar otras licencias para la explotación de la patente en el país o explotarla por sí mismo.  En este sentido, la Ley de Patentes prohíbe que las licencias contractuales establezcan cláusulas o condiciones que produzcan un efecto negativo en la competencia, tales como:  un arreglo de distribución exclusiva;  limitaciones al licenciatario en el plano comercial o industrial, no derivadas de los derechos conferidos por la patente;  limitaciones a la exportación del producto protegido por la patente hacia países con los que existiera un acuerdo para establecer una zona de integración económica y comercial;  o cualquier otra limitación con efectos perjudiciales para el comercio.
331. También existe la posibilidad legal de que cualquier interesado pueda solicitar licencias obligatorias, en determinadas circunstancias.  Estas incluyen:  la falta de explotación luego de haber transcurrido tres años desde la concesión de la patente o cuatro años desde la fecha de la solicitud;  situaciones especiales que pudieran afectar al interés general, la defensa o la seguridad nacional;  para promover el desarrollo económico, social y tecnológico de determinados sectores estratégicos para el país;  en casos de emergencia sanitaria;  o por falta o insuficiencia de abastecimiento comercial para cubrir las necesidades del mercado interno.  Las licencias obligatorias son concedidas por la DNPI, por resolución expresa, la cual debe especificar la duración, alcance y condiciones de las mismas.  La DNPI también está facultada, por resolución expresa,  para conceder licencias obligatorias por razones de prácticas anticompetitivas.  No se han concedido licencias obligatorias por prácticas anticompetitivas.  La determinación previa de la existencia de una práctica anticompetitiva puede ser realizada por la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia o por el Poder Judicial según el caso.  La Ley de Patentes establece también la posibilidad de otorgar licencias obligatorias en caso de patentes dependientes, es decir, cuando la invención o modelo de utilidad patentado no pudiera explotarse en el país sin infringir una patente anterior.   

332. El cuadro III.24 muestra estadísticas relativas a la concesión de patentes y otros derechos de propiedad industrial para el período 2006-2010.  La mayor parte de las patentes y otros derechos de propiedad industrial fueron concedidos a no residentes.
Cuadro III.24
Estadísticas de propiedad industrial, 2006-2010
	
	Residentes
	No residentes
	Total

	Marcas solicitadas  
	19.936
	31.432
	51.368

	Marcas concedidas  
	14.968
	25.257
	40.225

	Patentes de invención solicitadas  
	145
	3.688
	3.833

	Patentes de invención concedidas   
	15
	199
	214

	Modelos de utilidad solicitados   
	200
	59
	259

	Modelos de utilidad concedidos   
	28
	4
	32

	Diseños industriales solicitados   
	71
	313
	384

	Diseños industriales concedidos   
	48
	424
	472


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

c) Marcas e indicaciones geográficas
333. La legislación sobre marcas e indicaciones geográficas está compuesta por la Ley No 17.011, de 25 de septiembre de 1998 (Ley de Marcas) y su reglamento, contenido en el Decreto No 34.999, de 3 de febrero de 1999, los cuales fueron notificados por el Uruguay a la OMC en 2001.
  

334. Las marcas deben registrarse en el Registro de Marcas de la DNPI para su protección.  La protección acordada por el registro de una marca es de 10 años, indefinidamente renovable por períodos iguales, a solicitud del titular o su representante.  La renovación debe solicitarse dentro de los seis meses previos al vencimiento del registro.  El uso de la marca es facultativo;  el derecho concedido por el registro de la marca no se extingue por falta de uso.  Puede solicitarse también el registro de marcas colectivas.  El registro de una marca no faculta al derecho habiente a impedir la libre circulación de los productos marcados, siempre que estos hayan sido introducidos legítimamente en el comercio por el titular o con la autorización del mismo.

335. La Ley también regula la concesión de marcas de certificación o de garantía, de parte de organismos estatales o paraestatales competente para realizar actividades de certificación de calidad por cuenta del Estado conforme a sus cometidos, o entidades de derecho privado debidamente autorizadas por el órgano competente mencionado.  El registro de una marca de certificación o de garantía tiene una duración indefinida.

336. La Ley de Marcas también legisla con respecto al uso de nombres comerciales y de indicaciones geográficas, ya sean indicaciones de procedencia o denominaciones de origen.  Las indicaciones de procedencia gozan de protección sin necesidad de registro, mientras que las denominaciones de origen deben estar registradas en el Registro de Denominaciones de Origen en la DNPI para su protección.  La Ley limita el uso de una indicación de procedencia a los productores y a los prestadores de servicios establecidos en el lugar, mientras que con relación a las denominaciones de origen se exige además el cumplimiento de requisitos de calidad.  El Decreto Reglamentario de la Ley de Marcas establece en su artículo 65, que "los productores, fabricantes, artesanos o prestadores de servicios extranjeros, así como las autoridades públicas competentes de países extranjeros, podrán registrar las denominaciones de origen extranjeras que le correspondan, de acuerdo a los tratados internacionales suscritos por la República", entendiéndose por tales todos los suscritos:  bilaterales, regionales y multilaterales, incluido el Acuerdo sobre los ADPIC.
d) Derechos de autor

337. La protección de los derechos de autor en el Uruguay está regulada por la Ley No 9.739 de 1937 o Ley de Derechos de Autor y por la Ley No 17.616, de 10 de enero de 2003, sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, la cual modificó varios artículos de la Ley No 9.739, y por la Ley No 17.805, de 26 de agosto de 2004.  El Decreto No 154/004 (Derechos de Autor, Reglamentación), de 3 de mayo de 2004, reglamenta la Ley No 17.616, de 10 de enero de 2003.  Las modificaciones introducidas a la legislación por la Ley No 17.616 sobre derechos de autor, y que suponen la adaptación de la normativa uruguaya a los ADPIC, fueron notificadas a la OMC en 2004.
  

338. El registro de los Derechos de Autor en el Uruguay lo lleva la Biblioteca Nacional.  La inscripción de los derechos de autor en este registro es facultativa y no es requisito para su protección.  Sin embargo, el registro facilita el dirimir las controversias que puedan suscitarse con respecto a la protección de los derechos de autor.  En este sentido, todas las controversias que se susciten con motivo de las inscripciones en el Registro son resueltas por el Consejo de Derechos de Autor.  La inscripción en el registro es meramente declarativa, no constitutiva de los derechos de autor.  El Registro deja constancia que quien se presenta declara ser el autor de una obra.  En caso de no inscripción, la obra está igualmente protegida de acuerdo a lo preceptuado por el Convenio de Berna, puesto que la protección es automática por la sola creación de la obra, y esta protección se extiende a todos los Estados miembros de la Unión de Berna incluidos los Estados parte en el Acuerdo sobre los ADPIC.
339. En virtud de la Ley No 17.616 se protegen los derechos de los artistas, intérpretes y ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión.  Los derechos de autor comprenden la facultad exclusiva del autor de enajenar, reproducir, distribuir, publicar, traducir, adaptar, transformar, comunicar o poner a disposición del público las mismas.  La protección del derecho de autor abarca las expresiones pero no las ideas, procedimientos, métodos de operación o conceptos matemáticos en sí.  
340. El plazo de protección de los derechos de autor es la vida del autor más 50 años.  Para las obras anónimas y seudónimas, el plazo de protección es de 50 años a partir de que la obra haya sido lícitamente hecha accesible al público.  En las obras colectivas el derecho patrimonial se extingue a los 50 años de su primera publicación o a partir de su realización o divulgación autorizada.  Los derechos patrimoniales a favor de productores de fonogramas y organismos de radiodifusión son también de 50 años a partir del 1° de enero del año siguiente al de su publicación, o emisión, respectivamente.  Los derechos de autor son independientes de la propiedad del objeto material en el cual está incorporada la obra.  La Ley No 17.616 contiene también disposiciones sobre derechos conexos, por las cuales el artista intérprete o ejecutante de una obra literaria o musical, tiene derechos sobre su interpretación o ejecución;  el productor de fonogramas, sobre su fonograma;  y el organismo de radiodifusión sobre sus emisiones.  El agotamiento del derecho de autor es nacional.

341. La Sociedad Uruguaya de Artistas Intérpretes (SUDEI), la Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU), la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos (ANDEBU), y la Cámara Uruguaya del Disco y del Videograma (CUD) son las asociaciones encargadas de gestionar los derechos de autor, intérprete o ejecutante en el Uruguay y de distribuir los derechos correspondientes.

342. La Ley No 17.805, de 26 de agosto de 2004 reguló la autorización para el uso de artículos periodísticos, revistas u otros medios de comunicación social, confiriéndole al editor o propietario de la publicación el derecho a utilizarlos por una vez, salvo acuerdo contrario.  Además, la Ley presume una cesión de los derechos de los autores en relación de dependencia a favor solamente del empleador para el que trabaja.  Se reconoce a texto expreso que toda vez que se vuelva a publicar total o parcialmente un artículo periodístico, el autor del mismo deberá ser identificado como lo fue la primera vez.  La Ley establece también una extensión análoga de la protección a otras expresiones artísticas (dibujos, chistes, caricaturas, etc.).  La Ley No 18.046, de 24 de octubre de 2006 determina la tarifa que se cobra por la reventa de obras de artes plásticas o escultóricas que le corresponda percibir al Estado por concepto de dominio público, en un 3 por ciento del precio, mismo porcentaje que cuando las obras se encuentran en el dominio privado.
  El destino de lo recaudado es para financiar los Fondos Concursables de la Cultura.
e) Protección de variedades vegetales 
343. Las variedades vegetales están protegidas por la Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997, en su redacción dada por la Ley No 18467, de 27 de febrero de 2009, y sus decretos reglamentarios Nos 438/004, de 16 de septiembre de 2004 y 219/010, de 14 de julio de 2010.  Además, la Ley No 16.580, de 21 de septiembre de 1994, aprobó la adhesión del Uruguay al Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) y fue notificada a la OMC en 2002.
  La Ley No 16.811, de 21 de febrero de 1997, sobre "Obtención, Producción, Circulación y Comercialización Interna y Externa de las Semillas y las Creaciones Fitogenéticas" y su Ley modificativa No 18.467, de 27 de febrero de 2009, contienen la legislación nacional sobre protección de cultivares.  
344. Sólo está permitido certificar y comercializar en el país a los cultivares inscriptos en el "Registro Nacional de Cultivares", llevado por el Instituto Nacional de Semillas (INASE), aunque la reglamentación puede establecer excepciones en relación a las especies respecto de las que se exige la inscripción en el Registro para ser comercializadas.  En cuanto a la protección del derecho de propiedad sobre cultivares, el INASE lleva el "Registro de Propiedad de Cultivares", que tiene como objetivo reconocer y garantizar un derecho de obtentor de una variedad vegetal nueva, mediante concesión y registro de un título de propiedad, de conformidad con el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (COPOV).  El título de propiedad inscrito en el Registro de Propiedad de Cultivares, habilita a su titular a celebrar, respecto a su derecho de propiedad, todos los negocios jurídicos legalmente admisibles, confiriendo a su tenedor el derecho exclusivo o el sometimiento a su autorización previa, para la introducción en el país y en el extranjero, o la donación, de acuerdo con la legislación vigente y su reglamentación, de los elementos de reproducción sexuada o multiplicación vegetativa, en su calidad de propietario de tal cultivar. 

f) Esquemas de trazado de circuitos integrados
345. El Uruguay no cuenta con disposiciones legales específicas para la protección de esquemas de trazado de circuitos integrados.  La protección de estos se realiza a través del Acuerdo sobre los ADPIC, el cual incorporó a la legislación uruguaya las disposiciones referidas a circuitos integrados.  Los esquemas de trazado que reúnan los respectivos requisitos para la adquisición de cada tipo de derecho, pueden adquirir protección mediante patentes de invención, diseños industriales, o mediante derechos de autor, o aun a través de las normas sobre competencia desleal.

g) Información no divulgada

346. La información no divulgada se protege a través de la normativa de competencia desleal.  La entidad encargada de su vigilancia es la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, que funciona como órgano desconcentrado en la órbita del MEF, desde su creación en 2009.
h) Observancia

347. No hay un organismo específicamente encargado de la observancia de derechos de propiedad intelectual en el Uruguay.  La observancia se realiza sobre todo a nivel de la esfera judicial, o través de las actividades de la aduana. 
348. En lo relativo a la observancia de los derechos de autor, la Ley No 17.616 contiene normativa impone penas de entre tres meses y tres años de prisión en caso de infracción de estos derechos con fines de lucro.  El detentor del derecho puede entablar además acción civil para conseguir el cese de la actividad ilícita, la indemnización por daños y perjuicios y una multa de hasta diez veces el valor del producto en infracción.  La Ley de Derechos de Autor prevé también la aplicación de medidas en frontera.  Tanto del derecho habiente como la DNA pueden solicitar la aplicación de medidas para detener la importación al Uruguay de mercancías fabricadas, distribuidas o importadas o destinadas a distribuirse, sin autorización del titular del DPI.  
349. En lo relativo a patentes, la Ley de Patentes contiene disposiciones específicas en la materia de observancia, las cual permiten entablar acciones administrativas y civiles contra quien realice actos en violación de derechos de patente.  La Ley de Patentes también contiene disposiciones penales en materia de observancia, que establecen penas privativas de la libertad de entre seis meses y tres años para todo aquel que defraudare alguno de los derechos protegidos por patentes, además del decomiso de los objetos elaborados en infracción o utilizados en su fabricación.  

350. La Ley de Marcas permiten entablar acciones civiles y penales cuando se infrinjan de esos derechos.  La Ley permite entablar procesos por daños y perjuicios y prohíbe el uso de marcas en contravención de la norma vigente, estipulando los procedimientos judiciales para lograr la observancia en esta materia.  En lo penal, la Ley de Marca establece penas de entre seis meses de prisión a tres años de penitenciaría, pudiendo además ser decomisadas y destruidas las mercaderías incautadas en infracción. 
� Este proyecto tiene su fundamento legal en la Ley No 18.600, de 5 de noviembre de 2009 que reconoce la admisibilidad, validez y eficacia jurídica del documento electrónico y de la firma electrónica, así como en la Ley No 18.694, de 21 de octubre de 2010, sobre Guarda, Conservación y Archivo de los documentos derivados de operaciones aduaneras.


� El Código Aduanero del Uruguay puede consultarse en línea en el sitio web de la DNA.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.aduanas.gub.uy/BIBLIOTECADEDOCUMENTOS/" �http://www.aduanas.gub.uy/BIBLIOTECADEDOCUMENTOS/� DECRETO-LEY-15691.PDF.


� El texto del Decreto No 173, de 6 de junio de 2005 puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.aduanas.gub.uy/" �http://www.aduanas.gub.uy/� BIBLIOTECADEDOCUMENTOS/Decreto%20173-05.pdf.


� Mercaderías con carácter comercial (animales vivos;  productos comestibles del reino animal o vegetal, frescos, refrigerados o congelados;  flores frescas (código 0603.10.00 de la NCM);  cierto material biológico o farmacéutico;  material radiactivo, tóxico, inflamable o explosivo;  prensa de publicación diaria (código 4902.10.00));  armas, explosivos, municiones y material de uso militar;  cualquier otra mercadería que como consecuencia de catástrofes naturales o emergencias nacionales sea autorizada en ocasión de las mismas;  y mercadería a granel, arribada por vía marítima (sólo, cuando por necesidades operativas de la descarga de la nave, deba iniciarse ésta fuera de los horarios o días hábiles de apertura de las oficinas de la Aduana).


� Documentos de la OMC G/VAL/N/1/URY/1 y G/VAL/N/2/URY/1, de 19 de enero de 2001 y 19 de abril de 2001, respectivamente.


� Normas sobre valoración en aduana, ALADI/CR/Resolución 226, de 5 de marzo de 1997, artículo 8.


� O/D No 82/96, de 12 de septiembre de 1996 (que recoge la Decisión 4.1 (Valoración de los Soportes Informáticos con Software para Equipos de Proceso de Datos) del Comité de Valoración en Aduana de la OMC).


� Decreto No 567/994, de 29 de diciembre de 1994.


� Documento de la OMC G/RO/N/5, de 1º de noviembre de 1995.


� Documento de la OMC G/RO/N/12, de 1º de octubre de 1996.


� La norma básica del régimen de origen MERCOSUR es la Decisión No 01/09, incorporada al ordenamiento jurídico nacional por el Decreto 169/011, de 5 de mayo de 2011. Además, las Decisiones No 03/05 y 16/07 y las Directivas Nos 2/10, 3/10, 4/10, 5/10, 14/10, 7/11 y 16/11 introducen modificaciones al Régimen.


� Internalizado por el Uruguay a través del Decreto No 412/008, de 27 de agosto de 2008.


� Se considera cambio de partida cuando el valor del insumo que se utiliza en la producción no excede del 10 por ciento del valor f.o.b. de la mercadería.  Esto no se aplica en el caso del Uruguay para los productos clasificados dentro de los capítulos 50 a 63 del Sistema Armonizado.


� El texto del Tratado puede ser consultado en el sitio Web del Ministerio de Relaciones Exteriores del Paraguay, al ser este país, en virtud del Tratado de Asunción, depositario de todos los tratados y acuerdos suscritos por el MERCOSUR.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.mre.gov.py/dependencias/tratados/mercosur/" �http://www.mre.gov.py/dependencias/tratados/mercosur/� registro%20mercosur/mercosurprincipal.htm.


� Con posterioridad a la fecha indicada se han introducido modificaciones arancelarias, en el marco de la Cuarta Enmienda, como consecuencia de legislación aprobada en el MERCOSUR.


� BCU (2011a) y Ministerio de Economía y Finanzas (2011b).


� El término "código" se refiere a 8 dígitos de la NCM.


� Las dos anteriores listas de excepciones, de 100 y de 125 códigos de la NCM, respectivamente, se juntaron a través del Decreto No 58/10.


� El texto de la Resolución, así como la lista completa de los productos cubiertos y sus correspondientes TGA, puede consultarse en línea en el sitio Web de la Presidencia de la República.  Consultado en:  http://archivo.presidencia.gub.uy/_web/decretos/2009/10/2516.pdf.


� Documento de la OMC G/SP/5, de 19 de octubre de 1994.


� El texto de la Ley No 18.184 puede consultarse en el sitio Web del LATU:  http://latu21.latu.org.uy/es/docs/Ley_18.184_27_de_octubre_de_2007.pdf.


� El conjunto de productos beneficiarios no comprende los repuestos de máquinas y equipos.


� Se puede encontrar más información sobre las actividades del LATU en el proceso de admisión temporaria en su sitio Web.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://latu21.latu.org.uy/es/index.php?option=com_content%20&view=article&" �http://latu21.latu.org.uy/es/index.php?option=com_content &view=article&� id=78&Itemid=76.


� Ley No 15.939, de 28 de diciembre de 1988.  Los beneficios de la Ley Forestal rigen en principio durante 15 años contados desde la fecha de promulgación de la Ley, pero la Ley dispone que este plazo puede ser prorrogado.


� DNA, O/D No 125/2003, de 8 de diciembre de 2003.


� Información más detallada puede consultarse en la Ley Nº 15.921 de Zonas Francas.


� En el marco de la ALADI, los países se clasifican en tres grupos según su desarrollo económico:  países de menor desarrollo económico relativo (el Estado Plurinacional de Bolivia, el Ecuador y el Paraguay);  países de desarrollo intermedio (Colombia, Chile, el Perú, el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela);  y otros países miembros (la Argentina, el Brasil y México).


� Acuerdo Regional No 4, Segundo Protocolo Modificatorio.


� Los países miembros son la Argentina, el Estado Plurinacional de Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela.  


� Las listas completas de productos y las reducciones arancelarias pueden consultarse en:  http://www.sice.oas.org/Trade/msch/mschind.asp.


� El Acuerdo MERCOSUR-Israel fue internalizado en el Uruguay por la Ley No 18.339, de 21 de agosto de 2008 y entró en vigor el 23 de diciembre de 2009.


� El MERCOSUR acordó otorgar a la India preferencias arancelarias consistentes en una reducción del 10 ó 20 por ciento (100 por ciento para unos pocos productos) sobre el arancel NMF para una lista de 452 partidas del Sistema Armonizado 2002.  Esta lista puede consultarse en el sitio Web del Ministerio de Relaciones Exteriores del Paraguay:  http://www.mre.gov.py/dependencias/tratados/mercosur/ registro%20mercosur/Acuerdos/2004/español/69.%20Acuerdo%20Preferencial%20MSUR-India.pdf.


� Decreto reglamentario de la Ley No 17.453, de 28 de febrero de 2002.


� Excepto para las importaciones de bienes de capital destinados exclusivamente a los sectores industrial, agropecuario y pesquero, las cuales, según lo dispuesto por el Decreto No 217/001, de 13 de junio de 2001, estaban exoneradas de la comisión del BROU.  


� Más información sobre el IVA puede consultarse en el sitio Web de la DGI:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,6,348,O,S,0,7986%3BS%3B41%3B877.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva,  Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996).  Actualización a diciembre de 2010.  Puede consultarse en el sitio Web de la DGI:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,6,348,O,S,0,7986%3BS%3B41%3B877.


� El régimen de tasa cero implica que el IVA no se incluye en la factura para estos productos y que, además, se puede recuperar el IVA correspondiente a los bienes y servicios que directa o indirectamente integren el costo de los productos agropecuarios vendidos o bienes exportados.  Este régimen no se aplica en el caso de venta de bienes y servicios exentos, en el que el IVA incluido en las adquisiciones de bienes y servicios que integren el costo de los bienes vendidos o servicios prestados no puede deducirse.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva,  Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996).  Actualización a diciembre de 2010.  Puede consultarse en el sitio Web de la DGI:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,6,348,O,S,0,7986%3BS%3B41%3B877.


� Decreto No 220/998, de 12 de agosto de 1998, modificado por el Decreto No 323/002, de 21 de agosto de 2002.


� Ver, por ejemplo, el Decreto No 165, de 13 de mayo de 2004.


� Decreto No 165, de 13 de mayo de 2004.  Los valores fictos los fijó el MEF en su Resolución de 14 de mayo de 2004.


� DGI (2011).


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva,  Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996).  Actualización a diciembre de 2010.  Puede consultarse en sitio Web de la DGI:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,6,348,O,S,0,7986%3BS%3B41%3B877.


� El IMESI está regulado por el Decreto No 96/990, de 21 de febrero de 1990, el Decreto No 49/001, de 22 de febrero de 2001 y los Decretos Nos 417/001, de 24 de octubre de 2001, 245/002, de 28 de junio de 2002, 474/003, de 19 de noviembre de 2003, 173/004, de 21 de mayo de 2004, 520/007, de 27 de diciembre de 2007, 61/008, de 11 de febrero de 2008, 607/009, de 30 de diciembre de 2009, 27/010, de 3 de febrero de 2010, 69/010, de 22 de febrero de 2010, 18/011, de 19 de enero de 2011, 91/011 y 92/011, ambos de 2 de marzo de 2011.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 11, Impuesto Específico Interno.  Consultado en:  http://www.dgi.gub.uy/wdgi/agxppdwn?6,4,37,O,S,0,7987%3BS%3B15%3B877.


� DGI (2011).


� Cuando se verifique alguna de las siguientes condiciones:  a) se trate de sociedades anónimas, sociedades en comandita por acciones, establecimientos permanentes de entidades no residentes, o fideicomisos;  b) se obtengan ingresos que superen los 2 millones de UI (170.000 dólares EE.UU. aproximadamente) en el ejercicio;  c) realicen su explotación en predios que al comienzo del ejercicio excedan las 1.250 hectáreas.  Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 9, Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (1996).


� DGI (2011).


� Ley No 17.345, de 31 de mayo de 2001.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/URY/1, de 4 de octubre de 1996.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.


� La Ley No 12.679, de 17 de diciembre de 1959, faculta al Poder Ejecutivo para, entre otros, "prohibir con carácter general o particular, por un plazo no mayor de seis meses, la importación total o parcial de toda clase de mercaderías, artículos, productos y bienes prescindibles, suntuarios y/o competitivos de la industria nacional";  dicha prohibición puede reiterarse por nuevos pronunciamientos.  Sin embargo, las autoridades han indicaron que esta ley no se aplica en la práctica, en la medida que pudiera entrar en conflicto con los compromisos multilaterales del Uruguay.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.


� Documentos de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, y G/LIC/N/3/URY/4, de 27 de julio de 2005 y 9 de octubre de 2009 respectivamente.


� Ibid.


� Ibid.  La UR es un valor que se ajusta sobre la base del índice medio de salarios calculado por el Instituto Nacional de Estadística (INE).  Su valor varía de mes a mes y puede ser consultado en el sitio internet del INE:  � HYPERLINK "http://www.ine.gub.uy/banco%20de%20datos/Unidad%20" �http://www.ine.gub.uy/banco%20de%20datos/Unidad%20� Reajustable/OI%20UR.xls.


� Documento de la OMC G/SCM/N/1/URY/1, de 27 de marzo de 1995.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/URY/1, de 24 de marzo de 1995.


� El reglamento fue notificado a la OMC, documento G/ADP/N/1/URY/2, de 5 de diciembre de 1996.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/14/Add.20 y G/SCM/N/18/Add.20, de 19 de abril de 2005.


� Información en línea de la DNI:  � HYPERLINK "http://www.miem.gub.uy/portal/agxppdwn?5,10,398,O,S,0" �http://www.miem.gub.uy/portal/agxppdwn?5,10,398,O,S,0�, 3103%3BS%3B1%3B255.


� Documento de la OMC G/SG/N/URY/1, de 3 de abril de 1995.


� Documentos de la OMC G/SG/N/1/URY/1 /Suppl.1, de 6 de abril de 1999.


� Lista XXXI - Uruguay.


� Documentos G/AG/N/URY/17 de la OMC, de 6 de julio de 1999, G/AG/N/URY/21, de 25 de septiembre de 2000, G/AG/N/URY/23, de 12 de junio de 2002, G/AG/N/URY/25, de 26 de junio de 2003, y G/AG/N/URY/28, de 16 de junio de 2004.


� Decisión No 17/96 del MERCOSUR, "Reglamento relativo a la aplicación de medidas de salvaguardia a las importaciones provenientes de países no miembros del MERCOSUR".


� Estas condiciones son:  a) que el producto importado esté incluido en el Anexo del Decreto No 550/03, de 31 de diciembre de 2003, y continúe produciéndose en alguna de las Zonas de Promoción Industrial de la República Argentina instaladas en las provincias de La Rioja, San Luis, San Juan o Catamarca, o por grupos económicos con plantas en dichas zonas;  o que, estando o no incluido en dicho Anexo, sus exportaciones, o las de sus insumos principales, estén sujetas a una tasa de retención igual o mayor al 10 por ciento en la Argentina;  b) el producto no figure en el Anexo, pero sea producido en las zonas mencionadas, y sus importaciones provenientes de la Argentina representen al menos el 30 por ciento del valor total de las importaciones del Uruguay y del 20 por ciento de la producción nacional del producto clasificado en su misma posición arancelaria a 10 dígitos en el transcurso de los últimos doce meses.


� En la práctica esto se aplica sólo para productos que no están contenidos en los Anexos I y II del Decreto No 643/006, a los que ya se les coloca un arancel.


� Los aranceles fueron introducidos en virtud de los Decretos:  No 337/2007, de 20 de agosto de 2007;  No 381/2007, de 11 de octubre de 2007;  No 422/2007, de 12 de noviembre de 2007;  No 484/2007, de 12 de diciembre de 2007;  y No 150/2009, de 23 de marzo de 2009.


� Documento de la OMC G/TBT/ENQ/38, de 30 de mayo de 2011.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.54, de 26 de mayo de 1999.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/2/Rev.11, de 4 de marzo de 2005.


� Información en línea del UNIT.  Consultada en:  http://www.unit.org.uy/index.php.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/82, de 20 de octubre de 1997.


� Consejo Mundial para la Calidad, Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT), Organización Internacional de Normalización (ISO), Comisión Electrotécnica Internacional (CEI), Asociación Mercosur de Normalización (AMN) y Occupational Health and Safety Assessment Series (OHSAS).  UNIT, Representatividad Internacional, disponible en:  http://www.unit.org.uy/Acerca/repres.asp.


� Información en línea del UNIT, Catálogo de normas.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/ Catalogo/catalogo_02.asp.


� Los campos de actividad del UNIT son los siguientes:  normas generales, unidades y símbolos;  gestión de la calidad;  gestión ambiental;  gestión de la prevención de riesgos laborales;  dibujo técnico;  accesibilidad al medio físico;  materiales para la construcción;  recipientes a presión;  combustibles;  material contra incendios;  suelos;  electrotecnia;  textiles;  sanitarias y tuberías;  seguridad de equipos;  protección personal;  cálculo de estructuras;  maderas, celulosas, papeles y cartones;  bebidas alcohólicas;  productos alimenticios (aceite, carne, harina, etc.);  metales (ferrosos y no ferrosos);  fertilizantes;  productos para la alimentación animal;  espuma de poliuretano;  materiales bituminosos;  microbiología;  goma;  industria del cuero;  artículos de limpieza;  pigmentos, pinturas y solventes;  y agua potable.  Información en línea del UNIT, Áreas de normalización.  Disponible en línea en:  http://www.unit.org.uy/Normalizacion/areas_normalizac.asp.


� Información en línea de la AMN.  Consultada en:  http://www.amn.org.br/es/.


� Información en línea de la AMN.  Consultada en:  http://www.amn.org.br/br/.


� Información en línea del INACAL. Consultada en:  http://www.inacal.org.uy/?q=institucional.


� INACAL (2011).


� Información en línea del UNIT.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.unit.org.uy/certificacion/" �http://www.unit.org.uy/certificacion/� certificacion_productos.php.


� UNIT (2011).


� Información en línea del UNIT.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.unit.org.uy/certificacion/certificacion_" �http://www.unit.org.uy/certificacion/certificacion_� sistemas_calidad_certificado.php?idC=9&orden=1.


� LATU, Sector Metrología Científica e Industrial, disponible en línea en:  http://www.latu.org.uy/ portal/page?_pageid=354,230672&_dad=portal&_schema=PORTAL&df_cod_sector=MET.


� A agosto de 2011, las siguientes entidades se encontraban acreditadas por el OUA:  a) Organismos de certificación de sistemas de gestión (OCS):  UNIT;  L.S.Q.A. S.A.;  SGS Uruguay Ltda.;  Fikley S.A. - FCR;  b) Organismos de certificación de productos (OCP):  L.S.Q.A. S.A.;  Instituto Nacional de Carnes (INAC) - CERTICARNES;  UNIT;  SGS Uruguay Ltda. - División Consumer Testing Services;  LATU;  c) Laboratorios de ensayo:  Cooperativa de Producción Laboratorio ECOTECH;  Laboratorio de Bebidas y Alcoholes - ANCAP;  ZENG Laboratorio Microbiológico;  Beltrán Zunino/Asistencia Técnica en Microbiología - BZ SRL;  Laboratorio de Combustibles de ANCAP;  LATU - Departamentos de Construcciones, Cereales, Oleaginosas y Productos derivados, Aguas y Productos químicos, Desarrollo de métodos analíticos;  Laboratorio Colaveco;  CIEMSA - Construcciones e Instalaciones Electromecánicas S.A. - Área de Pesaje en Rutas Nacionales (PRN);  CONAPROLE - Sector Calidad de Leche Recibida- SECALE;  Lanas Trinidad S.A.- Laboratorio de Planta Durazno;  DI.LA.VE. - División de Laboratorios Veterinarios - M.G.A.P. Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca;  LAPP- Laboratorios de Análisis de Productos Pesqueros, DINARA / M.G.A.P. Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca;  Chapalia SRL/Laboratorio Cristar Zerbi;  Laboratorio Industrial Montevideo S.A. (LIMSA);  Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI);  d) Laboratorios de Calibración:  SKAPHIA;  Negri, Quartino & Ferrario S.A.;  SYAR S.A.;  y MTOP-DNT- Laboratorio de Pesaje;  e) Laboratorios de Análisis Clínicos (LA);  SIEMBRASUR S.A.;  y Laboratorio Hospital Florida.


� Documentos de la OMC G/TBT/Notif.99.37, de 5 de febrero de 1999,  G/TBT/N/URY/1, de 4 de noviembre de 2003,  G/TBT/N/URY/3, de 21 de agosto de 2008;  OMC G/TBT/N/4, de 31 de octubre de 2008;  G/TBT/N/URY/5, de 11 de febrero de 2009;  y G/TBT/N/URY/6, de 7 de octubre de 2009.


� Documento de la OMC G/TBT/N/URY/2, de 25 de octubre de 2006.


� Información en línea del MERCOSUR.  Consultada en:  http://www.mercosur.int/.


� Información en línea del UNIT, Normalización.  Consultada en:  http://www.unit.org.uy/ Normalizacion/index.asp.


� Información en línea de ANTEL, Condiciones Necesarias de Homologación.  Consultada en:  http://www.antel.com.uy/portal/hgxpp001.aspx?2,373,913,O,S,0,MNU;E;293;2;MNU.


� Documentos de la OMC G/SPS/ENQ/18, de 20 de diciembre de 2004, y G/SPS/NNA/8, de 20 de diciembre de 2004.


� Documentos de la OMC G/SPS/N/URY/6, de 29 de septiembre de 2008;  G/SPS/N/URY/7, de 29 de septiembre de 2008;  G/SPS/N/URY/8, de 3 de octubre de 2008;  G/SPS/N/URY/9, de 3 de octubre de 2008;  G/SPS/N/URY/10, de 3 de octubre de 2008,  G/SPS/N/URY/11, de 3 de octubre de 2008;  G/SPS/N/URY/12, de 18 de mayo de 2009;  y G/SPS/N/URY/13, de 18 de mayo de 2009.


� Información en línea de la DGSG.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.mgap.gub.uy/DGSG/" �http://www.mgap.gub.uy/DGSG/� DIGESEGA.htm.


� OMC (1998). 


� Ibid.


� Decreto No 315/994, de 5 de julio de 1994, que incorporó todas las normas en materia alimentaria que habían sido acordadas a nivel del MERCOSUR a esa fecha.


� Contenidas en la Ley No 5.452, de 8 de julio de 1916;  la Ley No 7.270, de 10 de septiembre de 1920;  la Ley No 8.086, de 22 de junio de 1927;  la Ley No 8.337, de 19 de octubre de 1928;  la Ley No 9.646, de 20 de marzo de 1937;  y la Ley No 13.892, de 19 de octubre de 1970.


� La versión modificada y actualizada de la Ley No 3.606 puede consultarse en el sitio Web de la DGSG:  http://www.mgap.gub.uy/DGSG/Legislacion/Cap1_Ley3606.zip.


� Este Decreto derogó el Decreto No 570/994 y se encuentra en vigencia desde el 9 de julio de 2009.


� Uruguay XXI (2011b).


� Uruguay XXI (2011b).


� Dirección Nacional de Aduanas, O/D No 22/2003, de 7 de febrero de 2003.


� El texto de esta Orden del Día puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.aduanas.gub.uy/" �http://www.aduanas.gub.uy/� BIBLIOTECADEDOCUMENTOS/OD-2010-038.pdf.


� Información más detallada sobre el régimen puede consultarse en:  http/www.exportafacil.com.uy.


� El texto de esta Orden del Día puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.aduanas.gub.uy/" �http://www.aduanas.gub.uy/� BIBLIOTECADEDOCUMENTOS/OD-2011-041.pdf.


� Texto Ordenado de la DGI, Título 18, Impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria.


� Documento de la OMC G/SCM/N/74/URY, de 10 de enero de 2002.


� Documento de la OMC G/SCM/N/226/URY, de 7 de junio de 2011.


� Documentos de la OMC G/AG/N/URY/30, de 19 de febrero de 2008;  G/AG/N/URY/33, de 11 de agosto de 2008;  G/AG/N/URY/36, de 16 de julio de 2009;  y G/AG/N/URY/40, de 5 de julio de 2010.


� Este régimen está amparado en la Ley No 13.268, de 9 de julio de 1964, Ley No 16.492, de 2 de junio de 1994, Decreto No 393/991, de 29 de julio de 1991, y el Decreto No 558/994, de 21 de diciembre de 1994, entre otras, así como por la Ley No 18.883, de 27 de diciembre de 2006 (Ley de Reforma Tributaria).


� Puede obtenerse más información sobre el Área Zonas Francas y sus actividades en:  http://www.zfrancas.gub.uy/espanol/index.php.


� De acuerdo con la Ley No 17.292, de 25 de enero de 2001 y el Decreto No 71/001, de 23 de febrero de 2001.  Estos servicios incluyen:  Centro Internacional de Llamadas (el número de llamadas, entradas y salidas, de los servicios telefónicos brindados por los Centros Internacionales de Llamadas con destino al territorio nacional debe ser inferior al 50 por ciento de las llamadas totales de los servicios telefónicos brindados);  casillas de correo electrónico;  educación a distancia;  y emisión de certificados de firma electrónica.  


� Todos los requisitos para realizar la solicitud se encuentran descritos en los artículos 13 y 14 del Decreto No 454/988, de 8 de julio de 1988.


� Los documentos requeridos incluyen, entre otros, un plan de negocios, declaración jurada, reglamento interno, y memoria descriptiva en caso de que existan obras de construcción.


� Decreto Reglamentario No 454/88, de 8 de julio de 1988 y artículo 6º, del Decreto No 149/007, reglamentario del Impuesto a la Renta de los no Residentes.


� Instituto Nacional de Estadística (INE) (2010).


� Instituto Nacional de Estadística (INE), 3er Censo de Zonas Francas. Años 2007-2008.  Informe Final.  Diciembre de 2010.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.zfrancas.gub.uy/espanol/" �http://www.zfrancas.gub.uy/espanol/� estadisticas/CensoZZFF_2007-2008.pdf.


� Decisión No 08/94 del MERCOSUR.


�.El texto del Acuerdo puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.aladi.org/nsfaladi/textacdos.nsf/" �http://www.aladi.org/nsfaladi/textacdos.nsf/� 4d5c18e55622e1040325749000756112/001b3dd58303d40c03256d57004bf45f?OpenDocument.


� Los siguientes productos provenientes de la Zona Franca de Colonia están exentos del AEC:  NCM 2106.90.10:  preparaciones del tipo de las utilizadas para la elaboración de bebidas (concentrados para bebidas no alcohólicas, sin fraccionar ni acondicionar de otra forma para la venta para el consumo);  NCM 3204.12.10: colorantes ácidos, incluso metalizados, y preparaciones a base de éstos colorantes (exclusivamente para la elaboración de bebidas);  NCM 3301.12.90: aceites esenciales de naranja;  los demás;  NCM 3301.13.00: aceites esenciales de limón;  NCM 3301.19.10: aceites esenciales de lima;  NCM 3301.19.90: aceites esenciales;  los demás;  NCM 3302.10.00 (aceites) de los tipos utilizados en las industrias alimentarias o de bebidas;  NCM 3824.90.89:  los demás (exclusivamente a ser utilizados en las industrias alimentarias o de bebidas).  Los siguientes productos provenientes de la Zona Franca de Nueva Palmira están exentos del AEC:  NCM 1001.10.90:  trigo duro;  los demás;  NCM 1001.90.90 (trigo);  los demás;  NCM 1003.00.91:  cebada cervecera;  NCM 1003.00.98: cebada, otras, en grano:  NCM 1003.00.99 (cebada) las demás;  NCM:  11.07 malta (exclusivamente de cebada);  y NCM 1201.00.90:  soja.  Protocolización de la Decisión CMC No 60/07 "Condiciones de acceso en el comercio bilateral Brasil-Uruguay para productos provenientes de la Zona Franca de Manaos y de las Zonas Francas de Colonia y Nueva Palmira", de 21 de mayo de 2008.  El texto del Acuerdo puede ser consultado en:  � HYPERLINK "http://www.aladi.org/nsfaladi/textacdos.nsf/4d5c18e55622e1040325749000" �http://www.aladi.org/nsfaladi/textacdos.nsf/4d5c18e55622e1040325749000� 756112/e20c8b78ad5268df03257483004e162c?OpenDocument.


� Puede consultarse en línea en el sitio Web del BCU:  http://www.bcu.gub.uy/Acerca-de-BCU/Normativa/Paginas/Lista-de-Informes.aspx?SID=55.


� Información en línea del BSE.  Consultada en:  http://www.bse.com.uy/bse/interna.php?id=315.


� Información en línea del BSE, "Crédito a la Exportación".  Consultada en:  http://www.bse.com.uy/bse/interna.php?id=278.


� Información en línea de Uruguay XXI, "¿Quiénes Somos?"  Consultado en:  http://www.uruguayxxi. gub.uy.


� De acuerdo a lo establecido en la Ley No 18.092, de enero de 2007 y el Decreto No 225, de 25 de junio de 2007.


� La Ley No 18.083 derogó los siguientes tributos:  Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP);  Impuesto de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS);  Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias (IMABA);  Impuesto de Control del Sistema Financiero (ICOSIFI);  Impuesto Específico a los Servicios de Salud (IMESSA);  Impuesto a las Pequeñas Empresas (IPEQUE);  Impuesto a las Comisiones (ICOM);  Impuesto a las Telecomunicaciones (ITEL);  Impuesto a las Tarjetas de Crédito (ITC);  Impuesto a las Ventas Forzadas (IVF);  Impuesto a las Rentas Agropecuarias (IRA);  Impuesto a las Cesiones de Derechos sobre Deportistas;  Impuesto a la Compraventa de Bienes Muebles en Remate Público;  y el Impuesto a los Concursos, Sorteos y Competencias (ICSC).  También dispuso la eliminación gradual de los Impuestos a la Compra de Moneda Extranjera, a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras y para el Fondo de Inspección Sanitaria.  Sin embargo, a junio de 2011, el impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras y el impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria continuaban en vigor.  El impuesto a la Compra de Moneda Extranjera fue derogado por Decreto No 340/007 desde el 18 septiembre  de 2007, de acuerdo con las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por la Ley No 18.083.


� Puede encontrarse información detallada sobre cada impuesto y la legislación que lo respalda en la dirección Internet de la DGI del MEF:  http://www.dgi.gub.uy/Detailed/422.html.


� La excepción son los dividendos que provengan de entidades no residentes y constituyan rentas pasivas.


� Decreto Ley No 14.791, de 8 de junio de 1978.


� Información en línea del Sistema de Información de Precios al Consumidor.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.precios.gub.uy/publico%20" �http://www.precios.gub.uy/publico �[26 de octubre de 2011].


� Se derogaron los Artículos 13, 14 y 15 de la Ley No 17.243 que contiene normas sobre defensa de la competencia y los Artículos 157 y 158 de la Ley No 17.296 relativos a la aplicación de sanciones al amparo de la Ley No 17.243.  


� Artículo 3 de la Ley No 18.159.


� UNCTAD y SELA (2009), "Presentación de la Lic. Luciana Macedo. Representante de la Comisión de Promoción y defensa de la Competencia", Seminario Regional sobre Comercio y Competencia: Perspectivas y Futuros Desafíos para América Latina y el Caribe, Caracas, 20-21 de abril, SP/SRCCPFDALC/Di No 19-09.


� Se consideran posibles actos de concentración económica las operaciones que supongan una  modificación de la estructura de control de las empresas participantes mediante: la fusión de sociedades, adquisición de acciones, de cuotas o de participaciones sociales, adquisición de establecimientos, adquisiciones totales o parciales de activos empresariales, y toda otra clase de negocios jurídicos que importen la transferencia del control de la totalidad o parte de las unidades económicas o empresas.  Artículo 7 de la Ley No 18.159.


� La unidad indexada (UI), creada en junio de 2002, determina en forma diaria la evolución acumulada por el Índice de Precios al Consumo (IPC) en el mes inmediato anterior.  A fines de mayo de 2011 una UI equivalía a 2,2362 pesos uruguayos.  Instituto Nacional de Estadística.  Consultado en: http://www.ine.gub.uy.


� Existen excepciones a la obligación de notificación que están enumeradas en el Artículo 8 de la Ley.


� La información de este párrafo se basa en Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia (2010), Memoria 2010.  Consultada en: � HYPERLINK "http://www.mef.gub.uy/competencia/documentos/2011_02_16_ MEMORIA_2010.pdf" �http://www.mef.gub.uy/competencia/documentos/2011_02_16_ MEMORIA_2010.pdf�. [11 de mayo de 2011].


� Las autoridades comentaron que un ejemplo del impacto positivo de la aplicación de la normativa de competencia es la derogación de las tarifas del Colegio Profesional de Abogados.


� Se trata del "Entendimiento de Cooperación entre las Autoridades de Defensa de la Competencia de los Estados Parte del Mercosur para la Aplicación de sus Leyes Nacionales de Competencia" (internalizado mediante el Decreto No 386/005) y del "Entendimiento de Cooperación entre las Autoridades de Defensa de la Competencia de los Estados Parte del Mercosur para el Control de Concentraciones Económicas en el Ámbito Regional" (mediante el Decreto No 383/008).


� Comunicado de prensa No 731 del Ministerio de Relaciones Exteriores del Brasil, de 16 de diciembre de 2010.


� Para mayor información, consúltese el sitio Web del Área de Defensa del Consumidor en: http://www.consumidor.gub.uy/informacion/index.php?SectionCode=MENU&IndexId=1.


� El SIPC está disponible en el sitio Web del Área de Defensa del Consumidor.


� Más información sobre la UNASEP puede obtenerse en:  http://www.unasep.gub.uy/.


� Información en línea de Uruguay XXI.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.uruguayxxi.gub.uy/" �http://www.uruguayxxi.gub.uy/� innovaportal/file/315/1/promocion_exportacion_e_inversion__espanol_.pdf.


� Documento de la OMC G/SCM/N/226/URY, de 7 de junio de 2011.


� Documento de la OMC G/SCM/N/226/URY, de 7 de junio de 2011.


� Documento de la OMC G/SCM/N/226/URY, de 7 de junio de 2011.


� Se entiende industria electrónica como la producción de equipos electrónicos y eléctricos, controles lógicos, computadoras, equipos de telecomunicaciones, instrumentos de medición equipos de uso médico, y aparatos domésticos.  Se entiende como industria naval la construcción, mantenimiento y reparación de embarcaciones y vehículos de transporte acuático, y la producción de subconjuntos y conjuntos para embarcaciones y vehículos de transporte acuático.


� Por puesto de trabajo calificado se entiende, según el Anexo VIII al Decreto No 455/007, aquel quien tenga una remuneración mínima de 150 por ciento respecto al cargo técnico calificado de Call Center, con una carga igual o mayor a 40 horas semanales de trabajo. 


� Ley de Empresas Públicas No 16.211, de 1° de octubre de 1991.


� Información en línea de la URSEA.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.ursea.gub.uy" �http://www.ursea.gub.uy� [17 mayo de 2011].


� El Decreto No 276/002, de junio de 20002 establece el Reglamento General de la Ley No 16.832. 


� El MMEE está reglamentado por el Decreto No 360/002, de 11 de septiembre de 2002 y sus modificaciones, entre ellas el Decreto modificatorio No 72/10, de 22 de febrero de 2010.


� La tarifa de distribución está compuesta por los costos de adquisición de la energía eléctrica en el MMEE, los costos reconocidos del sistema de transmisión, los costos reconocidos del sistema de distribución y otros costos.  La ley y la reglamentación prevén el reconocimiento de una utilidad razonable.  Información en línea de la URSEA.  Consultada en:  http://www.ursea.gub.uy [17 de mayo de 2011].


� El VADE y algunos peajes de transmisión no se encuentran aún aprobados por el Poder Ejecutivo.


� Reglamento de Distribución de Energía Eléctrica (Decreto No 277/002, de 28 de junio de 2002, modificado por el Decreto No 366/07, de 10 de septiembre de 2007) y el Reglamento de Transmisión de Energía Eléctrica (Decreto No 278/002, de 28 de junio de 2002, modificado por el Decreto No 228/07, de 25 de junio de 2007).  Ver también Decreto No 44/007, de 31 de enero de 2007, que fijó la remuneración para el Sistema de Transmisión de Energía Eléctrica, y el Decreto No 229/07 que fija cargos y parámetros para el uso del sistema de transmisión. 


� Otros instrumentos de promoción de la generación de electricidad por parte de privados incluyen:  el Decreto No 77/006 de 2006 (energías renovables), el Decreto No 397/007 de 2007, los Decretos No 296/008 y No 299/008, de 2008, los Decretos No 258/009 y No 377/009 de 2009 (extensiones del Decreto No 77/006;  el Decreto No 403/009 de 2009 (energía eólica); el Decreto No 367/010 de 2010 (biomasa bajo mecanismo "feed tariffs");  el Decreto No 173/010 de 2010 (microgeneración);  y el Decreto No 159/011 (energía eólica).  


� Se respetó la vigencia de la concesión de la empresa Aguas de la Costa en Maldonado, aunque actualmente es una sociedad comercial de propiedad mayoritaria de la OSE.


� Información en línea de la OSE.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.ose.com.uy/descargas/clientes/tarifas/ Decreto_Tarifario_feb_2011.pdf " �http://www.ose.com.uy/descargas/clientes/tarifas/ Decreto_Tarifario_feb_2011.pdf �[18 de mayo de 2011].


� Información en línea de Tribunal de Cuentas, Memorial Anual 2008.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.tcr.gub.uy" �http://www.tcr.gub.uy� [mayo de 2010].


� El Decreto No 194/997 ha sido modificado y complementado mediante diversas leyes (entre ellas las Leyes de Presupuesto y Rendición de cuentas) y decretos.  Una versión actualizada a octubre de 2009 puede encontrarse en el sitio:  � HYPERLINK "http://www.comprasestatales.gub.uy" �http://www.comprasestatales.gub.uy�. 


� El SICE es utilizado actualmente por el 98 por ciento de las entidades de la Administración Central. Información en línea.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.compraestatales.gub.uy/general/acerca_de.php" �http://www.compraestatales.gub.uy/general/acerca_de.php�.  


� Decretos No 393/2004 y No 191/2007, cuyo cumplimiento es controlado por la Junta de Transparencia y Ética Pública; y Artículo 105 de la Ley No 18.172 controlado por el Tribunal de Cuentas.


� Gemelli, F. (sin fecha).


� Ley No 18.465, de 17 de febrero de 2009.


� Información en línea del INE.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.ine.gub.uy/preciosysalarios/tocaf2008. asp?Indicador" �http://www.ine.gub.uy/preciosysalarios/tocaf2008. asp?Indicador�= tocaf.


� Los pliegos generales son redactados por el Poder Ejecutivo en conformidad con el Tribunal de Cuentas.  Existen tres tipos de pliegos generales:  "Suministros y servicios no personales", "Obras y trabajos públicos", y "Servicios personales".  El uso de estos pliegos es obligatorio en licitaciones públicas o abreviadas, cuyo monto exceda los 750.900 pesos uruguayos (37.358 dólares EE.UU.).  El pliego para servicios personales ya no está contemplado en la Ley No 18.834, de 17 de noviembre de 2011.


� Este y otros umbrales referidos en esta sección corresponden a la actualización del INE vigente entre septiembre y diciembre de 2011.  Para la conversión a dólares EE.UU. se utilizó el tipo de cambio al público (venta) del 30 de noviembre de 2011, $EE.UU. 1=20,10 pesos uruguayos.


� Artículo 33 del Decreto No 194/997.


� El Decreto No 13/009, de 13 de enero de 2009 (Artículos 8 y 9) define lo que debe considerarse como un "servicio nacional" y como una "obra pública nacional".


� Artículo 653 de la Ley No 16.170, de 28 de diciembre de 1990 (derogado).


� El régimen anterior de protección a las MYPYME estaba consagrado esencialmente en el Artículo 198 de la Ley No 18.172, de 31 de agosto de 2007.


� El Decreto No 504/007, de 20 de diciembre de 2007 define que se considera micro, pequeña o mediana empresa en función del número de personal ocupado y de la facturación anual de las empresas.


� El mecanismo no aplica: cuando resulte ganadora una empresa por aplicación de los márgenes de preferencia mencionados;  cuando la mejor oferta que se ampara en el mecanismo de reserva de mercado supera en un 16 por ciento en precio unitario a la mejor de las ofertas que se presentan por el total del monto licitado;  y cuando el ordenador del organismo comprador considere impracticable o inconveniente su aplicación.    


� Decreto No 191/007, de 4 de junio de 2007.


� Las modificaciones se encuentran en los Artículos 13 al 57 de la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del ejercicio 2010 (No 18.834, de 17 de noviembre de 2011) que se puede consultar en:  http://www.impo.com.uy/bancodatos/rendicion.htm.


� Las disposiciones de los Acuerdos de la OMC fueron ratificados por la Ley No 16.671, de 13 de diciembre de 1994.


� Documento de la OMC IP/Q/URY/1, IP/Q2/URY/1, IP/Q3/URY/1, IP/Q4/URY/1, de 18 de mayo de 2004. 


� Información en línea de la DNPI.  Consultada en:  http://www.miem.gub.uy/.


� Ley notificada a la OMC en el documento IP/N/1/URY/I/1, de 3 de octubre de 2001.


� Notificado a la OMC en el documento IP/N/1/URY/I/4, de 3 de octubre de 2001.


� Documentos de la OMC IP/N/1/URY/I/2 e IP/N/1/URY/I/3, de 3 de octubre de 2001.


� Documentos de la OMC IP/N/1/URY/C/1, de 11 de junio de 2002, e IP/N/1/URY/C/1/Add.1, de 31 de agosto de 2004.


� En el Uruguay el Dominio Público es pagante, es libre el uso de las obras, pero están sometidas a las tarifas que fije el Consejo de Derechos de Autor, según lo dispuesto por el Artículo 42 de la Ley No 9.739, de 1937.  En el caso mencionado. la tarifa quedo fijada por la Ley No 18.046, de 24 de octubre de 2006.


� Documento de la OMC IP/N/1/URY/P/3, de 14 de junio de 2002.






